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HABEAS CORPUS 

Por: Dr. Gonzalo Zambrano P. 
La libertad del hombre constituye garantía primordial de su perso­

nalidad y de los atributos que le son inherentes y, por su defensa, la hu­
manidad ha librado incesantes e inmortales b.atallas . Bien podría decir ­
se que la historia de la humanidad es la historia de la libertad del hom­
bre y que el Estado debe velar por su vigencia con apasionado e inven ­
cible ímpetu. Abundan en el ordenamiento jurídico las Constituciones 
Políticas de todos los pueblos, las declaraciones Universales de Dere­
cho, los tratados y convenciones consignan múltiples preceptos de tipo 
conceptual y orgánico, ponderando el don de la libertad como el más 
excelso de los bienes del hombre. La Constitución vigente , fi el a esa 
tradición, expresa que nadie puede ser privado de su libertad , sino en 
virtud de orden escrita de autoridad competente , en los casos , por el 
tiempo y con las formalidades prescriptas por la Ley, salvo delito fla ­
grante. Respaldando el principio, la Constitución de la República insti ­
tuye el derecho de Habeas Corpus y señala el trámite a que debe aco­
modarse la sustanciación del recurso. Desde la vigencia de la Carta Po­
lítica del Diez de Agosto de 1959, se ha observado que en régimen mu­
nicipal imperante, se ,han despachado numerosos recursos, admitiéndo­
los en su mayor parte, resintiendo las bases mismas del Poder Jurisdic­
cional, desconociendo la legitimidad de las órdenes de detención , váli ­
damente libradas por los Jueces de Instrucción o de Derecho y susci ­
tando de este modo escándalo y descocierto en el País. Aparentemente 
las resoluciones se acomoda n al t exto de la Constitución y a la Ley de 
Régimen Municipal, pero si se analiza con criterio jurídico la funda ­
mentación de esos fallos , se ll ega a la inequívoca conclusión de q'ue se 
han violado preceptos fundamentales de Derecho y , lo que es más gra­
ve, que se han quebrantado la severidad del criterio de los sentenciado­
res con que debe conocerse y decidirse cuestiones tan delicadas pues , si 
de una parte la libertad de l individuo demanda del Estado el máximo 
celo en lo que a su tutela atañe, no es menos cierto que no puede festi ­
narse la voluntad del Legislador constituyente , ni la tuición de la liber­
tad, a punto que, tan preciosa garantía , degenere en una instancia ma­
niobrable o mañosa y desvirtúe la esencia misma de la más tradicional 
de las instituciones republicanas . 

-5-



El Habeas Corpus, como lo reconoce la doctrina , nació como una 
insurgencia contra la tiranía , contra el absolutismo monárquico en acto 
de completa y noble rebelión contra la disgregación social que trajo el 
feudalismo· se remonta al año 871 de nuestra era , hasta que en el año 
1100 se inc~rpora como principio de derecho, en la famosa Carta de Li ­
bertades, cuerpo jurídico imperfecto pero de gran valor en la Historia 
del Derecho Constitucional Británico. Emergió en el Derecho Inglés co­
mo una reacción al despotismo., reafirmándose en una serie de Cartas, 
después de intensas luchas hasta que en 1136__, Esteban, Rey de Inglate­
rra, otorga su Carta sobre las Libertades del Reino y de la Iglesia, si ­
guiendo luego la Carta de Enrique 11; para aparecer lu! go la Pr" _era 
Carta Magna, origen de todas las libertades inglesas , que refunde y 
amplía los principios que se habían apenas esbozado . La Carta Magna 
de Juan Sintierra, en el año 1215 modificó sustancialmente la Constitu­
ción Política Inglesa y la soberanía , de manos del Rey pasa a la nobleza 
que se organiza en la Asamblea , inaugurándose así el celebérrimo Par­
lamento Inglés, que subsiste hasta hoy . 

Como se ha reconocido, el Habeas Corpus tiene un asentamiento his­
tórico antiquísimo y se ha perfilado en el Estado moderno como una Ins­
titución Política de insustituible importancia y como la más cara garan­
tía de la libertad (El Habeas Corpus - Diego Tejera - Ed . Rens. 1927). 

Siendo ello así, no es posible que degenere por su implementación 
viciosa o por la interpretación que se le de con torcida intención . 

Por desgracia, parece ser que la raíz de las cosas se hallan en el 
propio texto constitucional , ya que el inciso penúltimo del apartado fi­
nal del numeral 16 del Art. 19 de la Carta Fundamental del Estado, refi­
riéndose al Alcalde o al Presidente de un Concejo Municipal , manda 
que en el plazo de cuarenta y ocho horas, esos funcionarios dispongan 
la inmediata libertad del reclamante , en los siguientes supuestos : 

Si el detenido no fuere presentado; 
Si no se exhibiere la orden de detención ; 
Si ésta no cumpliere con los requisitos legales; 
Si se hubiere cometido vicios de procedimiento; y , 
Finalmente, SI S.E HUBIERE JUSTIFICADO EL FUNDA­
MENTO DEL RECURSO . 

. Si se analiza las ca i¿s~s de admisión dª-' recurso , hállase que las tres 
primeras podrían tener eficiente justificación, así, la primera, la re­
nuncia a presentar al detenido, atenta contra la esencia misma del Ha­
~eas Corpues y nada más lógico que la consecuencia que se siga , sea la 
libertad del detenido; si no se exhibe la orden de detención, será por-

-6-



que no existe o por desacato inadmisible del Juez que la ordenó; si tal 
orden no cumple con los requisitos de Ley, se impone la libertad del de­
tenido porque transgrede el precepto constitucional que la garantiza. 
Hasta aquí, el texto Constitucional es correcto y adhiere al esquema bá­
sico del Habeas Corpus. 

Son las causales cuarta y quinta, las que ofrecen dificultad de in­
terpretación y suscitan enfático reparo. En efecto la expresión: "si se 
hubiere cometido vicios de procemiento" es, por decir lo menos, gene­
ralísima y, asaz lacónica . Es de entender que los vicios de procedimien­
to concurren en la. organización del proceso penal, pero debía correla­
cionarse el precepto constitucional que se comenta con el Art. 309 del 
Código de Procedimiento Penal, que enumera las solemnidades sustan­
ciales cuya omisión genera la invalidez procesal, concordando esta r~­
gla con el primer inciso del Art. 311 del mismo Código, según el cu~l ~o 
se tomará en cuenta la falta de una solemnidad sustancial, cuand¿ no 
hubiere influído en la decisión de la causa y, advirtiendo la regla capital 
que consta desde la Constitución de 1967, regla que preceptúa que no 
puede sacrificarse la justicia por la sola omisión de formalidades. 

Ahora bien, no exis~e relación de causa a efecto en la norma Cons­
titucional que se analiza; dicho de mejor manera, no todos los vicios de 
procedimiento en el enjuiciamiento penal, pueden ser determinantes de 
la legítima privación de la libertad. Existen omisiones del todo desvin ­
culadas de la orden de detención que, en un caso concreto, puede ser 
plenamente legítima, con prescindencia de los vicios que el proceso os­
tente. Se impone por lo mismo, en este punto una clarificación de la re­
gla en la carta fundamental y una pormenorización suficiente y bastante 
lógica en la Ley secundaria, pa ra correlacionar racionalmente dos enti ­
dades tan dispares como son la libertad individual y la validez procesal, 
coordinándose debidamente , pero es incuestionable que el derecho pú ­
blico exige el decurso legítimo del juicio , no lo es menos que sus desvia­
ciones u omisiones no engendran necesaria y fatalmente su jnexistencia 
ante el Derecho y menos puede seguirse de ello que toda violación de 
procedimiento o todo vicio , como señala la Constitución de la Repúbli ­
ca, tenga el trascendental efecto de franquear la libertad del detenido . 

Mucho más grave es la quinta causal , que determina la admisión 
del Habeas Corpus. Por )a gravedad del caso vale transcribirla literal ­
mente , dice así: SI SE HUBIERE JUSTIFICADO EL 'FUNDAMENTO 
DEL RECURSO. 

Ningún texto podría dar margen más amplio al criterio discrecional 1 

del Juez, en este caso del Alcalde o Presidente del Concejo Municipal, a 
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punto tal de hacerlo ilimitado, deviniendo en factor eventual de abusos 
y transgreciones . 

Los fundamentos de la acción o de la excepción en el Derecho Pro­
cesal, deben justificarse rígidamente , a través del sistema de plena le­
galidad, pero no puede en caso alguno operar un precepto como el que 
se analiza . Para respaldar lo dicho, baste pensar en lo siguiente : La jus­
tificación presupone actuar pruebas válidas, apelar a medios legítimos 
de convicción valederos para el Juez, pero tales medios de pruebas no 
pueden correr riesgo de la universalidad que afecta a la norma comen­
tada. La prueba tiene una categoría esencialmente formal , pero, en la 
Constitución, no siquiera se añade un modo adverbial genérico que 
puede atenuar el vicio del precepto, diciéndose por ejemplo, que se ad­
mitirá el Habeas Corpus si se hubiere justificado legalmente el funda ­
mento del recurso; en consecuencia, puede sostenerse con sobra de ra ­
zón, y así lo ha demostrado la casuística , que las solicitudes de amparo 
de libertad se apoyan en la circunstancia de ser infundada la orden de 
detención sin más; con lo que, el criterio de íntima convicción del juzga­
dor , alcanza ilimitadas y peligrosas posibilidades . Además, queda en 
claro, como incontrovertible verdad , que el sistema de valoración de la 
prueba en este trámite, es el más gravoso de todos, pues , implícitamen­
te se remite el Legislador constituyente al criterio de libre decisión res­
pecto del cual es unánime la doctrina en reconocerlo como proclive a la 
arbitrariedad y al despotismo, a punto tal que el ordenamiento jurídico 
nacional lo circunscribe a contadísimos casos como el juzgamiento de la 
colusión y, recientemente, a los fallos de la Corte Suprema , al despa­
char el recurso de revisión , pero vale advertir que , en uno y otro caso, 
se trata del Juez de la suprema instancia al que el Legislador confía , co­
rrelativamente , el supremo-designio de las sentencias de último grado. 

En síntesis , con norma tan universal como imprecisa , se ha com­
p_rometido la severidad del juzgamiento que, valga decirlo, es excep­
cronal y, por lo mismo, infrecuente, respecto de los Alcaldes y Presi­
dentes de Concejo, quienes en buen número, no disponen de la pericia 
del Juzgador instituído por la Ley en los estamentos comunes ni su ex­
perienci~ , que sólo la. especialización y el tiempo pueden ot~rgar. Ur­
gent_e e inaplazabl.e sr se quiere, es la reforma del precepto que se ha 
analrzado y que srstematiza y regla tan importante materia , reforma 
q~e .debe hace.r~e teniendo en cuenta las prescripciones de la Ley de 
Regr~~n Munrcrp~I y tratando de acoplar con la debida justeza una re­
gulacron secundarra tan anti"gua , frente a normas tan amplias como re­
novadoras . En todo caso, debemos reafirmar nuestra fe en el Habeas 
~o~p.us constitucional, como una de las garantías de mayor relevancia 
J urrdrca y humana . 
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A propósito de lo anterior, vale destacar otra institución análoga 
que, en el lenguaje forense, se ha ambientado con la denominación de 
amparo de libertad o con el equívoco vocativo "habeas corpus judicial" 
El Art. 431 del Código de Procedimiento Penal, manda que cualquier 
individuo que, con infracción de los preceptos constantes en esa Ley, se 
encuentre detenido o preso, puede acudir en demanda de su libertad, al 
Juez superior de aquel que hubiere dispuesto la privación de ella de­
biendo resolverse en cuarenta y ocho horas , lo que se estimare legal. 
Añade el Legislador que, de haber sido cierta la privación ilegal de la 
libertad, el Juez dispondrá que el denunciante de que se trate, sea in­
mediatamente ex-carcelado y que el Juez que hubiere mandado a arres­
tar o detener ilegalmente a un individuo, será destituído de su empleo, 
a cuyo efecto el Juez que tramitó el recurso, dará inmediato aviso a la 
autoridad o corporación llamada a decretar la destitución. 

Como acaba de verse, por la cita fraccionada pero suficiente de la 
Ley, se infiere que hay una sistematización mucho más coordinada y ló­
gica en la Ley Procesal Penal que en la Constitución de la República, 
pues, se fija con toda certeza el deber del Juez, desde dos parámetros 
esencial.es, para arribar a una decisión en justicia , imponiéndole pedir 
todos los datos que estime necesarios para formar su criterio y, en se­
gundo término, asegurar la legalidad de su fallo y decir esto último, es 
propugnar un esfuerzo de lógica y confrontación de la Ley , para la váli ­
da obtención de la sentencia luego de que se plantee, desarrolle y fina­
lice el trámite del amparo de libertad. Hay, en suma, una elaboración 
mucho más pulida en el Código de Procedimiento Penal que en la Cons­
titución de la República para dos instituciones, idénticas en el fondo , y , 
si alguna crítica cabe a la Ley Procesal Penal, es la sanción de pérdida 
del empleo para el Juez que decretó ilegalmente la detención del recu ­
rrente, sanción que debe derogarse , sustituyénsdola con la subroga­
ción, esto es, disponiendo que el proceso en que erró el Juez, se sustan ­
cie ante otro de igual grado. Con sólo esta modificación , el amparo de li ­
bertad judicial tendría intensa difusión , rescatando parabién de la jus­
ticia y de la libertad del hombre una preciosa garantía que ahora tiene 
muy restringida ocurrencia, probablemente por la fundada duda de que 
el Juez superior deniegue la l ibertad del detenido, para poner a cubier­
to la estabilidad del Juez a-quo, por efecto de una solidaridad mal en­
tendida y peor aplicada, en el decepcionante análisis de la jurispruden­
cia de este recurso que he podido hacer , a propósito de indagr sobre va ­
rios fallos de diversas Cortes del País. Como nota desconcertante , sar­
cástica si se quiere, puedo consignar que uno de ellos reconociéndose la 
procedencia del recurso y ordenándose la liberta del reo, se declaró que 
no procedía destituir al Juez por no haber obrado con temeridad y mali ­
cia y, en otro el ad-quem ordenando la libertad del detenido , guardó si -
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lencio sobre la destitución del a-quo, sin que el recurrente hubiere exi ­
gido ampliación del pronunciamiento para compeler al superior a deter­
minar sobre este particular que se produce por el ministerio de la Ley. 

Se ha discutido si vale mantener dos recursos o amparos de liber­
tad y se ha propuesto derogar el que se regla en el Código Procesal Pe­
nal, en respaldo de la preeminencia del Habeas Corpus constituc ional , ... 
tanto más que, el judicial , es de poca ocurrencia; sin embargo, debe a-
notarse que esto acontece por lo ql.ie se ha subrayado más arriba , es de­
cir, por el peligro de la destitución del Juez inferior y la resistencia o re­
celo del superior a fallar favorablemente para evitar así el despojo del 
cargo. En todo caso, las posiciones pueden conciliarse haciendo valer la 
reforma que queda señalada . 
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ESTRUCTURACION JURIDICA DEL ESTADO-LIBERAL 

Por Dr . Hernán Salgado Pesantes 

Los Estados indoamericanos, lncluido el del Ecuador, que se ins­
tauran a lo largo del siglo XIX, responden en mayor o menor medida al 
tipo de Estado-liberal, cuyos antecedentes los encontramos tanto en la 
Inglaterra del siglo XVI 1 (época que marca su consolidación), como en 
la conformación de los Estados Unidos de Norteamérica al independi­
zarse las trece colonias inglesas, y en la Revolución Francesa; hechos 
con los que culmina el siglo XVI 11. 

Los pensadores liberales se identificaron con las aspiraciones de 
poner fin al absolutismo monárquico y de preservar sobre todo, aun por 
encima del Estado, las libertades y derechos del individuo. 

Al surgir el Estado-liberal en Europa y en América del Norte, éste 
es estructurado con los principios juridico-políticos del liberalismo 
triunfante, el mismo que desarrolló su ideología al interior de los regí­
menes aristocráticos por lo que no pudo prescindir totalmente de las 
ideologías e instituciones conservadoras . 

Empero, al organizar las nuevas instituciones estatales se incurre 
en deformaciones (baste mencionar el sufragio restringido y censitario , 
el "laissez faire" económico, el abstencionismo estatal) que t,·aerán, a 
la postre, la crisis del Gobierno Representativo y harán pensar en el mi ­
to de la voluntad popular, en lo ilusor io de las libertades individuales, 
iniciándose una nueva búsqueda de vías que conduzcan a la democra ­
cia. Crisis e inquietudes que cor responden ya a la segunda mitad del 
siglo XIX y que alcanzarán grados de complejidad en el siglo actual. 

El Liberalismo Político 

El libera~ismo conformó su ideología política en base de los princi­
pios de libertad y de igualdad, los cuales si bien tienen un carácter pu ­
ramente jurídico, no son tan teóricos ni abstractos como suele repro-
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chárseles pues responden a necesidades históricas concretas o, en otros 
términos, a intereses de clase. 

La igualdad y la libertad están relacionadas con las estructuras po­
líticp-sociales y jurídicas, existentes al momento en que surge el pensa­
miento liberal; estructuras de tipo aristocrático y monárquico que, 
puestas en tela de discusión, serán reemplazadas por las instituciones 
liberales (1). 

(1) Esta sustitución de instituciones dentro del Estado no se hará en su totalidad , muchas ins· 
tituciones de tinte aristocrático y conservador su pervivirán o se transformarán parcial · · 

mente . 

Contra los privilegios políticos y sociales de carácter hereditario 
-sustento de los antiguos regímenes monárquicos- se proclama que los 
hombres nacen iguales, es decir, que la ley positiva no puede reconocer 
derechos o privilegios de cuna o de sangre, hereditarios en fin; que toda 
autoridad, todo poder no puede ser impuesto sin el acuerdo del c;,.ierpo 
social, es éste quien delega su ejercicio . Así, propugnando la igualdad 
jurídica en el campo político y social (olvidándose del económico) , se 
abre camino la tesis de la representación y del gobierno representativo 
basado en elecciones . 

Por otra parte, el conjunto de las libertades proclamadas por el li­
beralismo tiene que ver tanto con la actividad privada, cuanto con la ac­
ción política. Entre las primeras -que suelen llamárselas civiles- están 
la protección contra los arrestos y detenciones arbitrarias; la libertad e 
inviolabilidad de domicilio, de correspondencia; libertad de locomoción 
(circulación y desplazamiento); y, otras relativas a la seguridad perso­
nal, a la propiedad, a la familia (por ejemplo : dar a los hijos la educa­
ción que los padres quieran) . Si bien estas libertades conciernen a la ac­
tividad privada, también pueden ser utilizadas en el capo político. 

En cuanto a las libertades políticas -comúnmente llamadas públi­
cas- descollan la de reunión y de asociación ; la libre expresión del pen­
samiento en sus diversas formas (político, religioso, filosófico, literario, 
etc.); la prensa y de otros medios de comunicación ; la de petición , etc . 
Igual que las civiles, estas libertades podrían utilizarse en aspectos no 
políticos. 

Es en el campo político -en las relaciones entre gobernantes y go­
bernados-donde estas libertades juegan un papel importante, pues sin 
ellas no podrían funcionar el Parlamento o Congreso , las elecciones, los 
partidos políticos y todas las instituciones liberales. 
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El Liberalismo Económico 

Sin embargo, el liberalismo pasó por alto que en las clases popula ­
res el ejercicio real de las libertades estaría gravemente limitado a cau ­
sa de sus posibilidades materiales; no se detuvo a pensar que la ausen­
cia de determinados recursos económicos -peor si la carencia es total ­
podría entrabar el ejercicio práctico de la libertad e igualdad. 

Efectivamente, cuando se proclamó la igualdad jurídica no se pen ­
só jamás en la igualdad económica, por la sencilla razón de EtUe quienes 
engrosaron las filas del liberalismo -la llamada burguesía- no carecían 
de bienes materiales , al contrario, muchos eran lo suficientemente ricos 
(comerciantes, industriales o banqueros, mecenas a su vez de los inte­
lectuales), disponiendo -no pocas veces - de mayor fortuna que la aristo­
cracia dqminante. Aspecto que propició el reconocimiento del derecho 
privado de propiedad en toda su amplitud , como uno de los derechos 
más importantes (2). 

Aquello que les impedía acceder al poder del Estado, no obstante 
poseer el p9der económico, eran las trabas políticas y los privilegios so­
ciales estatuídos legalmente : por eso bastaba proclamar la igualdad 
j_urídica . 

Asimismo, consecuentes con su capacidad económica y para que 
ésta pueda desenvolverse satisfactoriamente, era suficiente propugnar 
la libertad económica como complemento de la libertad política . El cé ­
lebre slogan "laissez-faire, laissez-passer " traduce dichas aspiracio­
nes: libertad pa_ra producir y libertad para comerciar; en suma , Ja libre 
concurrencia. Empero, en vez de pedir alguna acción del Estado, se re ­
clama su abstención ; el Estado no debe intervenir en la actividad de los 
ciudadanos, cuestión que con el correr de los años configurará la ima­
gen del " Estate-Gendarme" . 

Con tales postulados ideológicos el liberalismo se encamina a es­
tructurar un tipo de Estado cuyas bases deben cimentarse en la garan ­
tía de los derechos individua les y en la soberanía popular (asimilada a 
la soberanía de la nación) . De estos principios se derivarán los demás y 
orientarán la vida insti t ucional del Estado. 

El Constitucionalismo Clásico 

Coetáneamente con la ideología liberal se desarrolló el movim iento 
histórico-doctrinario del llamado Constitucion.alismo clásico , que pre­
coniza determinados principios y técnicas jur ídicas para · establecer el 
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ordenamiento jurídico• superior de los Estados, con miras a im plantar 
un régimen de garantías para los gobernados y un estatuto del Poder 
para los gobernantes; en suma, hacer viable el Estado de D~recho. 

Los principios y técnicas jurídicas del Constitucional ismo C.lásico 
serían también incorporadas en las inst ituciones de los Estados libera ­
les, las cuales al proyectarse en la actividad pol ítica van -como decía­
mos- a consolidarse unas veces y a desvirtuarse en otras . (3) 

Entre la variedad de características con que los Estados liberales 
pueden revestirse, hay rasgos que siendo comunes permiten establecer 
su tipología . Para fines de este breve estud io, examinaremos sintética ­
mente aquellos rasgos considerados como esenciales y comunes , a 
riesgo de om itir otros. 

(2) El liberalismo no establece ninguna diferencia entre la propiedad de los bienes de uso y de 
consumo y la de los bienes de producción , como lo harán las doctrinas socialistas . 

(3) Retomando el pensamiento de un jurista podemos señalar que el ordenamiento jurídico 
superior de un Estado, como el Derecho en general , " no es la pura norma , sino la síntesis de 
la tensión entre la norma y la realidad con la que se enfrenta". Aquella realidad socio-econó­
mica , cul tural y política que caracteriza a cada sociedad estatal. (Manuel García Pelayo , Dere­
cho Constitucional Comparado, 6ª . ed ., Madrid , 1961 , p .20) . 

(4) La implantación de un sistema democrático directo (en que el pueblo , sin necesidad de re · 
presentantes, se reuna periódicamente a decidir todos los asuntos del Estado o en términos de 
Kelsen, para que concurra a la creación del ordenamiento jurídico) tropieza cada vez con ma­
yores dificultades, tales : el problema demográfico , es decir , la imposibilidad física de reunir , 
en lugares apropiados , a los millones de ciudadanos; la complejidad creciente que revisten los 
asuntos del Estado sobre los cuales no podrían pronunciarse la mayoría de ciudadanos co­
rrientes . Recuérdese que Rousseau propugnaba un sistema de democracia directa , sus obser­
vaciones sobre la vida política de Suiza le estimularon tales ideas. Consecuentemente, no 
aceptaba las tesis de la representación , especialmente la representación en materia legislati ­
va . Creía que los ciudadanos debían intervenir , necesariamente , si no en la formación misma 
de las leyes , al menos en su apro bación . Las decisiones tomadas por los "comí arios " o dele ­
gados populares eran " ad -referéndum " , es decir , debían ser ratificados por la voluntad gene­
ral , pues sus decisiones no eran definitivas . 

(5) Entre esos mecanismos jurídicos están el llamado juicio político y la revocatoria del man ­
dato . 

(6) Lo cual responde a la tesis filosófico-política de que si los hombres son libres e iguales , na­
die puede mandar legítimamente a los demás, a menos que haya sido elegido por ellos para 
hacerlo . 

(7) Se trata de la Teoría de la Soberanía Nacional , cuyas consecuencias difieren de la Teoría de 
la Soberanía Popular de Rousseau. La soberanía reside indiscutiblemente en el pueblo , pero 
éste es tomado como comunidad , como Nación (ser diferente de Jos individuos que la compo­
nen). La Nación halla su modo de expresión a través de los parlamentarios , quienes vienen a 
ser los representantes de la Nación y no de sus electores en concreto , por ello no pueden reci ­
bir órdenes ni manda tos del electorado, debiendo actuar con libertad e independencia (norma 
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que solía oncluirse en las Constituciones) . En última instancia , esta soberanía que reposa en 
la Nación es transferida al Parlamento . 

El constituyente francés Barna ve expresaba en 1791: " La calidad de e lector no es sino una 
función pública a la que nadie tiene derecho y que la sociedad dispensa tal como le prescribe 
su interés .. . " (Citado por M . Prélot , Institutions Politiques et Droit Constitutionnel , Dalloz , 
París , 7e . édition, 1978 , p . 313). 

Gobierno Representativo y Sufragio 

Ante la imposibilidad de instaurar un sistema de democracia direc­
ta en los Estados contemporáneos se da paso al Gobierno Representati ­
vo que constituye una democracia indirecta, donde se procede a través 
de representantes o mandatarios. (4) 

El principio que informa a la representación política fue tomado del 
Derecho Privado, de la figura jurídica del mandato civil que al ser tras­
ladado al Derecho Público -el mandato político- pecó de imprecisión (al 
no poder concretar el contenido del mandato) y halló la dificultad de es­
tablecer los mecanismos legales que hagan efectiva la responsabilidad 
política, derivada del incumplimiento de dicho mandato. (5) 

El Gobierno Representativo que viene a reemplazar al sistema ab­
solutista encontró su fundamento en la institución del sufragio: median­
te elecciones libres, la voluntad popular -fuente originaria de la sobera­
nía- designará a sus gobernantes para que actúen en su nombre y re­
presentación (6). 

Por otra parte, la representación que proviene del sufragio no sub­
sistirá al expirar el períodico del mandato, lo cual permite alcanzar cier­
to grado de alternabilidad en el ejercicio del Poder. 

No obstante, el rol del sufragio permanecerá limitado, ya porque 
no todos los titulares de los órganos del Estado provienen -de eleccio­
nes, o dicho de otro modo, es solamente una parte del Poder estatal que 
va a reposar en el sufragio ; y, esencialmente , queda limitado por las 
restricciones que se imponen al cuerpo electoral , a pesar de habérseles 
reconocido -en tanto que pueblo o nación- depositarios de la soberanía. 
Tales restricciones terminarán deformando al sufragio y consecuente­
mente al sistema de Gobierno Representativo, incidiendo también en la 
organización y rol de los Partidos Políticos. 

Desde los mismos días de la Revolución Francesa se tejieron teo­
rías muy sutiles y plenas de falacias para escamotear el voto al grueso 
de la población estatal, preconizando que el sufragio no implicaba un 
derecho sino una función pública, correspondiendo a la Nación (por in-
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termedio del Parlamento) determinar quienes eran los más capaces o 
dignos de ejercer el poder electoral (7) . 

De este modo, surge el sufragio restringido y censitario : el ejerci ­
cio del voto estará condicionado a poseer no pocos bienes o rentas, o a 
pagar determinadas contr ibuciones al Estado; en definitiva, será ejer­
cido por una élite con capacidad económica . A este tipo de capacidad se 
agregará el de exigir cierto grado de instrucción -variable con la época y 
los Estados- que terminó concretándose en el mal llamado "requisito 
mínimo" de saber leer y escribir. Existieron , además, otras modalida­
des para restringir el sufragio, como las razones de religión o de ra'za . 
También la edad y el estado civil (casado o soltero) tuvieron que ver . En 
cuanto a la mujer, aquellos tiempos no habían madurado aún para pen­
sar que podía concedérsele el voto. 

La deformación del sufragio a causa de las restricciones implanta­
das frenaron la participación política de los pueblos , sumergiéndolos 
muchas veces en la indiferencia política y conduciéndolos en otras a 
caer bajo la férula del caudillo , precisamente por no haber desarrollado 
la indispensable formación y conciencia política . La reivindicación de 
ios derechos de estos marginados políticos se convirt ió en el usufructo 
de determinadas élites que ejercieron un tutelaje demagógico . Mien­
tras que los nacientes partidos pol íticos, llamados a encauzar las fuer­
zas sociales , se forjaron con una ideología imprecisa y confusa al no 
aglutinar más que a los " notables", quienes indentificaron sus intere­
ses con los del partido; habrá que esperar en parte , la ampliación del 
sufragio para que sus cuadros den cabida a grandes sectores del con ­
glomerado social y definan sus ideologías. 

Estas consecuencias (sumariamente señaladas) y otras muchas 
que podrían agregarse , gravitaron pesadamente , sobre todo , en los Es­
tados que fuera de los centros europeo o anglo-sajón , importaron de és­
tos sus sistemas político-jurídicos sin mensurar las distancias. 

La misma restricción de saber leer y escribir , que sobrevivió en 
mucho a la de tipo económico, no tendrá -obviamente- la misma reper­
cusión en Europa que en un Estado indoamericano de elevada pobla­
ción aborigen (cuya cultura fue y sigue siendo diferente) y en vías de 
desarrollo. 

A la postre, el sufrag io restringido (ya agravado por sus vicios: co­
hecho, fraude electoral , etc .) será una de las deficiencias que causará la 
crisis del Gobierno Representativo lo cual permitirá , en todo caso, 
buscar nuevas fórmulas políticas , como el sufragio un iversal -al que se 
llegará paulatinamente, sorteando las limitaciones existentes-, la re-
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presentación proporcional de las minorías (para las elecciones pluriper­
sonales), mejoramiento de los sistemas electorales, introducción de me­
canismos democráticos de consulta popular (referéndum, plebiscito, re­
vocatoria, etc.) 

La separación de Poderes 

Al estructurarse el Estado-liberai, en base de los enunciados del 
Constitucionalismo clásico, adopta como principio esencial -que va a ca­
racterizarle- la teoría de la separación o división de poder~s (prevista 
por Locke y concretizada por Montesquieu) que viene a ser .la respuesta 
de la época contra el absolutismo real: ella impediría la concentración 
de las tres funciones más importantes del Estado en pocas manos o en 
un sólo órgano.Con este propósi to, argumentá . .base que siendo tales fun 
ciones distintas por naturaleza -punto bastante discutible- no podían e­
jercerse sino separadamente, tesis que implica una división del trabajo. 
Pero la teoría de la separación de poderes va más allá: busca ser el me­
canismo idóneo que garantice los derechos y libertades del individuo. 
Este será su verdadero fundamento político (8). 

En resumen, el principio jurídico de la separación de poderes pre­
cautela la independencia de la función jurisdiccional (particularmente 
respecto del Ejecutivo); por otra· parte, revistiéndole de independencia 
al Legislativo, permite que el Parlamento o Congreso ejerza sobre el E­
jecutivo un mayor o menor control, según el Estado del que se trate (9). 
Concomitante con el criterio de independencia está el de equilibrio de 
los poderes o funciones, aspectos que -en todo caso- no son fácilmente 
alcanzables en la compleja realidad política. 

En último término, la separación de poderes implica que los órga­
nos estatales se controlen recíprocamente -unos a otros- poniendo en 
práctica aquello que decía Montesqu'ieu:"e l poder limita al poder". 

El principio de legalidad 

Por otra parte, el Estado-liberal se organiza en base del principio 
de legalidad que involucra también la constitucionalidad de las leyes, y 
sobre ellos reposa el orden normativo-jerárquico que rige al Estado (10) 

El principio de legalidad significa que las decisiones y actos guber­
namentales y administrativos deben subordinarse a las leyes y éstas a 
la Constitución. De este modo, se hace efectiva la limitación de los go­
bernantes a cada nivel de la Administración Pública, dando a los gober­
nados los medios de oponerse a los actos ilegales o inconstitucionales. 
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(8) Dentro de esta perspectiva fue establecida en la Constitución de los Estados Unidos , en 

J 787 . y proclamada luego en la Revolución Francesa y en sus primeras Constituciones. 

(9) En los regímenes parlamentarios habría la posibilidad de un mayor control que en los pre­

sidenciales , puesto que el Ejecutivo (Primer Ministro y su Gabinete también el Presidente 

cuando no hay Monarquía) tiene su origen en el Parlamento . Pero, este mismo hecho hace que 
la separación de poderes en el parlamentarismo sea menos rigurosa que en el presidencia-

lismo. 

(10) Siendo el Derecho un ordenamiento jerárquico de normas , las de grado inferior deben 

conformarse con sujeción a las normas de grado superior. lgual jerarquizacióll'5e presenta en· 

tre los actos jurídicos y entre los órganos del Estado . El control de la legalidad consistirá en 

constatar si existe esta conformidad y si no lo hay en establecer las consecuencias . 

Corresponde a la Función Jurisdiccional este control, pues ella, a­
parte de resolver los conflictos jurídicos y de administrar justicia (activi­
dad que le es inherente, tiene otra función relacionada con el ejercicio 
del poder político: la de controlar que los gobernantes actúen dentro de 
los límites trazados por el Derecho, es decir , que éstos cumplan con el 
principio de legalidad y lo apliquen (11 ). 

Así , a la inversa del régimen absolutista donde predominaba la ar­
bitrariedad, los pensadores liberales propugnaron que el Estado y sus 
instituciones poi íticas deben estar regidos por las normas jurídicas. 

Limitación del Poder Político y Constitución 

En definitiva, el liberalismo (acorde con el Constitucionalismo clá­
sico) al organizar a todas las instituciones estatales estuvo orientado ha­
cia un objetivo: limitar al poder político del Estado (es decir, a quienes 
ejercen los cargos o roles de gobernantes) a fin de preservar las liberta­
des y derechos de los miembros del conglomerado social. 

Al respecto vale recordar con el Profesor M. Duverger 'que las ins­
tituciones liberales establecen un poder político relativamente débil 
-fruto de las limitaciones-, mucho más débil que el poder que se esta­
blece en los regímenes conservadores o en las dictaduras socialistas. La 
ventaja está en que otorga a los miembros de la colectividad un mar­
gen de libertad bastante grande; y, su desventaja en que, por este mis­
mo hecho, el poder político se vuelve más vulnerable a la presión de los 
poderes económicos. (1 2) 

La limitación a poder o a los gobernantes se concretiza singular-· 
mente en la Constitución: Ley suprema del Estado o "estatuto jurídico 
del Poder" como le llama el Profesor G. Burdeau . La Constitución, se-
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gún este autor, vincula el poder a la idea del Derecho . Idea del Derecho 
que se plasma en la organización y en el funcionamiento de las institu ­
ciones políticas del Estado, al mismo tiempo que crea los supuestos pa­
ra el ejercicio legítimo del poder. En otras palabras, se institucionaliza 
el poder del Estado, lo que trae a su vez la institucionalización de los 
gobernantes, pues el estatuto constitucional establece las reglas para el 
ejercicio concreto del poder, con arreglo a las cuales deben actuar los 
gobernan~es (por eso la Constitución es también el estatuto de los go­
bernantes). 

De este modo, como expresa el citado autor, la Constitución esta­
blece la legitimidad de los gobernantes que necesitan de un título para 
mandar, de una investidura que la Constitución les otorga, previa defi ­
nición de las condiciones que deberán realizarse para que opere la le­
gitimidad. Así investidos, aquellas personas que ocupan los cargos o 
roles de gobernantes se transforman en órganos del Estado, cuyos ac­
tos serán imputables al Estado (13) . 

(11) La aplicación del principio de leg alidad ha sido variable entre los diversos Estados de tipo 

liberal , e n algunos dicha aplicación es más rigurosa que e n otros ; lo_ que se relaciona a su vez , 

con e l mayor o menor grado de inde pendencia que otorgan los Estados a la Función Jurisdic ­

cional y a sus magistrados . 

(12) Maurice Duverger, Institutions Politiques et Droit Constitution nel, 12e . edition , Presses 

Univers itaires de France, 1971, T. I,p . 98 . 

(1!1) Georges Burgeau . Traité d e Science Politique , Tome IV, 2e. édition , 1969 , Par ís , p . 105 y 

siguientes . 
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BREVE RESUMEN HISTORICO DE LA BANCA EN EL ECUADOR 
Y LA INTERVENCION DEL ESTADO EN SU FUNCIONAMIENTO 

Por: Dr. Gonzalo Estupiñan O. 
La Banca es una actividad cuya base fundamental es la confianza 

pública, ella se nutre del ahorro de la i;:omunidad, por lo mismo, el Esta­
do está obligado a regular su operación y proteger a quienes depositan 
su dinero en estas instituciones . 

De acuerdo a la historia, en la iniciación de la República en 1830, 
no podemos establecer la existencia de ningún Banco como tal. Encon­
tramos que el 10 de Junio de 1831, mediante un derecho legislativo se 
autoriza al establecimiento de un Banco, cuya primordial finalidad será 
actuar como agente fiscal del Gobierno para futuras emisiones de "Bi­
lletes de Crédito del Gobierno", pero no encontramos ningún dato que 
nos indique que esta entidad haya funcionado. 

En la década de 1850 y 1860 aparecen por iniciativa privada los pri­
meros Bancos del Ecuador, como bancos de emisión con muy pocas re­
gulaciones por parte del Estado especialmente relacionadas precisa­
mente con la emisión de billetes y la reserva metálica que garanticen e­
sas emisiones. 

En 1867 el Congreso de la República aprueba el establecimiento 
del Banco del Ecuador, con un capital de un millón de pesos que tenía 
que estar constituido por mor:iedas importadas de buena Ley . El objeti­
vo principal de este Banco era retirar de la circulación billetes inconver­
tibles y moneda de mala calidad mediante las sumas necesarias que el 
Banco prestaba al Gobierno con esta finalidad. 

La Convención de Ambato de 1871 expidió la primera Ley de Ban­
cos del Ecuador. Este cuerpo legal contiene normas no solo para regu­
lar las operaciones y límites de emisión de billetes, sino que establece 
sanciones, la obligación de formar un fondo de reserva con la mitad de 
las ganancias líquidas, una vez pagado el dividendo del 12% a i'os accio­
nistas y se impone también a la administración de los Bancos el envío al 
Gobierno de un Estado mensual de situación , y un estado anual con un 
resumen de operaciones y uno de distribución de dividendos. Es decir , 
se establece un control sobre la Banca . 
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La crisis internacional de la plata que se inició en 1892 produjo una 
depreciación del Sucre, condicionándonos a una nueva devaluación que 
obligo al Congreso de 1898 a dictar una nueva Ley de Monedas estable­
ciendo el principio "Patrón oro". La paridad del sucre en relación al 
dól~r era de 2 .05 y a la libra esterlina de$ 10,00. Este patrón oro duró 
diez y ocho años y en 1918, después de la Primera Guerra Mundial nos 
encontramos con un tipo de cambio de 2,80 por dólar. 

Los primeros años del siglo XX el predominio de dos Bancos de 
Guayaquil determinan una influencia en la política general del País, es­
pecialmente el Banco del Ecuador y el Banco Comercial y Agrícola que 
con sus préstamos al Gobierno emitiendo billetes en exceso de los lími ­
tes permitidos, crearon una situación crítica para la República. En 
1914, el año de la Primera Guerra Mundial , el presupuesto del Estado 
alcanzaba una cifra de veinte millones de sucres con un ingreso de diez 
y siete millones, es decir, que tenía un déficit de tres millones . La deu­
da del Gobierno a los Bancos era la siguiente: al Banco del Ecuador tres 
millones de sucres y al Banco Comercial y Agrícola que fungía como u­
na especia de agente financiero de Gobierno, seis millones de sucres. 

Durante los últimos años del siglo XIX y los primeros del siglo XX 
la economía ecuatoriana de exportación que había originado· el apareci­
miento de los primeros millonarios del País, se había concretado en el 
auge de producción del cacao o pepa de oro . Por ello que, la crisis de 
Post-guerra que produjo la depresión mundial y especialmente de los 
Estados Unidos, afectó a nuestra economía de exportación, por la sensi­
ble baja de los precios del cacao. Este producto que había llegado a co­
tizarse en el mercado de Nueva York a cerca de veinte y siete centavos 
de dólar la libra, en 1920 baja a doce centavos y en 1921 a cerca de seis 
centavos. Esta situación produjo una elevación considerable del tipo de 
cambio en el mercado libre de 2, 11 por dólar a 2,60 es decir, un incre­
mento de 23% aproximadamente. 

La situación subsiste hasta ju lio de 1925 en que estalla la Revolu­
ción Juliana cuyo pretexto fu ndamental, se manifiesta, era terminar la 
influencia que el Banco Comercial y Agrícola ejercía sobre el Gobierno 
en su calidad de agente financiero y depositario de los fondos públicos, 
pues la dependencia por la cada día más creciente deuda del Gobierno 
al Banco habían creado un clima de sosobra que tuvo su desenlace en el 
mencionado cambio político. 

En nuevo Gobierno se preocupa de buscar un nuevo ordenamiento 
de la actividad Bancaria del Ecuador, y como paso inicial conatrata una 
misión extranjera para que le asesore. 
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Esta misión , que estuvo presidida por el economista norteamerica­
no de fama internacional, Doctor Edwin Kenmerer , presentó en 1926 a 
consideración del Gobierno algunos proyectos básicos , destacándose 
entre otros, la Ley de Monedas, la Ley Orgánica para un Banco Central 
y una Ley General de Bancos. Se crea igualmente el Banco Hipotecario 
del Ecuador , con el fin de facilitar crédito especialmente al sector agrí­
cola , más tarde se transformaría esta institución en lo que hoy es el 
Banco Nacional de Fomento. 

En 1925 funcionaban en el Ecuador seis importantes Bancos Co­
merciales: Banco del Ecuador, Banco Comercial y Agrícola~ Banco del 
Pichincha, Banco del Azuay,La Previsoray Banco del Descuento y algu­
nas otras Instituciones de crédito . 

Con la expedición de estas leyes básicas, podemos afirmar que el 
Estado Ecuatoriano interviene y controla la actividad bancaria: con la 
creación del Banco Central, este organismo es el único facultado para 
emitir moneda en virtud de una nueva Ley de Monedas. Es el comienzo 
de un ordenamiento sobre políticas monetarias que permitan regular la 
emisión de billetes, la distribución del crédito , el manejo cambiariá y un 
adecuado control del Sistema Cambiario y sus operaciones. 

La Ley General de Bancos, cuya estructura original con reformas 
subsiste hasta ahora, permite un control directo sobre los Bancos que 
operan en el Ecuador, creando un organismo que lo realiza , la Superin­
tendencia de Bancos . Desde 1925 el Estado ecuatoriano interviene en 
el establecimiento , funcionamiento y liquidación de los Bancos. Este 
organismo controla que las Instituciones cumplan con la ley y las regu­
laciones de las autoridades competentes y cuando por situaciones for­
zosas o voluntarias deben liquidarse, es la propia Superintendencia de 
Bancos que interviene en todo este proceso. 

En definitiva, con la nueva Ley Orgánica del Banco Central y Gene­
ral de Bancos, el Estado Ecuatoriano interviene en forma directa en la 
dirección de políticas monetarias, crediticia y cambiaría aprobando ta­
sas máximas de interés, de las operaciones bancarias, límites mínimos 
de capital de los bancos, fijación del tipo de cambio , y otras regulacio­
nes importantes para una marcha ordenada de la actividad bancaria. 
Por otra parte, se creó una institución de control especializada, la Supe­
perintendencia de Bancos a la cual se le faculta a autorizar el funciona­
miento de las oficinas bancarias, vigilar que sus operaciones, funciona­
miento y liquidación se hagan conforme a la Ley . 

En las postrimerías de 1937 se expiden algunas reformas a las Le­
yes Monetar ias y Cambiarias , inspirados por una comisión conformada 

-22-



por un experto mejicano, el señor Manue! Gómez Marín y dos banque­
ros ecuatorianos, señor Victor Emilio Estrada y el doctor Humberto Al­
bornoz. 

En concreto, estas reformas tienden a conseguir un adecuado ma­
nejo de la política monetaria y económica del Ecuador, pero en el fon­
do este objetivo no siempre depende de la bondad o eficacia de las leyes 
sino principalmente de sus ejecutores . 

Luego de varias reformas que no cambian la estructura-de las leyes 
ni las entidades financieras en 1947, una nueva misión de ·expertos, es­
ta vez presidida por el doctor Robert Triffin entrega un proyecto de Ley 
de Régimen Monetario, la misma que una vez promulgada, reeemplaza 
a la Ley Orgánica del Banco Central. Esta ley que con pequeñas refor­
mas sub~iste hasta ahora, contiene normas y atribuciones para una a­
decuada administración del Régimen Monetario del Ecuador con miras 
a conseguir un desarrollo económico y social equilibrado del País. 

En los últimos años se han estudiado reformas a las leyes que rigen 
el sistema bancario tratando de robustecer y actualizar sus normas y 
permitiendo una mayor participación del sector financiero en el desa­
rrollo económco y social del paí~ . 

Se han incorporado nuevas modalidades de Banca y operaciones 
como la Banca de lnver~ión, las operaciones de "Leasing" y "Facto­
ring" en fin ; se trata de conseguir una legislación que permita un siste­
ma de Banca múltiple que ha dado buenos resultados en otros países. 

La banca se nutre principalmente del ahorro de la comunidad, a 
través de los distintos mecanismos de captación de recursos, por lo mis­
mo, el Estado que representa a la sociedad, tiene que intervenir en su 
funcionamiento , tiene que obligarle a participar en programas de desa­
rrollo económico y social , tiene que proteger a quienes en ella confían. 
La legislación que regula a la Banca tiene necesariamente que perse­
guir estos objetivos . 
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"LAS INFRACCIONES TRIBUTARIAS Y SUS SANCIONES" 

Rodrigo Garcés Moreano. 

CONSIDERACIONES GENERALES .- Desde el punto de vista semánti­
co, infracción es la transgresión, el quebramiento, la violación o el in­
cumplimiento de la ley; dentro del campo específico del Derecho Penal, 
la infracción representa, la denominación genérica de todo lo punible . 

La violación de una norma positiva trae aparejada la necesidad de 
imposición de la correspondiente sanción; respondiendo a necesidades 
propias de la técnica jurídica, tanto la infracción como la pena deben ve­
nir previa y claramente establecidas en una ley positiva, tal como lo 
preconiza aquel viejo aforismo latino "nulle crimen, nulla pena sine le­
gem" -no hay delito, no hay pena sin ley que previamente los haya es­
tablecido-. Es por ello que dentro de un Estado de Derecho debe existir 
un ordenamiento jurídico constituído por una serie de normas positivas 
que regulan las relaciones entre el Estado y sus asociados en orden a 
precautelar sus intereses recíprocos; la violación de aquellos preceptos 
positivos que conforman el Estado de Derecho , constituye una infrac­
ción que causa daño y que requiere de reparación por el infractor, esta 
reparación ha tomado la forma de pena, sanción, cuyas características 
esenciales deben constar debidamente esclarecidas en la ley. 

Dentro del Estado de Derecho de cada país existen normas de de­
recho positivo de naturaleza tributaria que imponen obligaciones a los 
ciudadanos que las deben cumplir al momento en que se producen los 
presupuestos de hecho y de derecho establecidos en la ley; es natural 
pues que en caso de inobservancia de la norma jurídicapositiva, sea la 
propia ley la que haya previsto la existencia de la infracción debidamen­
te tipificada así como la de las sanción correspondiente que, luego de 
cumplido el trámite legal de rigor, debe imponerse al infractor. 

La más generalizada corriente doctrinaria en materia del Derecho 
Tributario ha manifestado conformidad en punto a la denominación co-
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rrecta atribuíble a aquellos hechos que comportan violación de norma 
positiva de naturaleza tributaria, en cuando "infracción tributarias" 
que vendrían a ser aquellos actos humanos conscientes y voluntarios , 
de acción u omisión , cometidos por los ciudadanos y cuyo objetivo bási ­
co radique en un daño causado o en el incumplimiento de los deberes 
que la ley establece. 

ILICITO TRIBUTARIO E ILICITO PENAL. - La acepc1on más general 
de lo ilícito dice relación con "lo prohibido por la ley a causa de oponer ­
se a justicia, equidad, razón o buenas costumbres", como 'afirma Gui ­
llermo Cabanellas que también señala que "lo ilícito puede violar la ley 
positiva surgiendo de ello efectos jurídicos de trascendencia para el de­
recho''. 

El reputado tributarista español Narciso Amorós Rica afirma que 
"todo ilícito sustancialmente es un acto contrario a la norma que contie­
ne un imperativo jurídico, por lo que al desconocerse o incumplirse ese 
mandato como consecuencia de un acto o de una conducta, surge el ilí ­
cito en sentido general" . 

Por su parte, O. Casses y Martínez de Rincón señala que "el pro­
blema del ilícito tributario radica en el incumplimiento de sus obligacio­
nes tributarias por parte del sujeto pasivo de la relación jurídico-tribu-: 
taria, y se origina mediante acción plenamente voluntaria , deliberante, 
consciente por tanto delfín antijurídico que es buscado de propósito . El 
acto del sujeto es doloso ya que el incumplimiento de la ley es generado 
por un ánimus doli en cuanto la voluntad del sujeto obra como auténtica 
causa eficiente que mueve el individuo a incumplir la obligación tribu­
taria precisamente quebrantando la norma por lo que es antijurídica". 

Es indiscutible que el planteamiento de Casses y Martínez de Rin ­
cón recoge los más eficientes y modernos postulados doctrinarios y 
científicos expuestos en torno al problema del ilícito tributario esgrimi ­
do por tributaristas y penalistas que en las dos últimas décadas sostu ­
vieron arduas discusiones en torno a la naturaleza misma del ilícito tri ­
butario, especialmente en orden a dilucidar sobre la conveniencia o no 
de criminalizar las infracciones tributarias; por suerte, actualmente ya 
no se discute sobre el punto puesto que doctrinariamente se ha fijado 
mayoritariamente como enunciado general que las infracciones tributa ­
rias no deben criminalizarse; a esta conclusión se arribó en la Décima 
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Semana de Estudios de Derecho Financiero celebrado por la Mutuali ­
dad de Inspectores del Timbre del Estado en Madrid, Enero de 1962, 
reunión en la que participaron distinguidos y conocidos tributaristas y 
magistrados del Tribunal Supremo de Justicia de Españá, entre otros: 
Fernando Sáinz de Bujanda , Narciso Amorós Rica , Fernando Benzo 
Mestre, José Maureta, Quintana Ripollés que estimaron , como lo ha ­
cen en el ámbito latinoamericano Giulianni y Vil legas, que "la singula­
ridad del ilícito fiscal exige que las sanciones represivas sean única­
mente las previstas en el ordenamiento tributario respectivo, con exclu­
sión de toda revisión a normas de naturaleza extraña, ya que si la ley fis 
cal omite penar adecuadamente delitos graves específicos , no debe re­
currirse al aparato represivo elaborado para situaciones de otra índole, 
lo cual conduciría a una reprobable superposición de penas por un mis­
mo ilícito". 

Ello quiere significar que una buena parte de la doctrina que infor­
ma el Derecho Tributario Penal está orientada en dirección a que las 
sanciones penales tributarias, sean sanciones específicas, propias de su 
ordenamiento, graduadas de conformidad con la gravedad de la falta 
cometida, pero sin llegar al extremo de su criminalización , ésto es, sin 
establecer la pena privativa de la libertad para otros ilícitos que no sean 
el contrabando y la defraudación aduanera . 

Al sentir de Jarach, "el Derecho Penal Tributario, no es un dere­
cho penal que se haya separado del Derecho Penal Común por alguna 
característica particular de la materia tributaria" ya que, según el mis­
mo apunta, "ciertamente es la posición opuesta: el Derecho Penal Tri­
butario nace con el Derecho Tributario mismo y por razones de evolu­
ción histórica y social no se ha separado del Derecho Tr ibutario para in­
corporarse al Derecho Penal Común ". 

A nuestro juicio la posición de Jarach es la que más se acerca a la 
realidad ya que no parece admisible sostener que el Derecho Penal Tri­
butario sea la consecuencia de un desprendimiento del Derecho Penal 
Común porque , como se sabe, el Derecho Tributario mismo constituye 
una rama autónoma del Derecho que desenvuelve su accionar en base a 
principios propios inherentes a su especialidad . De modo que es co­
rrecto, pensar que entre el Derecho Penal Común y el Derecho Penal 
Tributario no exista otra vinculación que no sea aquella propia y natural 
existencia entre dos ramas del Derecho, afines, que en determinado 
momento se complementan; en el caso, el Derecho Penal Tributario de­
berá acudir al Derecho Penal Común en procura de soluciones o para 
suplir eventuales vacíos, especialmente de procedimiento, no consig­
nados en la ley especial respectiva y, siempre y cuando tal remisión no 
implique superposición de penas . 
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EL ILICITO TRIBUTARIO Y LA TEORIA DE LA TIPICIDAD.- Principio 
elemento del delito constituye su tipicidad; vale decir, aquello que en 
opinión de Cabanellas constituye "la descripción legal del delito conce­
bido en virtud del principio in dubio pro reo, porque significa que la ac­
ción punible ha de estar prevista en la ley para que pueda castigarse; a­
demás, ha de haber coincidencia precisa entre lo sancionable por el tex ­
to legal y lo hecho por el delincuente". 

Por su parte, Luis Carlos Pérez estima que la tipicidad "es el tercer 
elemento del delito según la teoría general; es la definición misma del 
delito, la estructura que integra su cuerpo ya que al describir el delito 
se identifica con la plenitud de la infracción" . Sostiene Pérez , además 
que "la tipicidad es una manifestación de la antijuridicidad pues es 
claro que quien ejecuta una conducta típica , es decir , descrita como cri ­
minosa, viola la ley, pero esta violación es sólo aparente ya que si con­
curren actos de justificación, el acto deviene lícito , tanto que un hecho 
puede s~r típico sin ser antijurídico, pero nigún hecho antijurídico pue­
de dejar de ser típico porque se estaría desconociendo la legalidad de 
los delitos y de ~las penas". Concluye manifestando que "la tipicidad 
como simple descripción del hecho no tiene carácter valorativo , carácter 
que es propio de la antijuridicidad". 

Si lo ilícito constituye esencialmente lo prohibido por la ley , preci ­
samente por opuesto a la justicia, el ilícito tributario, conforme a la más 
generalizada concepción vendría a constituir en la reali zación de actos 
voluntarios, dirigidos a violar preceptos legaies de naturaleza tributa ­
ria; en otros términos, la violación tiene que vincularse con norma legal 
que establezca una obligación tributaria y que la norma a su vez a: suje­
to pasivo el cumplimiento de determinadas obligaciones de naturaleza 
formal; sin embargo, es requisito fundamental , como lo señala Héctor 
Villegas, que la ley tributaria haya tipificado previa y claramente la in ­
fracción y haya fijado de antemano la pena correspondiente y el proce­
dimiento para el juzgamiento del infractor y la aplicación de la pena , 
punto en el cual existe absol uta coincidencia con la doctrina general del 
Derecho Penal Común. 

Con mucha razón señala Héctor Villegas que " para adecuarse en 
debida forma al principio de legalidad, la ley represiva fiscal debe reu ­
nir ciertas características intrínsecas que la hagan válida para el régi ­
men constitucional; en consecuencia , debe ser una regla escrita para 
que todos los habitantes del Estado puedan tener ante sus ojos las in ­
fracciones como sus penas debidamente limitadas; debe ser general 
como consecuencia de que la ley tiene que ser previa al hecho y no pue­
de regir casos particulares que aún no hayan acaecido; debe ser sancio­
nada y promulgada según las exigencias constitucionales, correspon -
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diendo la facultad legislativa al Congreso Nacional y advirtiendo que tal 
facultad es indelegable". 

Pues bién, resulta incontrovertible, como lo apunta Villegas que 
"los modos de proceder del infractor que resultan punibles deben nece­
sariamente estar predelimitados por la ley mediante figuras que especi ­
fiquen esas acciones , figuras que deben dar en forma completa la no­
ción de los hechos merecedores de sanción señalando todos sus elemen ­
tos propios y desempeñando la función de modelos para saber si desde 
el punto de vista descriptivo , una conducta cae o .no dentro-de los círcu­
los cerrados y discontinuos de lo punible" . 

El delito fiscal , como todo delito, tiene varios elementos , los gené­
ricos (comunes a todos los delitos) , los específicos (propios de cada tipo 
de delito) y los circunstanciales; entre los primeros se señala por la doc­
trina general a los siguientes: acción y omisión, antijuridicidad penal, 
tipicidad, culpabilidad e imputabilidad ; por tanto, la configuración del 
mismo debe abarcar la presencia de todos los elementos señalados ; va ­
le decir que exista acción u omisión voluntaria dirigida al incumplimien­
to de norma positiva de naturaleza tributaria ; que se produzca la antiju­
ridicidad penal por la violación expresa de la norma jurídica tributa­
ria; que aquella violación se halle configurada como delictiva mediante 
ley previamente expedida; que haya culpabilidad en cuanto la acción u 
omisión del agente sea posible atribuirlo sin género alguno de duda; 
que tal hecho sea posible imputarlo a una persona para que sufra las 
consecuencias de su realización; en otros términos, cabe indicar, si­
guiendo a Héctor Vi llegas que la forma típica del delito tributario o deli­
to fiscal es siempre una acción humana , dirigida a burlar la ley tributa­
ria causando perjuicio al ente acreedor del tributo . Desde este punto de 
vista vale la pena destacar la oportunidad con la que mediante el Art . 
77 la Ley General Tributari a Española define a la infracción tributaria 
manifestando tratarse de "la acción u omisión voluntaria y antijurídica 
tipificada en las leyes de naturaleza fiscal" ; en el caso del Ecuador , la­
mentablemente el Art . 340 del Código Tributario no recoge, al enunciar 
el alcance de la infracción tributaria, todos los elementos de la misma 
ya que omite mencionar el hecho de tratarse de acción u omisión volun­
taria, pese a que en el Art . 342 advierte que la culpa o el dolo constituye 
elementos constitutivos de delito, con lo cual no se aclara suficiente­
mente el panorama de la infracciáon tributaria . 

CA TEGORIAS DEL ILICITO TRIBUTARIO.- En opinton de Francisco 
González Navarro, "la infracción tributaria lesiona la relación tributari a 
en cualquiera de sus aspectos : derecho del ente público acreedor del 
tributo , derecho del sujeto pasivo a no pagar más que aquello a que por 
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ley venga obligado, derecho del ente público a que se cumplan las o­
tras obligaciones accesorias que junto con la fundamental del pago in­
tegran la relación tributaria. Al atender pues la infracción tributaria a 
los bienes que pueden reputarse fundamentales para la convivencia hu ­
mana y la paz social, no parece exagerado postular una protección de 
índole penal para los mismos". 

Y, no cabe la menor duda que esa convivencia humana y paz social 
se atacan con la conducta dirigida a la violación de la ley tributaria que 
se la puede hacer de dos formas, atacando la obligación tributaria sus­
tancial o incumpliendo la obligación tributaria formal ; Héctor Villegas 
es claro al manifestar que la relación jurídico-tributaria da lugar, por u­
na parte, a una prestación patrimonial y por otra a un determinado pro­
cedimiento para la fijación del tributo; la primera es, -dice- la obliga­
ción tributaria sustancial que alcanza a los contribuyentes y responsa ­
bles, mientras que de la segunda surge la obligación tributaria formal 
que puede alcanzar tanto a contribuyentes responsables como a terce­
ros; así, cuando al obligado se resiste al pago de la prestación que el Es­
tado le exige en virtud de su poder de imperio, se dan las características 
objetivas necesarias para que el primero esté incurso en una infracción 
tributaria. 

No cabe el menor género de duda que este tipo de infracción es el 
más frecuente puesto que consiste realmente en la falta de pago del tri ­
buto, falta que puede ser total o parcial y que se identifica claramente 
con el fenómeno tan extendido en el mundo . la evasión tributaria que, 
en sentir de Armando Giorgetti constituye "cualquier hecho , comisivo 
u omisivo, del sujeto pasivo de la imposición que contravenga o viole u­
na norma fiscal y en virtud del cual una riqueza imponible en cualquier 
forma resulte sustraída, total o parcialmente, al pago del tributo previs ­
to por ley, según que para la acción comisiva u omisiva del contribuyen ­
te capaz de producir consecuencias jurídicas en el ámbito del derecho 
tributario, esté prevista una sanción penal o pecuniaria para que se con ­
figure el delito o ilícito tributario ". 

Así concebida la evasión tributaria , claro es que abarca a innume­
rables figuras jurídicas que van desde el contrabando y la defraudación 
aduaneras, figuras típicas y tradicionales del ilícito tributario respecto 
de las que nadie discute su plena climinalización, hasta la falta de pago 
total 0 parcial del tributo y el cumplimiento de deberes formales que la 
propia ley tributaria señala . 

El ordenamiento jurídico general contenido en las leyes tributa 
rías, especialmente en aquellas de naturaleza p_r~c~sal su~tantiva. ha 
clasificado al ilícito tributario en varias formas t1p1f1cando infracciones 
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que, en unos casos constituyen deltos y otros, contravenciones y sim ­
ples omisiones por incumplimiento de deberes formales identificados 
como faltas reglamentarias. 

Es por ello que se debe tener mucho ciudado en la tipificación de 
cada una de las categorías de ilícito tributario para no caer en el error 
en el que frecuentemente se incurre cuando se parte del supuesto falso 
por cierto de que la evasión tributaria haya de ser reputada como un es ­
pecífico ilícito, y que a tal supuesto necesariamente deba corresponder 
una pena drástica como sería la privación de la libertad que si es común 
para los delitos, especialmente para el contrabando y la defraudación 
aduaneras; sin embargo, un endurecimiento de la política estatal en el 
afán de cortar o evitar el máximo la evasión tributaria ha hecho posible 
que en los últimos tiempos se piense tipificar como defraudación tribu ­
taria a todo supuesto que implique de alguna manera la falta total o 
parcial del pago del tributo; sin embargo , como lo afirma Leopoldo 
Stampa, " si el afán recaudatorio tiene carta de naturalización desde 
hace mucho tiempo en las leyes fiscales, la obsesión por el fraude ha 
llegado a tener categoría impar , pudiendo decirse que muchos precep­
tos no se explican sino por la obsesión del fraude y que el fraude es el o­
rigen de graves distoric iones a la legislación especialmente del impues ­
to sobre la renta y de la mayoría de los enfrentamientos con .la sistemá­
tica general del derecho y del fallido intento de ignorarle ." Prosigue : 
" Así como la subida recaudatoria tiene unos límites más allá de los cua­
les origina más males que beneficios , también los tiene la persecución 
del fraude y el límite se encuentra en un valor más alto que la existencia 
del fraude : el de la libertad humana · no puede evitarse el fraude a costa 
de que la libertad naufrague en un control fiscal asfi xiante". Y conclu ­
ye, "es lógico que la Administración persiga el fraude fiscal , pero evi­
tando al hacerlo, que sus medidas sean exhorbitantes porque con ellas 
se incita y aumenta la práctica fraudulenta" . 

En realidad, lo que Stampa anota constituye el fiel reflejo de la pro­
blemática legislativa moderna en cuanto a la persecución del fraude fis­
cal; si la evasión tributaria es un fenómeno un iversal , cuya práctica es 
usual en todas partes , preciso es examinar detenidamente las causas 
que lo originan entre las que, sin ningún género de duda se haHa el lí­
mite exagerado de presión fiscal; la abuitada carga impositiva que afec­
ta a los ciudadanos y , en determinado momento, lo fuertemente onero­
so de la imposición directa, unida a fenómenos económico-sociales inevi 
tables como la inflación y la falta de fuentes de trabajo, la desvaloriza­
ción de la moneda, hacen que el individuo, como una forma de defender 
su inc.ipiente ~conomía, busque y encuentre formas de burlar la ley tri­
butaria espe~1almente en orden a obtener , con su práctica , algún bene­
ficio económico personal. De cualquier forma , pensadores distinguidos , 
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que han analizado el problema de la evasión tributaria incluso desde el 
ángu10 de la ética religiosa como los jesuítas Ch . Chardín y J. Delepie­
rre "Defraudar o pagar impuestos", justifican en cierto modo Y en de­
terminadas circunstan'cias la práctica de la resistencia al cumplimiento 
fiel de las obligaciones tributarias, especialmente por causas de necesi ­
dad; piénsese, además, que existen formas de evadir la ley tributaria 
fundadas precisamente en la realización de hechos autorizados por la 
ley; a esta práctica el Derecho Tributario lo ha denominado como "efu­
sión" para significar que constituye un ilícito valerse de una figura ju ­
rídica en beneficio propio pero en detrimento del acreedor tributario. 

Como corolario debemos señalar que las infracciones tributarias 
debidamente tipificadas han sido graduadas en conformidad con la gra­
vedad del hecho y el perjuicio causado; sin embargo, para la perfección 
de la infracción , ha menester que de parte del agente exista el ánimus 
doli suficiente y no es por ello ilícito establecer la presunción de la exis­
tencia de fraude por hechos en los que se halla ausente el dolo , la volun ­
tad; circunstancias como las inherentes a la interpretación de la ley tri ­
butaria por parte del contribuyente de manera alguna pueden reputarse 
como fraudulentas; de ahí que la Administración, como lo aconseja 
Stampa, debe extremar sus medidas para evitar caer en extremos en la 
tipificación de hechos ilír.itos y en la imposición de las penas . Sostene­
mos que la pena de privación de la libertad no es compatible para otros 
ilícitos que no sean el contrabando y la defraudación aduanera; otras fi ­
guras de ilícito comportan incluso la existencia de violación de leyes de 
naturaleza diferente, con lo cual se cae también en la duplicidad o mul ­
tiplicidad de sanciones, situación igualmente inconveniente . 

LAS SANCIONES TRIBUTARIAS.- Como lo anota Pérez Royo, " la vio­
lación del ordenamiento jurídico provoca generalmente una reacción 
por parte de ese mismo ordenamiento; tal violación puede ser a) del de­
recho objetivo, en cuanto tal de la norma y , b) violación de un derecho 
subjetivo; cuando la violación es a un derecho subjetivo la ley puede 
:::ontentarse con ordenar que quien ha causado el daño lo repare , pero 
:::uando la violación es a un derecho objetivo, al ordenamiento, la ley or ­
ciena la aplicación de una sanción con finalidad o no de carácter indem­
nizatorio, sino represivo , es decir, con intención, por un lado de intimi ­
:iar al eventual infractor y hacerlo desistir de su propósito de alteración 
:iel ordenamiento, y por otro lado, con la intención de castigar"•. 

La característica fundamental de la infracción en sentido estricto , 
:il decir del mismo Pérez Royo, "es la de la punibilidad , es decir, la 
:iplicabilidad de una sanción de carácter represivo ; y la punibilidad 
"presupune la tipicidad". 
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Toda ley tributaria de naturaleza adjetiva o sustantiva impone al 
sujeto pasivo la necesidad del cumplimiento de determinadas presta­
ciones, fundamentalmente, la del pago de la obligación tributaria den­
tro de los plazos previamente establecidos; aparte de esta obligación 
fundamental , el ordenamiento legal y reglamentario imponen también 
el cumplimiento de una serie de presupuestos que comportan la reali­
zación de deberes formales; de ahí que, como afirma Pérez Royo, "la 
violación de esos deberes constituye el presupuesto necesario para la 
existencia de una infracción tributaria , aunque no sea la condición sufi -
ciente en todos los casos" . ' 

Importa destacar que, como consecuencia de la existencia de un 
sujeto pasivo de la obligación tributaria , en materia del ilícito tributario 
también debe existir dicho sujeto aunque , como es lógico debido a la 
presencia de responsables del pago del tributo y del cumplimiento de 
los deberes formales, no necesariamente coinciden; así, uno puede ser 
el sujeto pasivo directo de la obligación tributaria y otro diferente el su ­
jeto pasivo de la infracción tributaria , como ocurre con los contribuyen ­
tes y los responsables (agentes de retención, por ejemplo) pudiendo 
darse el caso de que ambos sean a la vez o por separado sujetos pasivos 
de una misma o de distintas infracciones tributarias; de cualquier for­
ma, cabe señalar que el incumplimiento de deberes formales no acarrea 
perjuicio económico para el acreedor del tributo , a diferencia de la falta 
de cumplimiento de la prestación dineraria en la forma y dentro de los 
plazos señalados por la ley . 

Siguiendo a Pérez Royo diremos que las infracciones tributarias 
pueden clasificarse de variada forma; así, "de acuerdo al criterio de la 
existencia o no de perjuicio económico directo para la Administración: 
infracciones meramente formales que no producen perjuicio económico 
e infracciones sustanciales o materiales que si producen perjuicio eco­
nómico y que se conocen generalmente como evasión; según el grado 
de culpabilidad las infracciones son: dolosas o culposas; según el sujeto 
activo de la infracción, aquellas cometidas por el directamente obligado 
al pago del tributo y las cometidas por terceros ajenos a la obligación 
tributaria; hay también infracciones de acción e infracciones de omi­
sión. La ley tributaria general ha recogido todos esos criterios y en base 
a ellos ha procedido a tipificar las diferentes categorías de ilícitos; así, 
por ejemplo, el Código Tributario Ecuatoriano en su Ubro IV que trata 
del Ilícito ha clasificado a las infracciones en tres grandes categorías: 
delitos , contravenciones y faltas reglamentarias ; entre los primeros se 
hallan el contrabando y la defraudación especialmente aducmera, sien­
do evidente que la ley incluye entre los casos de defraudación a situa­
ciones inherentes a la ocultación fraudulenta de bienes o ingresos que 
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de alguna manera causen perjuicio al Estado, en calidad de contraven­
ciones se ha establecido situaciones que comportan acción u omisión di ­
rigida al no acatamiento de las normas legales tributarias o que obs­
taculicen la verificación de los tributos; las faltas reglamentarias , en 
cambio, dicen relación con el cumplimiento de deberes formales. 

Cabe advertir que con arreglo a la legislación ecuatoriana conteni ­
da en su Código Tributario, son sujetos activos de delitos exclusivamen ­
te los contribuyentes y responsables de tributos, incluyendo a las per­
sonas jurídicas; en materia de contravenciones , sujetos activos son tan ­
to los contribuyentes y responsables como terceros e incluso los fun.cio­
narios y empleados de la Administración; las faltas reglamentarias en 
cambio tienen como sujetos activos a contribuyentes, responsables, 
terceros de toda clase a quienes la ley impone el cumplimiento de debe­
res formales. 

Citando a Maliverni , Pérez Royo afirma que las sanciones tributa­
rias tienen fundamentalmente la finalidad de reprimir las conductas an ­
tijurídicas en este terrero ya que con la pena pecuniaria y aquellas es­
trictamente penales la ley se propone crear un motivo de .inhibición más 
fuerte que el deseo de lucro que impulsa a la infracción tributaria. Sos­
tiene también dicho autor que en el Derecho Penal Tr ibutario , las san ­
ciones tienen un carácter y una finalidad semejante a las propias de las 
penas y que, a pesar de todo, "aún sin negar el carácter represivo de 
las sanciones tributarias , existe la creencia bastante difundida en am ­
plios sectores de la doctrina, de que las mencionadas sanciones tienen 
al mismo tiempo una finalidad fiscal o recaudatoria" ; ésto se pone de 
manifiesto en casi todas las legislaciones tributarias en las que es evi ­
dente que debido al sentido eminentemente pecuniario de las sanciones 
e incluso la gradación de éstas y su vinculación con terceros; en cambio ; 
la finalidad represiva de la norma penal t r ibutaria , es indiscutible que 
ha pasado a ocupar lugar segundari o, salvo cuando se trata de infrac­
ciones cuya gravedad impone la necesidad de privar de la libertad al in­
fractor como ocurre en los casos de l contrabando y la defraudación . 

Etimológicamente, la sanción ha sido tomada como sim i l de pena 
aplicable para quien comete una infracción y la sanción penal comporta 
la amenaza legal de un mal por la comisión u om isión de ciertos actos o 
por la infracción de determinados preceptos . 

Un breve examen de las disposiciones legales referidas a las san­
ciones tributarias, especialmente en el caso del Código Tributario Ecua ­
toriano permite sostener que las penas contempladas más que de natu ­
raleza represiva , son eminentemente recaudatorias ; el endurecimiento 
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de la posición del Estado en cuanto acreedor tributario en los últimos 
tiempos cuando propone la modificación de determinadas penas, así lo 
confirma ya que la cuantía de la multa o pena pecuniaria es considera­
blemente abultada; la intención de implantar la pena privativa de la li ­
bertad para todos los casos que la ley señala como de defraudación tri­
butaria es un intento por reducir el fraude fiscal tan difundido en el me­
dio; sin embargo, creemos, acorde con el pensamiento doctrinario que 
hemos expuesto en este trabajo, que tal medida no es adecuada, espe­
cialmente considerando que en primera instancia la aplicación de la ley 
tributaria y el juzgamiento de las infracciones penales tribu!arias se ha­
lla en manos de la Administración Pública dependiente del Gobierno 
Central, lo cual, al no existir la independencia indispensable del Orga­
no jurisdiccional y al no haber la suficiente preparación del personal en­
cargado de la aplicación de la ley, sitúa al individuo en el peligroso 
campo de la intimidación personal desde cuando se estima que ha de 
ser causal de defraudación tributaria cualquier situación que de alguna 
manera pueda dar lugar a que funcionarios administrativos lo interpre­
ten como motivadora de un eventual -perjuicio fiscal por ocultamiento u 
omisión o distorción de hechos; la complejidad del sistema tributario, la 
variedad de sistemas contables y otros pormenores propios del hecho 
imponible hacen que incluso para el evento de que se implante la pena 
privativa de la libertad, como requisito previo e insoslayable debe inde­
pendizarse la aplicación de la ley atribuyendo a la Función Jurisdiccio­
nal la potestad privativa de aplicar la ley penal tributaria; mientas ello 
no ocurra habrá el peligroso riesgo de que la libertad humana naufra­
gue en manos inexpertas. 

El establecimiento e imposición de sanciones pecuniarias debe es­
tar en relación directa con la gravedad de la infracción; por regla gene­
ral la norma legal deja abierta la posibilidad de que sea el juzgador, 
apl icando su buen juicio y calificando los hechos y circunstancias que 
rodearon la comisión de la infracción fije la cantidad o porcentaje a sa­
tisfacerse; la ley tributaria ecuatoriana contiene normas que señalan 
topes mínimos y máximos de penas; lamentablemente las autoridades 
administrativas encargadas de la aplicación de la ley en la generalidad 
de los casos soslayan dichas normas ya que imponen el máximo de la 
pena sin considerar atenuantes. Obvio es que el máximo de la pena pe­
cuniaria debe estar en relación directa con la gravedad de la infracción; 
así, en tratándose del contrabando la pena es severa porque comprende 
el comiso de la mercadería y el pago de los tributos que se trataron de 
evadir más una multa de hasta cinco veces el valor de esos tributos; en 
el caso ecuatoriano, la sanción por defraudación aduanera es similar a 
la del contrabando; en tratándose de la defraudación de otros tributos ta 
sanción mínima es igual al valor de los tributos que se pretendieron 
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evadir y la máxima equivalente a cinco veces tales tributos. No creemos 
que quepa un endurecimiento mayor en la graduación de esas penas al 
menos en las actuales circunstancias de recesión e inflación. 

Cuando el Código Tributario ecuatoriano regula las penas aplica­
bles a los casos de contravenciones y faltas reglamentarias lo hace con­
siderando la gravedad de la infracción y graduando la pena entre un mí­
nimo de quinientos sucres y un máximo de diez mil para el caso de con­
travenciones; las faltas reglamentarias se sancionan con multas de cien 
a cinco mil sucres. Se pretende el incremento desmesurado de esas pe­
nas con el único propósito, claramente manifestado, de obtener maya­
re ingresos para el acreedor tributario; no Greemos conveniente la adop­
ción de una posición drástica que, lejos de cortar la costumbre del frau­
de tributario, lo estimularía. 

Se ha hecho práctica generalizada creer que el crédito tributario 
debe confundirse con obligación tributaria y ésta o aquel haya de com­
prender el tributo, los intereses, otros recargos y las sanciones econó­
micas o multas; en realidad eso es un grave error ya que la obligación 
tributaria ha sido definida por la doctrina como vínculo jurídico de natu­
raleza personal entre el sujeto activo y el sujeto pasivo por virtud de lo 
cual viene éste obligado a satisfacer una prestación genralmente dine­
raria debido o como consecuencia de la realización del hecho imponible 
establecido por la ley; en definitiva , tal obligación es una obligación le­
gal que impone el pago de ·1a prestación dineraria que, estrictu sensu, 
no abarca sino al monto exacto de tal obligación señalado en la Ley, y , 
bién se sabe que la medida de la obligación tributaria no comprende de 
ninguna manera a intereses, menos multas que surgen posteriormente 
a consecuencia de la morosidad del sujeto pasivo. Si los intereses sur­
gen automáticamente luego de que se produce la mora, no ocurre lo 
mismo con la multa que es consecuencia de un acto típicamente admi­
nistrativo; la multa es impuesta por el juzgador luego de cumplidos los 
requisitos de fondo y forma exigidos por la ley; vale decir , luego de que 
se ha comprobado la existencia de infracción e infractor y que en acto 
de autoridad ejecutoriado se haya impuesto la sanción . Entonces, re­
sulta evidente que la m ulta no es concomitante con la obligación tribu ­
taria; la multa no forma parte de tal obligación; strictu sensu , no existe 
obligación de pagar una mul ta por la sola conciencia de haber cometido 
la infracción, como ocurre con la obligación tributaria que se la debe pa ­
gar una vez que se ha cumpli do los presupuestos que originan la obliga­
ción . La multa tributaria se encuentra regist rada en documento inde­
pendiente de aquel que se contiene la obligación tributaria ; es más, la 
multa tributaria no necesariamente existe en función de la obligación , 
de modo que no puede ser accesoria , la multa es independieQ_te , tiene 
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vida jurídica propia y es impuesta por acto de autoridad , de manera que 
cuando se habla, como lamentablemente lo hace la pretendida reforma 
al Art . 56 del Código Tributario ecuatoriano, de que la multa es parte de 
la obligaciáon tributaria, se comete un grave error toda vez que loco­
rrecto es tratar del crédito, no siquiera del crédito tributario, del que 
forma parte la multa, la multa no es tributaria, la multa es penal, econó­
mica, consecuencia de la violación de un precepto legal de naturaleza 
tributaria; sin embargo, no creemos que sea correcto pensar que la 
multa integre el crédito tributario, la multa constituye por si misma un 
crédito una vez que se halle legalmente impuesta. 

LOS INTERESES MORATORIOS Y LOS INTERESES POR MORA TRI­
BUTARIA.- Ultimamente ha venido a perturbar el ámbito legal la inten­
ción de endurecer la posición del Estado en cuanto acreedor tributario 
que trata de imponer al sujeto pasivo nuevas cargas que hagan más 
gravosa aún su situación derivada del cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias; entre las medidas que reflejan tal endurecimiento se habla 
de la denominada "mora tributaria" como instrumento mediante el 
cual el Estado debe recaudar más dinero so pretexto de que el sujeto 
pasivo ha incurrido en mora. 

Guillermo Cabanellas y Niceto Alcalá-Zamora Castillo definen a la 
mora como el retraso o tardanza en el cumplimiento de una obligación; 
en tratándose de las obligaciones de naturaleza tributaria, la mora es 
pues el retraso a la tardanza en el cumplimiento de las obligaciones tri­
butarias; vale decir, el retraso o la tardanza en el pago efectivo del tri­
buto dentro de los plazos y en la medida establecida por la ley. 

Lo correcto-es que la mora se sancione y la doctrina generalmente 
aceptada nos hace saber que la natural sanción es el interés concebido 
por los indicados autores como "el provecho, beneficio, ganancia, utili­
dad, lucro o rédito de un capital, importe o cuantía de los daños o per­
juicios que uRa de las partes sufre por incumplimiento de la otra obliga­
ción contraída". 

Ahora bién, si la finalidad esencial del interés es la resarcitoria de 
daños y perjuicios por producido el daño emergente y el lucro cesante 
del acreedor de cualquier obligación debido a la mora del deudor; en 
tratándose de la ley tributaria, si se ha previsto categóricamente las fe­
chas y circunstancia desde las que la obligación tributaria es exigible; si 
la ley señala las fechas topes hasta las que el contribuyente debe entre­
gar a su acreedor el importe de su deuda tributaria, es evidente que el 
incumplimiento de tal prestación da lugar a la existencia de la mora del 
deudor, mora que, a su vez origina el automático surgimiento del inte-
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rés, interés de mora ; la circunstancia de que esa mora sea en relación a 
obligaciones tributarias no es determinante como para originar una 
nueva prestación dineraria, como no lo es la mora en que incurre el deu ­
dor de una infinidad de obligaciones de naturaleza distinta a aquella; 
tal ocurre por ejemplo con las deudas contraídas por adquisición de 
mercaderías de cualquier clase, las deudas por falta de pago de cánones 
arrendaticios de inmuebles u otros bienes, las deudas provenientes del 
juego, las deudas adquiridas por los préstamos de dinero, aquellas deu­
das resultantes de la contratación con cláusula penal, etc., la mora en el 
cumplimiento de cualquiera de estas obligaciones no puede ser deter­
minante para que se requiera al deudor una suma adicional ~or "mora 
de inquilinato", mora vehicular , mora de juego, mora de cláusula pe­
nal; de la misma manera, no creemos que exista fundamento legal ni de 
naturaleza alguna que acredite la existencia de una mora tributaria por 
el incumplimiento a tiempo de la cancelación de obligaciones tributa­
rias. 

Es principio generalmente aceptado por la doctrina del Derecho 
Tributario que toda obligación debe estar definida en la ley; en tratán­
dose de la mora tributaria, ningún texto doctrinario ni ningún texto le­
gal lo ha definido; no hay pues el antecedente legal indispensable como 
para patentar una exigencia dineraria al contribuyente; así como no 
existe fundamento al propietario del inmueble cuyo inquilino se halla 
en mora de requerirle una suma adicional del interés legal convencional 
por mora de inquilinato, no hay razón para que se trate de exigir una 
suma indeterminada por mora tributaria. 

Convendría detenerse a examinar si el concepto de mora tributaria 
puede encajar dentro del ordenamiento legal habida consideración de 
que la ley tributaria establece la obligatoriedad de satisfacer intereses a 
consecuencia de la simple mora; nuestra posición se dirige a rechazar 
tal pretensión que aduce fundarse en el discutido hecho de que el con ­
tribuyente está eventualmente haciendo uso de un dinero que no le per ­
tenece; esto puede ser verdad en muchos casos. pero esta disposición 
arbitraria de dinero ajeno se ha lla tipificada como ilícito de la misma 
manera que ilícito es también la falta de cumplimiento oportuno del pa­
go del tributo lo que significa que el contribuyente que incurre en estos 
ilícitos debe sufrir las penas económicas que por tales hechos se le im­
pone; el ordenamiento legal contempla la posiblidad de sancionar con 
multa por incumplimiento en el pago, multa por incumplimiento del de­
ber formal de declarar, multa por declaración y pago ta~dío, multa por 
no llevar de determ inada forma alguna documentos, multas por varia ­
das causas; entonces se tiene que aparte de los intereses que siempre 
son por mora del deudor de obligaciones tributarias, el contribuyente 
sancionado legalmente debe abonar el valor de las multas correspon ­
dientes . 
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La aparente justificación de la incursión en el ámbito tributario de 
aquel curioso concepto de mora tributaria podría más bién encontrarse 
en el declarado o no declarado deseo de institucionalizar la negligencia 
administrativa y la ley del menor esfuerzo ; la Administración por reg la 
general es remisa en el cumplimiento de la ley , no observa las normas 
que le imponen la obligación de actuar con eficacia y celeridad en el 
cumplim iento de su deber; a los funcionarios y empleados de la Admi­
nistración, especialmente a aquellos de corte y mentalidad fiscalista les 
parece más oportuno dejar de sancionar un hecho ilícito para que nazca 
espontáneamente una obligación accesoria a la principal tributaria sin 
necesidad de actuación administrativa ; sin embargo, no puede ser la 
negligencia administrativa premiada a costa del mayor sacrificio del 
contribuyente; es por ello que repugna al buen juicio la pretensión de 
introducir como obligación intrínseca del tributo la denominada mora 
tributaria . 

Ya lo expresamos, se impone legalmente la " multa por mora" y se 
cobra también el interés por la mora; aparte de ello , de manera alguna 
cabría pensar siquiera en la existencia de una nueva obligación por mo­
ra tributaria. No son incompatibles la multa por mora y en interés de 
mora ya que incluso en ciertas legislaciones se !rata del interés penal 
que no es otra cosa que una sanción agravada . En el caso del Ecuador, 
se pretende intruducir reformas al Código Tributario con el objeto de 
penalizar más onerosamente la infracción tributaria , pero en esta mate­
ria se ha llegado a extremos inexcusables que atentan contra toda bue­
na técnica impositiva ; así, aparte del interés convencional que el medio 
es en orden al 12% anual, se quiere establecer un 6% adicional por mo­
ra tributaria ; un 2% mensual por interés penal , con lo que se llegaría al 
absurdo de querer cobrar solamente en concepto de interés el 42% 
anual de la obligación; a ello habría que añadir el monto de la multa o 
multas que se imponen por la no presentación de decla raciones y pago 
tardío del tributo; en muchos casos , la clausura del establecimiento 
mercantil, la suspensión del ejercicio de una profesión o actividad , el 
comiso , la pena de prisión, etc ., con lo cual el panorama para el contri­
buyente es francamente desalentador . 

Para concluir debemos manifestar nuestro total desacuerdo con la 
intención de implanar tan onerosa carga adicional y la impertinencia 
que significa introducir en el ordenamiento legal una forma extraña al 
mismo que nadie lo ha defendido. De la misma manera manifestamos 
nuestra franca oposición al intento de transferir a los sucesores en el 
derecho y a los herederos del infractor la obligación de satisfacer la 
multa; la muerte del infractor constituye una forma . universalmente a­
ceptada de extinguir la pena; los herederos no pueden de ninguna ma-
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nera ser responsables de ilícitos que no los cometieron; entonces, si la 
imputab i lidad de la infracción y la responsabilidad de cumplimiento de 
la sanción es personal y directa del infractor, no se ve cuáles puedan ser 
las razones por las que, por el solo y nada honesto afán recaudatorio ha­
yan de ser los herederos quienes deban pagar culpa ajena. Resulta a­
berrante tratar de innovar principios fundamentales del Derecho para 
dar paso a la recaudación de sumas que no se las debe en justicia . 
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LAS INSTITUCIONES CLASISTAS 

Dr. Raúl lzurieta Mora Bowen 
Presidente del Colegio de Abogados de Quito 

Los abogados de la República del Ecuador contamos con dos insti­
tuciones fundamentales que respaldan la práctica de nuestra profesión. 
A nivel nacional se cuenta con la Federación Nacional de Abogados del 
Ecuador y en los distintos niveles provinciales con los colegios de abo­
gados que rigen a nivel de cada una de las provincias del país. 

La Federación Nacional de Abogados del Ecuador fué creada en el 
año 1964 por el entonces gobierno nacional. Son finalidades primordia­
les de ésta institución la defensa en la práctica profesional y el respaldo 
que todos los abogados deben tener en el ejercicio de su profesión. Ac­
tualmente la Federación Nacional de Abogados del Ecuador alberga en 
su seno a cerca de 8 mil abogados de los cuales, la gran mayoría, cerca 
del 50%, están en la ciudad de Guayaquil. La Federación Nacional de 
Abogados realiza una Asamblea Nacional de Profesionales del Derecho 
a mediados de cada año y en ésa asamblea nacional elige a sus autori­
dades para el período siguiente. Los propósitos, su organización y sus 
fondos están señalados en la Ley de Federación de Abogados del Ecua­
dor que actualmente rige en el país. 

De conformidad con la ley la sede de la Federación Nacional de 
Abogados del Ecuador varía cada 2 años correspondiendo, al momento 
actual la sede nacional, a la ciudad de Guayquil. Por los próximos 2 
años la sede corresponderá a la ciudad de Cuenca y entonces volverá 
Quito a ser la sede de éste organismo nacional. 

El organismo nacional dispone de una oficina permanente que pro­
cura la ayuda a todos los obogados del país y debe coordinar las publi­
caciones de éste organismo a mas de guardar el archivo institucional, y 
ésta oficina funciona en el Palacio de Justicia en el sector de la Corte 
Suprema de Justicia en Quito. 
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En el ámbito provincial los colegios tienen una importancia espe­
cial. Pa ra la práctica de la profesión es obligatorio el que cada profesio­
nal se afilie al Colegio de la provincia en la que espera practicar. Cum­
plido este requisito obligatorio entonces , obtiene un número de ma­
trícula,un número que debe incluirlo en todos los escritos que firme el 
defensor o abogado. Actualmente en el Colegio de Abogados de Pichin­
cha existen aproximadamente 2, 175 profesionales debidamente regis­
trados y es el segundo colegio, en extención, de la República . Su orga ­
nización está referida en la Ley de Federación de Abogados del Ecuador 
y sus objetivos y organización en los estatutos propios del Coleg io de 
Abogados de Quito. Anualmen te se renueva su d irectiva que está inte­
grada por 7 abogados escogidos por elección universal de todos los pro­
fesionales del derecho . De entre los 7 abogados elegidos para el d irec­
torio se designa al presidente y demás dignidades de la institución Es­
tas dignidades duran un año en el ejércicio de sus funciones . 

En el presente año las actividades del Colegio de Abogados est án 
destinadas a buscar una mayor defensa y respaldo a los abogados en el 
libre ejercicio profesional. En tal virtud se está luchando para que las 
autoridades judicia1es agiliten los trámites jurisdiccionales , las a1. tori ­
dades administrativas respalden la función del profesional del derecho . 
Al mismo tiempo procuramos que los abogados que ejercen cargos pú ­
blicos cuenten con el respaldo suficiente y la garant ía de estabil idad ne­
cesarias para el cumplimiento de su función . Nuestra preocupación está 
encaminada a buscar una mejor tabla referencia l en cu anto al cobro de 
honorarios profesionales y a fijar una remuneración adecuada para los 
abogados funcionarios públicos. El profesional del derecho debe vivir 
en condiciones acordes con la realidad económica nacional y su d igni ­
dad profesional . 

Tenemos la expectativa para hasta dentro de 4 meses instal ar en 
las oficinas del colegio de abogados una t erminal de computación que 
facilite la práctica de nuestra profesión en cuanto se refiere a la adquisi ­
ción de información legal basada en las distintas leyes que rigen el país. 

Un afán especial está encaminado a dar la oportunidad a los profe­
sionales para que se vinculen con entidades similares de orden interna ­
cional y por ello el que el Colegi o de Abogados de Quito haya interveni ­
do en 7 eventos internacionales con distint os delegados . En el mes de 
abril de 1983 seremos sede de la V Conferencia de la Unión Iberoameri ­
cana de Asociaciones y Cole~fi os de Abogados . 

El Colegio de Abogados de Quito trabaja a través de sus organis­
mos: el directorio del colegio, organismo rector de las actividades de los 
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abogados, la Academia de Abogados cuya función primordial es servir 
de cuerpo de consulta científica y publicar estudios técnicos en el cam ­
po jurídico; el tribunal de honor que tiene como finalidad el juzgar los 
casos en los cuales los profesionales incurran contra las normas de la 
ética profesional y la moral necesaria para ejercer la profesión de abo­
gado y el Club de Abogados cuya función es eminentemente social para 
acercar más a los integrantes de la clase profesional . Para el manten i­
miento de éstas instituciones y para las actividades que las mismas rea ­
lizan, cada uno de los abogados aportan con la cantidad de S/. 100,00 
sucres mensuales. 

Legalmente los abogados tenemos nuestros organismos de defensa 
clasista y de respaldo institucional. Reitero la invitación a todos los abo­
gados de la provincia para que se vinculen cercanamente a sus institu ­
ciones y hago extensiva ésta invitación a los señores estudiantes para 
que, desde ya, se preparen a formar parte de las instituc iones clasistas 
que tienen en calidad de abogados de la República . 
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LOS CONFLICTOS COLECTIVOS 

LA PREVENCION, LA CONCILIACION Y LA MEDIACION 

DR. FABIAN JARAMILLO DAVILA 

A nuestra generación y aún a la que nos antecedió , ha correspon ­
dido presenciar y en cierta medida ser actores del nacimiento y de la 
conformación del Derecho Social que inicia su estructuración a princi ­
pios de siglo golpeando certeramente los pilares del clásico Derecho Ci ­
vil, monumental obra de siglos que tuvo que ceder ante el impulso re ­
novador de una nueva sociedad en marcha que cambiaba sus formas de 
producción , incorporando la máquina, la técnica y la ciencia al incesan­
te esfuerzo humano por mejorar las condiciones económicas y aumentar 
la producción. 

Al silenciarse el retumbar de los cañones y de las armas mortíferas 
de la Primera Guerra Mundial, cuando los grandes soñadores de una 
paz permanente y universal redactaban el Tratado de Versalles, con ­
signaron por primera vez en un instrumento internacional de esa natu ­
raleza, el principio de que para alcanzar la paz y mantenerla, era nece­
sario establecer una verdadera justicia en el trato a los trabajadores y 
en sus relaciones de actividad humana, e incorporaron en ese instru­
mento el Artículo 427 que es el inspirador de ese Nuevo Derecho , el De­
recho del Trabajo. 

Se inicia así la estructuración doctrinaria del Derecho Social y de 
su principal instrur.1ento , el Derecho del Trabajo , irrumpiendo y vulne­
rando los clásicos principios del derecho patrimonial , y cuestionando la 
tradicional división del Derecho en Público y Privado, para crear una 
nueva rama que no puede encasill arse dentro de esa antigua división , 
porque sus normas son eminentemente de orden público , a pesar de 
que se regulan las relaciones privadas entre empleadores y trabaja ­
dores. 

Ese Derecho del Trabajo que al decir de Alberto Gutnisky : "Es sin 
duda un producto que surge en la sociedad industrial moderna"; y que 
cada vez, va perfeccionando sus principios jurídicos inspirado en el 
propósito de obtener dentro del sistema capitalista de producción , una 
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posibilidad de justicia entre los dos factores que intervienen en ella , -
que son el capital y el trabajo y los seres humanos que engrosan cada 
una de esas actividades. Este Derncho que tiene un interés que surge 
en la convivencia socíal y que como objetivo básico procure la protec­
ción al ser humano, que aportando su fuerza de trabajo se incorpora en 
el eng'ranaje de la producción industrial , se caracteriza por ser cam ­
biante e innovador pues tiene que adecuar sus normas jurídicas a la 
realidad que vive cada sociedad en los distintos momentos de su ince­
sante desarrollo. 

Dentro de este Derecho del Trabajo , la parte más importante y qui ­
zás la de mayor trascendencia y futuro , es la del Derecho Colectivo del 
Trabajo, que al decir de ese ilustre maestro , Exrector de la Universidad 
Autónoma de México, Mario de la Cueva , "tuvo como causas la injusti ­
cia social, la ausencia de un derecho indiv idual del trabajo y la negativa 
del estado para expedirlo". El Derecho Colectivo del Trabajo se susten ­
ta en tres pilares fundamentales que son : El Derecho de Asociación o 
Sindicalismo; el Derecho a la Contratación Colectiva y , el Derecho de 
Huelga o Conflictos Colectivos . Así lo consagra la doctr ina más autori­
zada de los tratadistas , entre los cuales podemos citar a Mario Deveali , 
cuando afirma: " Asociación Gremial , convenio Colectivo y Conflicto 
Colectivo, no son sino diversas expresiones de un mismo fenómeno" . 

Si debo dar algunas ideas sobre los conflictos colectivos y sus desa­
justes, tema que ha constituído y constituye dentro del Derecho Laboral 
y para los estudiosos de la materia , preocupación fundamental y que 
además interesa a los sectores de la sociedad que se ven incursos en 
ellos. Quizás conviene recordar que desde el Primer Congreo Iberoame­
ricana de Derechos del Trabajo y la Seguridad Social reunido en Madrid 
en 1.964, hasta el Sexto Congreso que se llevó a cabo en Caracas-Vene­
zuela en 1.977, y con cuya Vicepresidencia fuí honrado, se ha analizado, 
estudiado y discutido profundamente sobre el tema: los conflictos colec­
tivos del trabajo en sus diversos aspectos y proyecciones. Debemos 
mencionar que la O. I.T. ha encarado el estudio de este tema teniendo 
como base la objetividad y el realismo que permita motivar futuros con­
venios o recomendaciones internacionales, de modo tal que exista cier­
ta uniformidad internacional en los métodos para las soluciones de los 
conflictos del trabajo, porque las causas generadoras de ellos son idén­
ticas en todo el mundo; responden a los mismos fines y tienen las mis­
mas características en torno al problema de la valoración del trabajo en 
la vida industrial, económica y política . 

El análisis de los conflictos colectivos para establecer sus desajus­
tes, nos lleva a la necesidad de clasificarlos y para ello pasaremos por 
alto la conocida división entre conflictos individuales y colectivos del 
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trabajo, que se fundamenta en el número de personas que intervienen 
en él, para en cambio adoptar la clasificación que ha sido ya general ­
mente aceptada en la doc'ffina, que ha sido destacada en su importancia 
por la O.I .T . y que aún ha sido incorporada en algunas legislaciones de 
América como en México y Brasil, y según la cual los conflictos son: ju­
rídicos o de Derechos; y, económicos o de intereses. 

Los conflictos jurídicos o de derechos , surgen o se producen por la 
violación de una norma exigible y existente, ya se trate de una norma 
nacida de la Ley o ya también del contrato colectivo o individual; en tan­
to que, en los conflictos económicos o de intereses no se busca .. la aplica­
ción y vigencia de una norma valida y no cumplida , sino que por el con ­
trario se pretende crear una nueva norma o modificar la existente. 

La diferencia jurídico-social entre estas dos clases de conflictos es 
fundamental, ya que en los conflictos jurídicos o de derechos las partes 
conocen y saben el contenido de la norma que está regulando sus rela­
ciones y el conflicto se produce por la discrepancia en la forma de apli ­
carla o interpretarla; en tanto que en los conflictos económicos o de in­
tereses , no éxiste ninguna norma que regule lo que es motivo del con ­
flicto, o existiendo esa norma, se pretenda modificar o cambiarla . 

La diversa naturaleza jurídica de estas dos clases de conflictos, re­
quiere un distinto trámite y a la vez un distinto acto jurídico que los re ­
suelva. 

En los conflictos jurídicos o de derechos, que requieren de la apli ­
cación de la norma existente, el acto que lo pone fin proviene de la po­
testad del Estado y se traduce en la respectiva resolución administrati ­
va o sentencia según el caso, que contiene la declaración del derecho en 
favor de aquella parte que tiene la razón; en tanto que , los conflictos 
económicos o de intereses no pueden concluir por resolución que decla­
re el derecho en favor de alguna de las partes, porque no exista la nor­
ma que lo consagre, sino que, deben terminar por un acto jurídico cons­
titutivo en el que recién se establezca el derecho, se cree la norma o se 
modifique la ya existente; de tal manera que, en definitiva la solución 
de los conflictos de derechos o jurídicos corresponde a la concepción 
clásica de la justicia que se produce y se resuelve en base de normas 
preestablecidas y de las cuales el Juez no puede apartarse; mientras 
que en los conflictos económ icos o de intereses por su ~odalidad ope­
rante, por su proyección jurídico-social y por la incidencia que tiene en 
la vida económica y aún pol ítica de las colectividades, requiere de otros 
modos, de otros sistemas, de otros órganos y quizás de otra mentali ­
dad, menos jurídica, más humana y práctica que permita el estableci ­
miento de una nueva norma o la modificación de las ya existentes. 
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La importancia de esta división entre las dos clases de conflictos ha 
originado, en las legislaciones que las han adoptado, un tratamiento d~ ­
verso que ha dado como efecto la disminución de los conflictos colecti­
vos y de las huelgas, pues su ámbito se ha reducido únicamente a los 
conflictos de intereses o económicos, siendo innecesario recurrir a ellos 
en los conflictos de derechos o jurídicos que para su solución solo re­
quieren la aplicación de la Ley. 

Esta disminución de los conflictos colectivos y de las huelgas, no es 
el resultado de la negativa a los trabajadores para el ejercicio de una de 
sus más preciadas conquistas como es el derecho de huelga, sino que, 
se reserva ese sacrificio de esfuerzos económicos, físicos y sindicales 
que representan para los trabajadores la suspensión del trabajo, para 
ponerlos en juego únicamente cuando el motivo o la causa de la petición 
realmente justifica ese esfuerzo; y no es, tampoco que se libera el em­
pleador de la obligación de cumplir con los derechos que tienen los tra­
bajadores y que originan actualmente los conflictos jurídicos o de dere­
chos, sino que la sociedad y el estado no pueden sentirse afectados por 
la intranquilidad y sozobra que significa la declaratoria y vigencia de 
una huelga, por la sola morosidad del empleador en el cumplimiento de 
los derechos de los trabajadores; y esa sociedad y ese Estado tienen que 
arbitrar las medidas urgentes y drásticas que extingan esa mora , que 
garantice a los trabajadores el goce de sus derechos, sin necesidad de 
que se produzca la intranquilidad social y la sozobra que producen las 
h.uelgas. 

Podríamos quizás anotar como uno de los desajustes en los conflic­
tos colectivos en el Ecuador, el hecho de mantenerse un mismo trámite 
para los conflictos colectivos jurídicos y de derechos y los de intereses o 
económicos. Muchas veces los trabajadores se ven obligados a ir a la 
huelga reclamando el cumplimiento de derechos consagrados y vigen­
tes; y la empresa, la sociedad y el Estado se ven afectados por el solo 
incumplimiento de esa norma. Quizás sería menester una sana política 
laboral para, a través de la necesaria reforma legal, otorga a las autori­
dades del trabajo la facultad indispensable afín de que con un trámite 
sumarísimo y con medidas coercit.tvas suficientes puedan exigir al em­
pleador el cumplimiento cabal y oportuno de sus deberes y de sus obli­
gaciones, con lo cual ya no serían esos incumplimientos fundamento 
para conflictos colectivos, porque habría un camino y procedimiento 
más ágil y rápido y menos perjudicial para solucionarles así coincidi­
ríamos con las conclusiones a las que llegó el Sexto Congreso lberoame­
ri¡;:ano de Derecho del Trabajo y la Seguridad Social reunido en Caracas 
en Noviembre de 1.977, el cual, después de estudiar la ponencia pre­
sentada por los Ilustres maestros Guillermo Cabanellas y Víctor Mozar 
Rusoman manifestó que: "La doctrina y la Legislación de algunos paí-
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ses fberoamericanos se inclinan en el sentido de que los conflictos co­
lectivos de naturaleza jurídica deben ser solucionados por sentencia. 
Prevaleciendo la tendencia en contrario del derecho comparado que 
comienza a admitir que los conflictos colectivos de naturaleza económi ­
ca pueden ser solucionados por medio de actos administrativos" . 

Objetivo del estado moderno es el de respetar el derecho de huelga 
de los trabajadores pero también es finalidad de la nueva concepción 
de la convivencia social el evitar el desgaste físico y económico que a 
empleadores y trabajadores ocasiona el ejercicio de ese derecho; y des­
de este punto de vista, Mario de la Cueva nos dice, a mi juicio , con mu­
cha verdad: " No creemos, sin embargo, que deban fomentarse las 
huelgas; al contrario, es misión del Estado evitarlas. Pero el camino no 
es la prohibición, sino la corrección de la injusticia social ; en la med ida 
en que se reduzca la injusticia social disminuirán las huelgas lo que no 
puede lograrse es la persistencia de la injusticia y la desaparición de las 
huelgas, según prueba la historia, pués , a pesar de las prohibiciones de 
distintas épocas, las huelgas han estallado". 

Otro aspecto que merece ser enunciado en las relaciones obrero­
patronales es el referente a las distintas formas de solución que se plan ­
tean para los conflictos colectivos, partiendo del principio que la huelga 
como medio de acción directa empleado por los trabajadores es un de­
recho reconocido por casi todos los estados, que han dejado para la his­
toria las disposiciones legales que la consideraban como un acto de 
conspiración que merecía sanción penal y que encontraron en el pasado 
su más alta y combatida expresión en la " Ley de Chapelier " dictada 
durante la Revolución Francesa en el año de 1.789 que prohibía y consi ­
deraba como delito, aún la coalición de los trabajadores y las peticiones 
que en forma colectiva realizaban a sus empleadores . 

Pero este derecho de huelga, no es un derecho absoluto, sino que 
tiene una limitación en cuanto a la finalidad que ella persigue, y en 
cuanto al modo de ejercerla. Como finalidad, este medio de acción di ­
recta aspira a equiparar las f uerzas de las partes en conflicto, contrapo­
niendo a la fuerza económica del capital que representa el empleador , 
la fuerza de la unión de los trabajadores que provocan la suspensión del 
trabajo; y en cuanto al modo de ejercerla , nacen las distintas regulacio­
nes sobre el momento y manera en que debe declararse una huelga y 
como debe ejecutarse. Es por esto que se propugna que el Estado de­
termine los institutos para la solución de las controversias colectivas del 
trabajo, a fin de que este derecho de los trabajadores a su vez, tenga el 
cause necesario para cumplir con los fines del Estado que son esencial ­
mente de carácter social y de beneficio de la comunidad. 
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La doctrina argentina que es enunciada y mantenida por Mariano 
R. Tissembaun y Juan D . Ramírez Granda, que cuenta con auspiciado­
res de enorme prestancia como el español Guillermo ,Cabanellas, esta ­
blece una diferencia muy importante entre " CONFLICTO" y "CON­
TROVERSIA DEL TRABAJO", diferencia que la sustentan en las defi ­
niciones que de éstas dos situaciones socio-j urídicas hace el italiano 
Francesco Carmeletti cuando afirma que: 

" CONFLICTO DE TRABAJO es el contraste de intereses entre el 
que tiene la fuerza del trabajo y no tiene el capital o el que tiene el capi­
tal, pero no tiene la fuerza del trabajo''. 

"CONTROVERSIA DE TRABAJO existe cuando alguien pretende 
la tutela de su interés, relativo a la prestación de su trabajo o su regla­
mento, en contraste con el interés del otro" . 

Según esta doctrina, la primera etapa , la del " Conflicto", está 
constituída por el planteamiento que de sus aspiraciones formulan los 
trabajadores directamente a sus empleadores, manteniendo el sano 
propósito de alcanzarlas dentro del ambiente de armonía y cordialidad 
que debe caracterizar a las relaciones obrero-patronales; pero que, 
cuando no encuentran solución o cabida en ese trato directo y se ven 
obligados a presentarlas ante las autoridades de trabajo para que sean 
ellas, o con la intervención de ellas las que resuelvan, ese conflicto se 
convierte en "Controversia", en la que cada una de las partes esgrimen 
en su favor argumentos o tesis a fin de convencer a la autoridad o tribu­
nal que deben resolver, llegando de este modo a adoptar posiciones a 
veces inamovibles e intransigentes. 

Algo de fundamento de esta doctrina argentina parecería que ha 
sido tomada por nuestro Código del Trabajo, cuando en su Artículo 464 
dispone: " Suscitado un conflicto entre el empleador y sus trabajadores, 
éstos presentarán entre el Inspector del Trabajo y, a falta de éste , ante 
el Subinspector, su pliego de peticiones concretas", lo que hace supo­
ner que antes de la presentación del pliego de peticiones concretas que 
es el inicio de la controversia colectiva, es menester que se haya suscita 
do, es decir presentado un conflicto entre el empleador y sus trabajado­
res; y que por lo mismo, de no haber existido esa primera etapa, es de­
cir la del conflicto no se explicaría la presentación del pliego de peticio­
nes que iniciaría la controversia . 

Con este esquema de ideas se han enunciado distintas maneras pa­
ra encarar la solución de esta clase de conflictos, dentro de una sistemá­
tica propia a la naturaleza de los mismos: la primera etapa , la preven-
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ción; la segunda, la conciliación; la tercera, la mediación y la cuarta , el 
arbitraje o la solución judicial. 

Analicemos coordinadamente las etapas enunciadas; y al efecto, 
tenerl10S que para comprender el alcance de la prevención, tenemos 
que reconocer que nos encontramos utilizando un término médico que 
corresponde a la terapéutica, y así como en el campo médico se ha lle­
gado a aceptar el principio fundamental y orientador de la salud públi ­
ca, con el enunciado que dice que es preferible , prevenir las enferme­
dades antes que curarlas, porque cuando se tiene que curar a un en­
fermo es porque el daño ya está en acción y quizás no se puede subsa­
nar las secuelas o consecuencias de ese daño, así también la prevención 
en estos problemas laborales aspira a evitar los conflictos , como una 
sana política de bienestar social y colectivo afín de evitar que los anhe­
los y aspiraciones de los trabajadores dejen secuelas de inconformidad, 
de disgusto o de resentimientos , muy difíciles de ser superados. 

La O. l. T . ha propiciado este sistema de prevención y ha sostenido 
que es menester que la empresa a través de sus personeros esté en con ­
tacto permanente y cordial con el personal de su establecimiento para 
conocer de los pequeños- grandes problemas que los trabajadores tie­
nen como seres humanos que se encuentran inmersos en una sociedad 
conflictiva y ahogante, a fin de poder detectar, las inquietudes y aspira­
ciones que de no ser atendidas oportunamente pueden originar un con ­
flicto que luego desembocaría en una controversia colectiva. 

Esta etapa preventiva depende exclusivamente del empleador , que 
puede con sinceridad eliminar las barreras que a veces impiden ese 
contacto directo con sus trabajadores . 

En el Ecuador, muy poco se ha hecho respecto a esta materia , y los 
empleadores que han comprendido el valor incalculable de esta actitud 
y que han atendido las necesidades y aspiraciones de sus trabajadores 
con oportunidad, aún cuando esa atención les haya significado una ele­
vación en el costo económico de la producción, han salido beneficiados 
con el clima de paz reinante en las relaciones obrero patronales , que 
indudablemente se proyecta en un mayor rendimiento de la producción 
y que evita "el trabajo o desgano" o "el trabajo con tristeza ", que la 
doctrina los ha señalado como factores que frenan el rendimiento en el 
trabajo. 

Para alcanzar estos objetivos, en algunos países se han creado los 
llamados "Relacionadores Industriales" , que cuentas con la suficiente 
confianza de los trabajadores , como para que puedan acercarse a ellos y 
hacerles partícipes de sus problemas y aspiraciones , ya que ven en el 
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Relacionador Industrial a la persona que va a ayudarlos a satisfacer sus 
aspiraciones y anhelos ; y en quienes, el empleador a su vez tiene la con ­
fianza suficiente como para considerarle el vehículo necesario que man­
tenga la paz y las buenas relaciones en la empresa . 

Puede ocurrir que a pesar de esta etapa de la prevención , no se ha­
ya podido encontrar el modo y la forma de solucionar el conflicto y en­
tonces antes de que estalle el mismo y se convierta en controvercia, se 
promueve la segunda etapa que es la de "la conciliación" . La Preven­
ción es una actitud directa, unilateral de la empresa , en cambio que la 
conciliación implica promover el acuerdo . 

Esta etapa de " Conciliación", tiene tanto o más significación que 
la prevención porque pone de manifiesto una espontánea actitud de en­
cuentro entre las dos partes para resolver concurrentemente los pro­
blemas surgidos, de tal modo que se produce el diálogo, se plantean las 
cuestiones y luego se pueden encontrar las soluciones. 

La 0 .1.T. ha puesto mucho énfasis en la necesidad de la concilia­
ción antes de que el conflicto estalle y aún también después de que se 
ha producido el mismo y se funda precisamente en que la solución por 
conciliación, revela que las dos partes han encontrado el acuerdo, sin 
intervención de ninguna autoridad y ese hecho garantiza que no se haya 
roto espiritualmente el vínculo entre trabajadores y empleadores . 

Estas etapas que permiten que el problema no haya entrado a lo 
que significa en definitiva la potestad jurisdiccional, considera la 0.1.T. 
como muy saludables para el desarrollo normal de las relaciones de tra­
bajo. 

En el Ecuador, dado el impulso que ha tenido en los últimos años la 
contratación colectiva a través de la cual se ha incorporado en la mayor 
parte de contratos colectivos la creación y el establecimiento de los lla­
mados comités "Obrero-Patronales" que están integrados con la parti­
cipación de los dos elementos humanos que conforman la empresa, se 
ha logrado abrir las puertas de ésta necesaria comun icación que permi­
te a los empleadores compenetrarse de los problemas y angustias de 
sus trabajadores y a estos conocer de las dificultades y problemas de la 
empresa. 

Por este camino de la relación humana franca y cordial de los ele­
mentos que constituyen los dos principales factores de la producción: El 
capital y el trabajo, quizás estemos encontrando los medios para el es­
tablecimiento de unas relaciones obrero-patronales más humanas, más 
justas y más equilibradas . 
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A partir de esta etapa y si se fracasa en el entendimiento directo, el 
problema surgido deja de ser CONFLICTO, para pasar al plano de la 
CONTROVERSIA de acuerdo a la doctrina argentina; y la solución del 
problema rebasa los límites del entendimiento directo para caer en la 
esfera de los fines y de las obligaciones del Estado, que no puede per­
manecer impasible ante la situación anormal que se presenta en esas 
relaciones, y necesita preocuparse de la actividad productora y econó­
mica del país, a la vez que tiene la obligación de velar por la situación 
social de los trabajadores, ejerciendo para tal caso la facultad jurisdic­
cional a través del arbitraje o del trámite especial que contempla nues­
tro Código del Trabajo. 

Debemos mencionar que con el propósito de encontrar la solución a 
los conflictos colectivos del trabajo, el Ministerio del Trabajo, con el as~ 
soramiento de la O.I.T., creó la Dirección de Mediación Laboral y ela­
boró el "Manual para el Procedimiento de Conciliación y Mediación", 
instrumento éste que desgraciadamente es muy poco conocido y esca­
samente apiicado. La labor de la Dirección Nacional de Mediación La­
boral y la aplicación del Instructivo deben ser objeto de una evaluación 
que permita conocer sus reales resultados; sin embargo, podría adelan­
tarse algunos conceptos inspirados en el afán de perfeccionar el sistema 
de mediación. 

Podríamos afirmar que la mediación laboral, en el momento en el 
que viene actuando, es quizás un tanto extemporáneo ya que el media­
dor avoca conocimiento del asunto cuando ya se ha presentado el pliego 
de peticiones, es decir cuando se ha iniciado la controversia y por lo 
mismo el ánimo de las partes está alterado, por lo que las circunstan ­
cias en que entra a actuar el mediador, en la mayor parte de las veces, 
ya no son propicias como para que se deseñvuelva su labor en un am ­
biente de cordialidad, porque la iniciación de la controversia ha roto la 
armonía que debe ser la base de la actividad de trabajo y producción. 

En lo procesal, la mediación también resulta extemporánea porque 
los términos y plazos señalados por el Código del Trabajo para el trámi ­
te de los conflictos colectivos , no pueden suspenderse, resultaodo de é­
llo una contradicción; ya que mientras el Inspector del Trabajo tramita 
el pliego de peticiones en un ambiente de tensión propio de una contro­
versia de esta naturaleza, el mediador laboral busca entre esas mismas 
partes una solución cordial, teniendo que actuar en situaciones aními ­
cas nada favorables y lo que es más, con el apuro y la premura que qui ­
zás se traduce en una presión de tiempo porque su actuación de amiga ­
ble componedor tienen que concluír antes de que se venzan los térmi ­
nos en el trámite del pliego de peticiones. 
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Hay en definitiva un desgaste de energía y de tiempo y una dupli ­
cidad de esfuerzos porque generalmente en la audiencia de conciliación 
dentro del trámite del Conflicto Colectivo , ante el Inspector del Traba jo, 
vuelve nuevamente a repetirse la misma gestión conciliadora-. 

Lo ideal sería que esta mediación, al igual que la prevención , se 
produzcan antes de la iniciación de la controversia , como lo ha aceptado 
la generalidad de la doctrina y lo han adoptado ya algunas legislaciones 
de América Latina entre las que podemos citar a Venezuela , México y 
Colombia que han llegado inclusive a establecer la mediación o concilia ­
ción como requ isito previo a la iniciación de la controversia , no como o­
bligación de conciliar o de transar sino como una etapa que necesaria ­
mente tiene que ser cumplida para que sea procedente el trám ite del 
pliego de peticiones; aún cuando no se llegue a obtener los frutos de­
seados . 

Me inclino a puntualizar este asunto como uno de los desajustes en 
el trámite de los conflictos colectivos , en el Ecuador , respaldándome en 
las cifras y los porcentajes que se han obten ido respecto a la forma en 
que han concluído los conflictos colectivos en los últimos años, al núme­
ro de los mismos, y a las declaratorias de huelgas que han tenido lugar 
en relación con las diversas actividades económicas del País especial­
mente con la actividad industrial. 

Con los datos obtenidos tanto del Instituto de Derecho del Trabajo 
de la Universidad Central como del Departamento de Estadística del 
Ministerio del Trabajo, me voy a permit i r analizar brevemente la situa­
ción de los conflictos co lectivos en la década del setenta , en relación es­
pecialmente con la actividad industrial , y d ividiéndolo en dos etapas 
cronológicas: 

y Guayas se han tramitado 576 conflictos colectivos , de los cua­
les, 254 corresponden a la industr ia, lo que representa un 
44.09 %. 

2) Del año de 1.975 a 1.978, en t oda la Repúb lica se han suscitado 
886 conflictos colectivos , correspondiendo 364 a la industria ma­
n~facturera , lo que representa un 41.08% , pero si hemos de con 
s1derar a la construcción como parte de la industria , tenemo;­
que en este período de tiempo se han suscitado 102 conflictos en 
esta rama de actividad , que equivalen al 11 .51 % , dándonos un 
porc~ntaje ~otal del 52.59% en estos dos aspectos de la activi­
dad industrial, lo que determina que en los años analizados 
~ás de_I 50% de los conflictos colectivos se han sucedido en Ía 
industria . 
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Este fenómeno quizás es explicable si consideramos que el Dere­
cho del Trabajo y especialmente el Derecho Colectivo nace y se desarro­
lla con el implantamiento y progreso de la actividad industrial y si ve­
mos además que en el Ecuador, es la industria la que ha tomado mayor 
impulso en los últimos años y la que concentra un mayor número de 
trabajadores en lugares colectivos de labor. 

En cuanto al ejercicio del derecho de huelga por parte de los traba­
jadores, tenemos que del año de 1.974 a 1.978 se han producido 202 
huelgas, de las cuales 101 son en la industria manufacturera, lo que re ­
present a el 50%; y, 19 en la industria de la construcción que representa 
el 9.41 % es decir que las huelgas en la actividad industrial han alcanza­
do un 59.41 %, porcentaje que demuestra que esta actividad económica 
ha sido en la que mayor número de huelgas se han producido. 

Sin embargo , si comparamos el número de conflictos con el núme­
ro de huelgas en el mismo período de tiempo, tenemos que de 1.974 a 
1.978, ?e ha tramitado 1.092 conflictos, en los cuales se han declarado 
202 huelgas, lo que determina q~e únicamente en un 18,40%, los con ­
flictos colectivos se han visto avocados a la huelga, en tanto que en el 
81,60%, no han tenido que afrontar las consecuencias de esa medida de 
acción directa. 

Finalmente, es interesante axaminar las cifras y porcentajes res ­
pecto a la forma en que han concluído los conflictos colectivos . De los 
576 conflictos tramitados en las provincias de Pichincha y Guayas, entre 
1.970 y 1.974, han determinado mediante sentencia 44 conflictos 
que representan apenas el 7 .63%, en tanto que han concluído me­
diante actas transaccionales que reflejan el acuerdo entre las partes , 
361 conflicos que equivalen a un 62 .67%, a los que habría que agregar 
68 desistimientos que constituyen un 11.80% , ya que el desistimiento 
es un instituto que se acostumbra usarlo cuando se ha producido un a­
cuerdo directo , resultando en defin itiva que en un 74.47% de los con­
flictos se obtuvo el acuerdo de las partes a pesar de encontrarse ya en la 
etapa de la contraversia y en situaciones nada favorables para alcanzar 
el acuerdo, como ya se ha señal ado . 

Un análisis de la situación p roducida en una etapa más cercana en 
el tiempo , esto es de lo sucedido en el año 1.978 , nos presenta una si ­
tuación similar ya que de los 138 conflictos que han tenido lugar en el 
año pasado , apenas 5 que representan el 3.62 % han terminado median ­
te sentencia de primera instancia y 7 que equivalen al 5.09% han con ­
cluído por sentencia de segunda instancia , es decir que la potestad ju ­
risdiccional del Estado, durante el año de 1.978, apenas se ha ejercido 
en un 8.71 % de los conflictos , en tanto que han concluído mediante ac-
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tas transaccionales , desistimientos y acuerdos extrajudiciales 76 con ­
flictos que representa un 55.08%, es decir , más de la mitad de los que 
se presentaron en el año . 

Estas cifras y porcentajes nos permiten quizás concluir , sin desco­
nocer el aporte valioso de las autoridadas de trabajo , que el estado aní­
mico de los trabajadores en el Ecuador es muy proclive para llegar a 
fórmulas o acuerdos que pongan fin a los conflictos colectivos , antes 
que el extremar las consecuencia de una controversia y que quizás, si 
mejoramos e incentivamos la prevención, la conciliación y la mediación, 
estaremos contribuyendo eficazmeryte a la solución de los conflictos co­
lectivos del trabajo, lo que redundaría en beneficio de los intereses de 
la producción industrial, base de nuestro desarrollo económico y cola­
boraría para que los trabajadores , que constituyen la parte económica­
mente débil de nuestra sociedad , alcancen los n iveles económicos , cul­
turales y sociales a que tienen derecho por su condición de seres huma­
nos que entregan su esfuerzo y su vida a las duras faenas del trabajo; y 
para que así, alcancemos esa justicia social que permitirá que los bie­
nes materiales fruto del desarrollo socio-económico, estén al alcance de 
todos, para que tamb ién todos podamos vivir libres de temor y libres de 
miseria. 

Dr . Fabián Jaramillo Dávila. 
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ARBITRAJE COMERCIAL INTERNACIONAL 

Por: Andrés Borrero 

Existe dudas si la estipulación de someterse a arbitraje en un Esta­
do diverso que el ecuatoriano constituye objeto ilícito y por tanto podría 
causar la nulidad del mismo. 

Esta incertidumbre se presenta ya que el artículo 1505 del Código 
Civil determina que "hay objeto ilícito en todo lo que contraviene el De­
recho Público Ecuatoriano. Así, la promesa de someterse en el Ecuador 
a una jurisdicción no reconocida por las leyes ecuatorianas". Y, de con­
formidad con los artículos 1724 y 1725 del precitado código, el objeto ilí­
cito es causa de nulidad absoluta, esto es, de conformidad con el artícu­
lo 1731, que las cosas deben ser restituídas al estado en que se encon­
traban antes de que existiese el acto o contrato. 

A fin de llegar a conclusiones analizaremos la jurisprudencia exis­
tente en esta materia, los tratados internacionales, las leyes y las diver­
sas situaciones que se pueden producir. 

A) En relación a un contrato firmado en el país que se somete, en 
caso de contraversias, a cierto arbitraje fuera del Ecuador cabe hacer 
las siguientes consideraciones: 

1.- El artículo 1º. del Código de Procedimiento Civil establece u­
na diferencia muy clara entre la jurisdicción y la competencia; 
la primera es el poder de administrar justicia, es la potestad 
de juzgar. En camb io la segunda es la capacidad para conocer 
de un juicio o de una causa determinada. 

Ahora bien , debemos determinar qué abarca la "jurisdicción" 
del artículo 1505 del Código Civil, a fin de concluír si se refiere 
a la aplicación de una ley extranjera solamente o también al 
conocimiento de las causas por jueces extranjeros . Esto podre­
mos aclararlo a través de los textos de las convenciones inter­
nacionales, leyes ecuatorianas y la jurisprudencia. 
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2.- El 29 de diciembre de 1961 el Doctor José M . Velasco !barra 
ratificó la Convención . sobre Reconocimiento y Ejecución de 
las Sentencias Arbitrales Extranjeras aprobada por las Nacio­
nes Unidas. 
Fundamentalmente determina lo siguiente : 
a) La presente Convención es aplicable para reconocer y ejecu­

tar sentencias arbitrales dictadas en un Estado extranjero 
diverso que aquel en el cual se pide el reconocimiento y eje­
cución . 

b) El numeral primero del artículo 2 establece que los Estados 
Contratantes reconocerán los acuerdos escritos conforme a 
los cuales las partes se obliguen a someter a arbitraje sus 
diferencias. 

c) El artículo 3 determina que uno de los Estados Contratantes 
estará.en la obligación de reconocer las sentencias arbitra­
les y concederá su ejecución conforme a las normas procesa­
les vigentes en el Estado donde se solicita su ejecución. 

d) El artículo 5º determina las causas por las cuales puede ne­
garse el Estado Contratante a reconocer y ejecutar una sen­
tencia arbitral . En relación al caso que nos ocupa sólo po-. 
dría aplicarse el numeral 2 literal b) que si la sentencia arbi­
tral es contraria al orden público del país no se le reconoce-­
rá . 

e) El 30 de noviembre de 1961 , el doctor Carlos Julio Arose­
mena nuevamente ratifica la Convención pero sólo en rela­
ción a sentencias que se pronunciaren sobre litigios surgi­
dos de relaciones jurídicas consideradas comerciales según 
nuestro derecho. 

3. Por otro lado el 23 de noviembre de 1978, el Consejo Supremo 
de Gobierno ratificó el Convenio Interamericano sobre Arbi­
traje Comercial el cual es prácticamente una reproducción del 
convenio anter ior. 
De estos convenios podemos concluír que el Ecuador conside­
ra correcto que las partes contratantes puedan estipular un ar­
bitraje diverso que el ecuatoriano en materia mercantil cuando 
el contrato se celebró en el Ecuador. No considero correcto 
que, sujetándonos a la estipulación que el arbitraje no tiene 
valor en el país cuando contraviene el orden público interno, 
se alegue que esta Convención se aplica solamente a contratos 
celebrados fuera del país, ya que ello implica darle a nuestra 
legislación carácter extraterritorial lo cual es inaceptable y no 
existiría razón para que el Ecuador ratifique una Convención 
que no podría aplicarse en el país salvo en casos excepcionales 
e improbables . 
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4. En apoyo a nuestro criterio debemos citar la ley de Arbitraje 
Comercial promulgada en el Registro Oficial de 28 de octubre 
de 1963, la misma que en sus considerandos manifiesta que la 
intención de esta ley es relevar a los Tribunales y Juzgados del 
país de litigios innecesarios. 

Por otro lado en su artículo primero manifiesta que reconoce la 
validez de las cláusulas compromisorias mediante las cuales 
las partes acuerdan someter sus contraversias comerciales a 
los tribunales o comisiones nacionales o internacionales de ar­
bitraje . Y el artículo 17 manifiesta que las sentencias dicta<'las 
por las entidades nacionales o internacionales de arbitraje son 
inapelables y se ejecutarán mediante la notificación a las par­
tes. De todas maneras es sumamente importante señalar que, 
de conformidad con el artículo 23, este arbitraje debe sujetar ­
se a las normas de procedimiento estipuladas en esta ley; las 
cuales son muy sencillas y no presentarían problema alguno; 
además pueden ser limitadas por las partes. 
El texto de esta ley queda muy claro que las partes pueden 
someter sus contraversias a arbitraje en país extranjero. 

5.- Aún cuando el criterio está bastante aclarado en relación a la 
jurisdicción del Código Civil en su artículo 1505; considero 
conveniente analizar dos casos de jurisprudencia que podría 
en un momento determinado considerárselos fallos contradic­
torios. 

a) El TI de junio de 1972, en juicio que siguió General Cacao 
Company lnc. a José Jorge Arévalo , los ministros jueces de 
la Corte Suprema doctores C.A . Du,rango, Carlos Pérez y 
Antonio Borja, sostienen que habiendo las partes acordado 
someterse, en caso de contraversias , a arbitraje de la Aso­
ciación Americana de Comerciantes de Cacao lnc. en Nueva 
York no contravienen el derecho público ecuatoriano ya que 
este acuerdo es esencialmente personal . 
En apoyo a este cri terio manifiesta que los Estado Unidos 
de América se adhirieron a la Convención sobre Reconoci ­
miento y Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras 
con la reserva de reciprocidad y por lo tanto siendo la men­
cionada Convenc ión Ley de la República debe aplicarse . 
Además recalca que la sentenci fl del tribunal arbitrc'll y las 
penas que determina no contraviene el orden público ecua­
toriano ya que bajo el imperio de nuestra ley también podría 
aplicarse las mismas penas al demandado . 
Por todo lo anterior se ordena la ejecución del fallo arbitral. 
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b) La Segunda Sala de la Corte Suprema de Justicia el 25 de a­
gosto de 1976, en juicio entre Transoceánica-UMPROBA y 
Banco de Guayaquil conoció sobre un contrato ¡nercantil fir­
mado en Guayaquil mediante el cual se determinaba que, 
en caso de controversias, las partes se someten a las leyes 
del Reino Unido y al procedimiento arbitral en Londres . 

El tribunal considera que ambas expresiones contravienen 
el orden público y la soberanía nacional ya que ésta "se e­
jerce por medio de los órganos del poder público que ella es­
tablece y la administración de justicia", "a través de la 
Función Judicial ", y por lo tanto consideran que el contrato 
esta viciado de nulidad absoluta por contravenir al artículo 
1505 del Código Civil. 
Por otro lado el Tribunal manifiesta que la "jurisidicción en 
esencia no es otra cosa que el poder o potestad de aplicar la 
Ley con la eficacia especial de la sentencia, en la forma y 
por las personas que ella determina, sin someterse la apli­
cación del contrato a leyes extranjeras, no reconocidas por 
el Derecho Público Ecuatoriano". 
Por lo expuesto , el tribunal declara nula la sentencia arbi­
tral y el contrato en su totalidad . 
Analizando el fallo anterior considero que la sentencia dic­
tada por la Sala en sí es correcta al declarar nulo el contrato 
y el fallo arbitral ya que el artículo 1505, a mi entender con­
sidera que hay objeto ilícito si en un contrato firmado en el 
Ecuador se someten las partes a una ley extraña a la ecuato­
riana. 
Pero por otro lado discrepo totalmente de los cosiderandos 
expuestos en la sentencia ya que se aprecia claramente que 
el tribunal es de la opinión que el sometimiento a un arbitra­
je extranjero constituye también objeto ilícito ya que las 
contraversias deben conocerse por los jueces ecuatorianos y 
añade que la jurisdicción se refiere a la ley y a las personas 
que deben juzgar. 
Este criterio a mi entender es totalmente equívoco ya que 
no toma en cuenta la existencia de los convenios internacio­
nales, que son ley de la República, y la ley de Arbitraje Co­
mercial los cuales contienen normas muy claras en el senti­
do de que es factible e inclusive recomendable la resolución 
de las contraversias mediante arbitraje sea nacional o ex­
tranjero y que estas resoluciones deben ser acatadas y eje­
cutadas por los jueces ecuatorianos . 
Por lo examinado debemos concluir que la estipulación de 
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sometimiento o arbitraje internacional es legal y no contra ­
viene la disposición del artículo 1505 del Código Civil, siem­
pre y cuando se sometan a las leyes del Ecuador y el fallo no 
no contravenga a nuestro derecho público. 
Ademas, las Partes deben tener muy presente la ley de Ar­
bitraje Comercial y verificar si los convenios internacionales 
sobre arbitrnje han sido ratificados por el Estado al cual se 
someten el arbitraje internacional. 
Es importante aclarar que del texto de ambos fallos se apre­
cia que existe contradicción de criterios sobre e.I ámbito de 
aplicación del artículo 1505 del Código Civil. Pero, a mi en­
tender, no puede interpretárselo como una prohibición de 
sometimiento a arbitraje en el exterior sino simplemente co­
mo una prohibición de que sea una ley extraña a la ecuato­
riana la que rija un contrato y, que , en caso de contraver­
sias, aplique la ley un Juez no ecuatoriano salvo que las par­
tes hayan acordado someterse a arbitraje nacional o inter­
nacional. 
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LEASING O ARRENDAMIEN"J;O FINANCIERO 

Por: Rodrigo Garcés Velalcázar 

El vocablo inglés "leasing", del verbo "to lease", que significa 
alquilar o arrendar, es comúnmente admitido en el ámbito financiero y 
juríd ico internacional para indicar un tipo de arrendamiento que reune 
características especiales que lo diferencian sustancialmente del 
arriendo tradicional. 

También se habla de "arrendamiento financiero", denominación 
que claramente indica cómo valiéndose de la estructura del contrato de 
arrendamiento se obtiene, en últimas, la realización de un concurso fi­
nanciero que por su participación finalista en la concepción del contrato 
explica cómo y porqué caben frecuentes excepciones a las normas tra­
dicionales del contrato de alquiler. 

El "leasing" tuvo su origen en Estados Unidos de Norteamérica, 
por la necesidad de las empresas industriales de proveerse de maqui­
narias acordes con el constante desarrollo tecnológifo de la época, para 
lo cual muchas de ellas no contaban con recursos 1financieros propios 
que les permitieran comprar dichas maquinarias, ante lo cual tenían 
dos alternativas: acudir a la financiación bancaria o adoptar el "lea­
sing". 

CONCEPTO 

Serge Rolin .- "Financiación destinada a ofrecer a los industriales y a 
comerciantes un medio flexible y nuevo de disponer de un 

bien de equipo alquilándolo en vez de ~omprarlo. Esta operación es rea­
lizada por sociedades especializadas qLe compran el material siguiendo 
las especificaciones del futuro usuario alquilándoselo durante un plazo 
convenido y mediando la .percepción de un canon fijado en el contrato 
que debe reservar al arrendatario una opción de compra sobre el mate-
rial al término del período inicial". (1) · 
Sergio Rodríguez.- "Aquel por el cual una sociedad especializada ad-

quiere, a petición de su cliente, determinados bienes 
que entrega a título de alquiler, mediante el pago de una remuneración 
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y con la opción para el arrendatario al vencimiento del plazo, de conti­
nuar el contrato en nuevas condiciones o de adquirir los bienes en 
poder". (2) 
Carlos Vidal Blanco.- "Contrato mercantil en virtud del cual un empre-

sario, cumpliendo instrucciones expresas del 
presunto arrendatario, compra en nombre propio determinados bienes 
muebles o inmuebles, para que, como propietatio arrendador, los alqui­
le al mencionado arrendatario para que éste los utilice por un período 
~rrevocable a cuyo término tendrá la opción de adquirir la totalidad o 
parte de estos bienes arrendados, por un precio convenido previamente 
con el propietario arrendador; son por cuenta del presunto arrendatario 
todos los gastos que efectúa el futuro arrendador hasta la iniciación del 
período de arrendamiento''. (3) 

La Biblioteca lnteramericana de Asuntos Sociojurídicos.- "El leasing, 
tiene los ca­

racteres de un contrato de locación especial por el cual la parte locataria 
solicita al locador que ponga a su disposición un determinado bien de 
capital previamente es~ogido, mediante el pago de un alquiler durante 
un plazo pactado, a cuya finalización el locatario podrá hacer uso de una 
opción de compra del bien pagado un valor residual previamente fijado, 
o si licitar la sustitución del bien por otro nuevo o más moderno, o conti­
nuar la locación del mismo con la consecuente variación del alquiler, si 
así se ha estipulado". (4) 

TIPOS DE LEASING 

LEASING FINANCIERO.- En este tipo de contrato intervienen dos su-
jetos de derecho, pero secundariamente además del 

arrendador o dador y del arrendatario o tomador, aparece la figura del 
fabricante o poseedor del bien que será seleccionado por el tomador y 
otorgado por el dador y, además, en algunas oportunidades, se presen­
ta otro sujeto, el financista. Habitualmente se establece una opción de 
compra en favor del tomador, fijándole al bien un valor residual al co­
mienzo del contrato. Usualmente son a cargo del arrendador los gastos 
de mantenimiento, seguros e impuestos que recaen sobre el bien. Es 
obligación del tomador restituir el bien en buen estado de conservación. 
El precio del arrendamiento es .cargado por el ar~~ndatario como .ga~to 
del ejercicio, con lo cual se obtiene una acelerac1on de la deprec1ac1ón 
del bien, ya q,ue el plazo de vigencia del contrato e~ siei:npr.e menor que 
la vida útil estimativa del bien; po~ lo tanto, perr¡n1te diferir el pago d.e 
las obligaciones impositivas, lo mismo ocurre c~n respecto a los 8nt1 -
cipos. 



El leasing financiero de bienes cuya vida útil es prolongada, no 
puede aplizarse con éxito en países con un alto índice de depreciación 
monetaria, ya que ello implicaría un gran riesgo. 

LEASING OPERATIVO .- Básicamente en el mismo, intervienen dos su­
jetos de derecho, el arrendador o dador , que posee el 

bien al momento de formalizarse el contrato, y el arrendatario o toma­
dor, que necesita de ese bien. 

Generalmente, en el mismo no se cubre el total de la vida útil del 
bien; los gastos de mantenimieno, seguros e impuestos que los gravan 
son a cargo del arrendador; el arrendatario no posee la opción de com­
pra del bien por un valor residual previamente fijado para el momento 
de finalizar la vigencia del contrato, como ocurre con el leasing finan­
ciero. Un ejemplo clásico de leasing operativo es el arrendamiento de 
máquinas de escribir, computadoras, fotocopiadoras. 

"SALE AND LEASE-BACK", O RETROARRIENDO .- Esta modalidad 
se presenta cuando se enajena 

un bien cuyo precio obtenido es aplicado por el vendedor para cancelar 
alguna obligación o ser invertido en la adquisición de otro bien, sin ne­
cesidad de solicitar créditos en la plaza financiera, manteniendo el ven­
dedor el uso de dicho bien, que es el arrendado por el comprador . Por lo 
tanto el vendedor pasa a ser arrendatario y el comprador será locador, 
quien generalmente con esa operación garantiza un crédito concedido 
al arrendatario, que como vendedor ha obtenido fondos dando el bien 
en garantía, con la posibilidad, si se trata de leasing financiero, de po­
der readquirir el bien haciendo uso de la opción de compra por el valor 
residual previamente establecido; esta modalidad es tambif.'1 aplicable 
al leasing operativo. 

Este sistema se aplica preferentemente en los países que poseen 
una economía estable y sana, con la consecuente baja tasa inflacionaria. 

LEASING INMOBILIARIO.- Esta modalidad de leasing cabe dentro de 
la categoría del leasing financiero, pero, dada la na­

turaleza del bien alquilado, la operación se hace más compleja. 

Es un contrato en virtud del cual la compañía de leasing cede en 
arrendamiento un bien destinado al uso provisional, (comercial, indus­
trial, de salud, etc.) comprado o construído por su cuenta, concediendo 
al arrendatario la facultad de adquirirlo al finalizar el contrato . 

De la naturaleza inmueble del bien surgen problemas que no se 
presentan cuando el alquiler versa sobre muebles. Por una parte, el te-
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rreno no es amortizable y la de las construcciones o edificios, es mucho 
más lenta que la de los equipos o maquinarias. Por otra parte , la deva­
luación monetaria y la valorización del terreno tienen gran incidencia 
sobre la economía del contrato. Por ello , las técnicas ideadas para reali ­
zar la operación son múltiples y complejas . 

"DUMMY CORPORATION" O SOCIEDAD DE PAJA.- Esta variante 
del arreiendo finan ­

ciero es típicamente norteamericana. Es una operación en la que no in­
terviene ninguna sociedad de leasing previamente constituída como tal, 
sino una sociedad constituída expresamente para que haga, las veces de 
intermediaria entre los ahorradores y el futuro arrendatario, quien es el 
verdadero y principal promotor de la sociedad llamada "paja". 

Formada la sociedad de paja, sus acciones son colocadas en el 
mercado con el objeto de recoger los fondos que permitan la adquisición 
de los equipos o maquinarias que serán alquilados . Esta sociedad actúa 
como arrendadora, pero, su administración se delga en un fideicomisa ­
rio que represente los intereses de los accionistas. 

Además, la inversión puede respaldarse mediante el otrogamiento 
de una garantía real sobre los equipos y a favor de los accionistas. 

El fideicomisario se encarga de recibir los canones de arrenda­
miento y con su producto debe proveer lo necesar io para pagar los divi­
dendos y eventualmente reembolsar el valor de las acc iones . 

DIFERENCIAS ENTRE EL CONTRATO DE LEASING 
Y EL DE ARRENDAMIENTO 

El leasing y el arrendamiento sólo tienen en común que ambos 
constituyen mecanismos de puesta a disposición de bienes . Sin embar­
go, las finalidades, funciones y efectos de una y otra figura contractual 
son muy diferentes. 

El arrendamiento es un contrato de administración por el cual el 
arrendador se obliga a ceder el uso de una co~a, comprometiéndose a 
hacerlo en condiciones tales que permitan su goce conforme las exigen­
cias del arrendatario. Es por ello que el arrendador debe entregar la co­
sa en buen estado y asumi r los riesgos de la misma , así como sus vicios 
presentes y futuros . Alrededor del uso de la cosa gira toda la problemá­
tica de este contrato . En atención a esta peculiaridad todas las cosas 
pueden ser objeto de locación , incluso las ajenas y las que se encuen­
tran fuera del comercio . Asimismo , necesariamente se requiere que la 
cosa que se brinda en alquiler sea preexistente , o sea , adquirida de 
antemano. 
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Por su parte, el leasing es un contrato de financiación mediante el 
cual el dador reali za una operación de préstamo, con la particularidad 
que la asistencia crediticia no se exterioriza en la entrega de dinero, si­
no en la entrega de un bien que el tomador recibe con la intención de 
usarlo y, eventualmente, adquirirlo . 

El uso del bien no tiene tanta relevancia para el dador como si la 
tiene para el tomador, en razón que la adquisición que efectúa la hace 
en interés del tomador y no en interés propió. 

Para el dador, el bien en sí no es factor motivante del ~ontrato co­
mo lo es para el locador; al dador sólo le interesa la operación financiera 
que instrumenta a través de leasing. Consecuencia de ello es que el to­
mador recibe el bien en el estado en que se halla y conoce por haberlo 
seleccionado y asume los riesgos y vicios del mismo, es decir que las 
cargas contrai:tuales se invierten respecto de la locación. Por lo expues­
to, la compra del bien objeto del leasing es simultánea o posterior a la 
suscripción de este contrato. 

En razón que el bien en sí no es el factor principal y excluyente del 
contrato de leasing, no todos los bienes pueden ser objeto de esta ope­
ración, sino solamente los denominados bienes de capital o equipo, 
atem:o a la naturaleza y función económica del leasing. 

También para el tomador la operación es de carácter financiero, 
dada que, a raíz de un cálculo económico y preciso, opta por tomar el 
bien en leasing con el propósito de procurarse un medio de financiación 
ventajoso. 

En mérito a lo expresado, la duración y el precio del leasing de­
penden de razones económicas y fiscales, como es la amortización téc­
nica del bien contratado, la recuperación de la inversíón realizada y la 
rentabilidad del capital prestado. Por el contrario, en la locación, su du­
ración y precio dependen del uso de la cosa, pudiendo ser 'el contrato 
por tiempo indeterminado y el alquiler fijado libremente en atención a 
la necesidad demostrada por el iocatario. 

Por último, resta señalar la principal diferencia entre el arrenda­
miento o locación y el leasing y que consiste en la posibilidad que brin­
da esta técnica contractual de eventualmente adquirir el bien facilitado, 
ejerciendo la opción de compra al vencimiento del contrato . 

El doble carácter que reviste el leasing como acto de administra­
ción y de disposición es el factor distintivo por excelencia. 
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PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO DE LEASING 

Agotadas las negociaciones y puestos de acuerdo en todos sus tér­
minos el cliente y la entidad financiera, se procede a la su~cripción del 
contrato de leasing respectivo. El ciclo precontractual queda cerrado, 
en razón de aceptar el dador la propuesta contractual formulada por el 
tomador, y éste, las condiciones impuestas por aquél. A partir de allí se 
inicia el período de ejecución del contrato. 

El contrato de leasing se perfecciona, es decir, nace, cuando se 
reúnen de una vez por todas los elementos constitutivos genéricos y es­
pecíficos para su existencia. El perfeccionamiento del contrato se ope­
ra, pues, una vez desarrollado y agotado por entero su proceso de for­
mación. En tanto ese proceso no se haya completado, el contrato aún 
no está perfeccionado, habiéndose engendrado hasta el momento sólo 
simples expectativas . 

Para el perfeccionamiento del contrato es necesario la concurrencia 
de cuatro elementos intrínsecos a su constitución y que son: 

* 
* 
* 

* 

La presencia de las partes contratantes (dador y tomador); 
El consentimiento convergente de cada una de las partes; 
El objeto sobre el que ha de ser versal el contrato (bien de capital 
cuyo uso se faci 1 ita); 

El precio de la contraprestación (importe de las cuotas y valor resi­
dual de compra). 

Además existen algunos presupuestos de validez del contrato que, 
aún siendo extrínsecos a él, ejercitan una función integradora respecto 
de los elementos enunciados más arriba. Tales presupuestos son: 

* La capacidad de obrar, y 

* El poder de disponer. 

DECRETO SUPREMO# 3121, EN EL ECUADOR 

El Decreto Supremo # 31 21 dado por el Consejo Supremo de Go­
bierno el 22 de Diciembre de 1978, y publicado en Registro Oficial# 745 
DE 5 de Enero de 1979; contiene las regulaciones y normas aplicables al 
contrato de leasing en el Ecuador. 

En el mencionado Decreto , se dice entre otras cosas , que, por ha­
cerse necesario modernizar las normas relativas al arrendamiento , de 
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conformidad con los adelantos universales de la ciencia jurídica; y que 
el uso de bienes, especialmente de maquinarias y equipos tiene rela­
ción con la producción de las empresas las que mediante este mecanis­
mo pueden obtener mayores recursos financieros, y que para obtener 
un rápido desarrollo económico del País deben estar modernizadas las 
instituciones jurídicas; se hace necesario dictar normas tendientes a re­
gular la aplicación del leasing en el Ecuador. 
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DERECHO CONSTITUCIONAL 

REFORMAS DE LA CONSTITUCION VIGENTE 
Por: Carlos Ramos A. 

Se ha iniciado la discusión en los distintos foros y niveles respecto 
a las reformas que deben introducirse a la vigente Constitución Política 
del país; éste es un hecho positivo y en el debate es conveniente que 
participen los ciudadanos a través de las distintas formas de organiza­
ción Social que existen en el Ecuador. Si bien es cierto que corresponde 
a todos la discusión de tan trascedental tema es obvio que algunos sec­
tores de la población pueden conducir y orientar de mejor manera este 
debate, indubitablemente que el Ejecutivo puede colocar en la mesa de 
discusión el tema y orientarlo, debería hacerlo, también resulta eviden­
te que los miembros de la Cámara Nacional de Representantes pueden 
y deben canalizar la opinión de sus electores en relación a este punto y 
sería ciertamente democrático que los Honorables Diputados organiza­
rán foros, mesas redondas y conferencias en sus respectivas circuns­
cripciones territoriales permitiendo tanto a sus partidarios como a los 
habitantes de la provincia que representan expresan sus opiniones al 
respecto con el fin de que su voz no sea opinión personal sino expresión 
de sus electores; existe otra institución que por su naturaleza , esencia y 
vocación debe ubicarse a la vanguardia de este gran debate nacional es 
la Universidad Ecuatoriana y en su seno corresponde a la Facultad de 
jurisprudencia orientar la discusión dada su propia especialización. 

Las consideraciones anteriores me llevan a presentar el presente 
trabajo como un aporte a la discusión de tan importante tema . 

PARTE DOGMATICA. - La constitución contiene dos par.tes claramente 
definidas y diferenciadas: la parte dogmática y la 

parte orgánica; la primera de ellas es la que declara los derechos y de­
beres del ciudadano con el Estado y la de éste con la sociedad; la segun­
da parte, orgánica, es la que fija la organización del Estado en sí mis­
mo, distribuye sus funciones, señala la organización de éstas, atribucio­
nes y límites etc. etc. · 
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La Constitución vigente se estructura , en la parte dogmática , de la 
manera siguiente : existe un Preámbulo en el que se expresa la identi ­
dad y razón de ser del Estado Ecuatoriano, abarcando el espacio com ­
prendido entre los Art . 1 al 4; luego continúa con la Primera Parte que 
es el orden bajo el cual se inscribe el articulado referente a la parte 
dogmática de la Constitución, se divide en Títulos que son tres : el Pri ­
mero se refiere a los ecuatorianos y los extranjeros , el Segundo men­
ciona los derechos, deberes y garantías de las personas , y el Terecer Tí­
tulo se relaciona con la Economía; Títulos y secciones que comprenden 
del Artículo 5 al 55 . 

La primera parte enfrentada con la realidad y exigencias de refor­
mas Constitucionales da como resultado la inconveniencia de reformar­
las en razón de que ellas son expresiones, afirmaciones y reiteraciones 
de garantías, derechos y deberes tanto ciudadanos como estatales que 
no ameritan un gran debate puesto que se encuentran unanimente en la 
consciencia de todos los habitantes del país , excepción hecha , y es me­
nester puntualizarlo, de la sección VI del Título 11 que se refiere a los 
derechos políticos en cuyo campo cabe la discusión de si es conveniente 
continuar con el consagrado sistema de partidos políticos o no y en el 
Título 111 que hace referencia a los sectores de la Economía y que susci ­
taría polémica por los opuestos intereses que se manifestarían . Pero 
salvo estos dos Títulos mencionados y más específicamente las seccio­
nes indicadas quizá lo mas conveniente sea evitar la discusión que pue­
de tomarse bizantina respecto a puntos y temas sobre los cuales existe 
bastante claridad y un concenso ciudadano; no amerita discusión , por e­
jemplo, el Art. 19 que consagra los derechos y garantías ciudadanos 
puesto que respecto a ellos exite unánime acuerdo . 

Pero si bien es cierto que la reforma de esta parte de la Constitu­
ción no cabría ni sería conveniente no es menos cierto que sí amerita 
una revisión el articulado en relación a dos situaciones : la técnica Jurí­
dica empleada para la redacción de los mismos la cual no es precisa­
Y depurada, cuanto la parte gramatical que comprende desde la cons­
trucción de las oraciones hasta la conjugación verbal , que ha decir de 
los entendidos en la materia la redacción de nuestra Constitución es un 
digno ejemplo de como no debería redactarse una Carta Fundamental . 

De suerte que en la parte dogmática de la Constitución convendría 
que la Cámara Nacional de Representantes , organismo al que le corres­
ponde conocer y aprobar las reformas a la Constitución conforme lo es­
tablece el Art. 143, inciso segundo, proceda a conformar una comisión 
integrada por juristas de talla y especialistas en Idioma Castellano quie­
nes conjuntamente obtengan la armonía , técnica jurídica y perfecta 
construcción gramatical del articulado que va del 1º al 55. 
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PARTE ORGANICA.- La vigente Constitución Política, aprobada el 15 
de Enero de 1978 mediante Referendum Nacional 

y que entró en vigencia el 10 de Agosto de 1979, dedica a lo orgánico la 
Segunda Parte que comprende seis Títulos subdivididos a su vez en 
secciones. El Título Primero se refiere a la Función Legislativa, su or ­
ganización y funcionamiento, la formación de leyes y la Facultad del 
Parlamento de aprobar el Presupuesto General del Estado. El Segundo 
Título comprende la organización, funcionamiento y atribuciones del 
Ejecutivo. La Función Jurisdicional es tratada en el Título Tercero. El 
Título Cuarto se ocupa de los organismos del Estado: Tribunal Supremo 
Electoral, Procuraduría General del Estado, Contraloría Géneral del 
Estado, Seperintendencia de Bancos, Superintendencia de Compañías. 
Bajo el Título Quinto se regula el Régimen Administrativo y Secciona! . 
El Título Sexto se ocupa de la Fuerza Pública, que la constituyen las. 
Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. Finalmente la Constitución con­
templa una Tercera Parte que se ocupa de la Jerarquía y control del or­
den jurídico, el Tr ibunal de Garantías Constitucionales y el procedi­
miento que debe seguirse respecto a las reformas de la Constitución. 
Todo lo anterior se regula en un total de 89 artículos que van del 56 al 
144. 

Conforme se puede apreciar esta parte es la más larga y que mayo­
res controversias puede suscitar por referirse a la forma como ha de or­
ganizarse y funcionar el Estado Ecuatoriano, hechos que no siempre lo­
gran la unanimidad de criterios y que dividen las opiniones conforme se 
los mire de uno u otro ángulo . 

Largo sería proponer reformas a toda la parte orgánica, unicamen­
te voy a sugerir reformas concretas a la 'Función Legislativa que repre­
senta al Régimen de Derecho y es Símbolo del sistema Constitucional 
habiendo recibido, durante su funcionamiento, duras críticas ya sea 
motivadas por sus propios errores ya por la incomprensión ciudadana a 
la labor que le corresponde desarrol lar. El título 1 de la Segunda Parte 
se ocupa de la Función Legislat iva y a este respecto la propuesta de re­
formas apuntaría a : 

a) DISTINCION ENTRE DI PUTADOS NACIONALES Y PROVINCIA-
LES. - Debe mantenerse el sis­

tema unicameral pero dist inguiéndose claramente entre un Diputado 
Nacional y uno Provincial para lo cual convendría fijar el. período de los 
nacionales en cuatro años en tanto que los Diputados Provinciales ten­
drían un período de dos años: aumentar el número de Diputados Pro­
vinciales fijando un mín imo de dos por Provincia y luego un adicional 
por cierto número de población o fración de la misma; permitir la ree­
lección indefinida de los Diputados . 
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bl INCORPORAR LOS DIPUTADOS Y VITALICIOS.- El referirnos al 
grupo de Diputados 

Nacionales conviene mencionar que su número debería ser la mitad 
más uno del número total de provincias de que se compone el país, a los 
cuales deben agregarse todos los ex-Presidentes de la República que 
hayan ejercido el poder en regímenes Constitucionales, fruto de un pro­
ceso de elección popular; con lo cual el país aprovecha un recurso hu­
mano invalorable, se concede una posición de dignidad a los ex-manda­
tarios y en el Parlamento éstos se constituyén en orientadores de la opi­
nión parlamentaria. Serían Diputados Vitalicios perdiendo su calidad 
unicamente con la muerte o por las razones que la ley señal&, se consti­
tuye en un derecho de tan ilustres ciudadanos y no un deber lo cual im­
plica que su presencia en el Parlamento es voluntaria y no obligatoria, 
la misma que se toma en cuenta para efectos de quorum en las sesiones 
cuando ellos están presentes y su ausencia no contribuye a determinar 
quorum, participan de las diferentes comisiones por voluntad propia, 
etc. 

c) REDUCCION DEL PERIODO TOTAL Y AMPLICACION DE LOS 
PERIODOS ORDINARIOS.- Como ya se ha mencionado es necesario 

reducir el actual período para el que 
son elegidos los honorables representantes a cuatro años para los na­
cionales y dos para los provinciales, pero de otra parte conviene la am­
pliación del período ordinario de sesiones de la H. Cámara Nacional de 
Representantes para que ésta se reuna en dos períodos ordinarios al 
año, el primero que iría del 27 de Febrero -aniversario de la Batalla de 
Tarqui- al 1° de Mayo -Día Universal del Trabajo- y el Segundo período 
ordinario que iría del 10 de Agosto al 9 de Octubre. La propuesta no es 
original puesto que ya la encontramos en calidad de disposición Consti­
tucional en el Art . 124 de la Constitución de 1967, aunque en distintas 
fechas en el primer período. 

D) REGULAR LOS CONGRESOS EXTRAORDINARIOS Y LOS JUI-
CIOS POLITICOS .- En la actual Constitución se consagra, como no se 

hace en ninguan otra de las que le anteceden, la Facultad de convocar a 
Congreso Extraordinario al Presidente de la Cámara Nacional de Re­
presentantes por su propia voluntad e iniciativa pudiendo ocasionar 
abusos en detrimento del país, por tanto debe volverse al sistema que 
consagran las otras Constituciones esto es que están facultados para 
convocar a Congreso Extr~ordinario el Presidente de la República y el 
Presidente de la Cámara Nacional de Representantes a pedido de por lo 
menos dos terceras partes del total de integrantes de la Cámara. De la 
misma forma debe regularse el llamamiento a juicio Político a los 
n;iem~ros del Ejecutivo dotándole de la seriedad y dignidad que hecho 
tan relrevante merece. 
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Cabe mencionar , finalmente, que la iniciativa de reformas a la 
Constitución es un derecho y garantía de los ciudadanos, conforme lo 
establece el Art. 143, inciso primero. 

Quito, 14 de Octubre de 1982 
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EL ECUADOR Y EL DERECHO INTERNACIONAL DEL ESPACIO 

EXTRATERRESTRE 

Por lñigo Salvador Crespo 

El Derecho Internacional Público tiene tantas divisiones cuantos 
ámbitos de relaciones internacionales existen. De ahí la gran amplitud 
de la materia. 

Uno de los campos que más auge ha tomado en los últimos tiempos 
debido al gran avance tecnológico que han conseguido la investigación 
y conquista del cosmos es el del Derecho Internacional Espacial , llama­
do también Derecho del Espacio Extraterrestre, Interplanetario, Cós­
mico o Ultraterrestre, para diferenciarlo del Derecho Aéreo que abarca 
exclusivamente el espacio aéreo vinculado directamente con el territo­
rio terrestre. 

La novedad de esta rama del Derecho 1 nternacional Público tiene 
una causa lógica: fue apenas en Octubre de 1954 cuando la Unión Sovié­
tica puso en órbita el primer satélite artificial "Sputnik" y sólo hasta 
1961 Gagarin pudo realizar su histórico vuelo orbital alrededor de la 
Tierra. 

A partir de entonces la conquista del cosmos ha avanzado a pasos 
colosales, haciendo necesaria la creación de un régimen jurídico que 
regule la exploración, utilización y aprovechamiento del espacio extra­
terrestre. 

La posible utilización del espacio ultraterrestre en bien de la huma­
nidad, sin embargo, fue prevista mucho antes de que la Era Espacial 
empiece. En efecto, en 1932 el alemán Vladimir Mandl escribió su es­
tudio "El Derecho en el espacio interplanetario. Un problema a través 
del Espacio'' 1, en el que contemplaba la necesidad de tratar los proble­
mas jurídicos que acarrearía la futura conquista del espacio. Este fue el 
primer paso del largo camino hacia la constitución del Derecho Espa­
cial, hasta que en 1952 se llevó a cabo en Stuttgart un congreso en el 
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que científicos y juristas establecieron la necesidad de legislar al res ­
pecto aun antes de que la conquista del Espacio hubiera empezado. 

Empero, una vez iniciada la Era Espacial , con el " Sputnik I", fue , 
ya de hecho, necesario limitar mediante normas jurídicas la utilización 
del Espacio Ultraterrestre. Muchos fueron los tratadistas y las organi ­
zaciones jurídicas y científicas que se ocuparon de enunciar doctrinas y 
teorías al efecto, hasta que el 12 de Diciembre de 1952 la O.N .UC:: creó el 
"Comité Internacional para la utilización pacífica del Espacio", me­
diante resolución 1472 de su XIV Asamblea General 2. 

Más tarde, el 13 de Diciembre de 1963, la XVI 11 Asamblea General 
de las Naciones Unidas, aprobó mediante resolución Nº 1962 la "Decla­
ración de los principios jurídicos que deben regir las actividades de los 
Estados en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre"3. 

El 27 de enero de 1967 la XXI Asamblea General recogió esos prin­
cipios en un Tra_!:ado, mediante Resolución Nº 2222 4. Entre los funda­
mentales constan: 5. 

a. NO APROPIACION .- Es espacio ultraterrestre, incluidos la Lu­
na y demás cuerpos celestes no son susceptibles de apropiación 
en cualquiera de sus formas. 

b. IGUALDAD.- Todos los Estados pueden explorarlo y utilizarlo , 
sea cual fuere su grado de desarrollo económico y científico. 

c. REGULARIDAD.- Toda actividad ha de ser realizada conforme a 
las normas de Derecho Internacional. 

d. NO MILITARIZACION. - La Luna y demás cuerpos celestes de­
berán ser utilizados con fines exclusivamente pacíficos, quedan­
do prohibido establecer bases militares, probar armas o realizar 
maniobras bélicas en ellos . Los Estados se comprometen a no 
poner en órbita , emplazar en los cuerpos celestes o en el espacio 
ultraterrestres, armas nucleares o de exterminio masivo . 

e. RESPONSABILIDAD. - Los Estados se responsabili zan por las 
actividades realizadas en el espacio ultraterrestre y por los da ­
ños causados. 

f. JURISDICCION. - El Estado que tenga el registro del objeto lan­
zado mantiene pleno control y jurisdicción sobre él mientras se 
encuentre en el espacio u ltraterrestre . 

g . GENERALIDAD .- Los Estados partes considerarán a los astro­
nautas como enviados de la Humanidad y les prestarán toda la 
ayuda posible. 
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Este último principio fue profund izado en el " Acuerdo sobre el sal ­
vamento y la devolución de astronautas y la restitución de objetos lan ­
zados al espacio ultraterrestre" contenido en la Resolución Nº 2345 de 
la XXI 1 Asamblea General 6, que complemente los principios anter iores 
con las siguientes prescripciones : 

1. NOTIFICACION .- El Estado en cuyo territor io ha aterrizado o se 
ha accidentado la tripulación de una nave espacial , tiene el de­
ber de notificar a la autoridad de lanzamiento, al público (si la 
nave no esta identificada) y al Secretario General de las Nacio­
Nes Unidas . Cualquier Estado que sepa que un objeto ha vuelto 
a la Tierra, aunque no caiga en su Territorio , tiene el mismo de­
ber . 

2. PETICION .- Si es necesaria la ayuda para asisti r y salvar a la tri ­
pulación o a los objetos o partes que vuelvan a T ierra, los Esta­
dos tienen el deber de solicitarla. 

3. DEVOLUCION .- El Estado que ha realizado el rescate de la tri ­
pulación u objeto vueltos a Tierra , debe devolverlos con seguri ­
dad y sin demora al Estado que los ha lanzado . 

El Espacio Ultraterrestre tiene muchas palicaciones, entre ellas la 
de las telecomunicaciones, cuyo progreso llevó a la suscripción , en 
1964, del primer "Acuerdo que establece un Sistema Comercial Mun­
dial de Telecomunicaciones por Medio de Satélites "8. 

Aunque en el campo de la conqu ista del cosmos el Ecuador , y en 
general todos los países subdesarrollados, han tenido una participación 
nula (Hay que tomar en cuenta que la Agencia Espacial Europea ape­
nas en 1981 pudo poner en órbita dos satélites artificiales) es posible 
que puedan sacar provecho de los avances aeronáuticos de las superpo­
tencias debido a un recurso natural que solamente los países ecuatoria­
les poseen : la Orbita Sincrónica Geoestacionaria. 

Es una órbita ci rcular que yace en el plano ecuatorial de la Tierra y 
tiene las características fís icas necesarias para permitir que un satélite 
artificial colocado en ella permanezca estático con relación al planeta. 
El satélite, claro está, deberá tener una veloc idad constante propia i­
gual a la de la Tierra en su movimiento de rotación , pero no necesita 
más que propulsión propia pues la altura a la que está situada le permi ­
te mantenerse en una posición fija respecto del centro de la tierra debi­
do a la fuerza gravitacional ejercida por el planeta . 

Así , pues , son tres las características que deben reunir los satéli­
tes: 9. 
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1. Trayectoria paralela al Ecuador terrestre . 
2. Período de rotación igual al de la Tierra . 
3. Altura constante de 35.786,557 Km. sobre la corteza terrestre . 

El Convenio Internacional de Telecomunicaciones suscrito en Te­
rremolinos, España, en 1973, define a la órbita geoestacionaria como 
un "recurso natural limitado" (art . 33, inc . 2)10. 

Las limitaciones principales a que está sujeta la órbita son : 

1. Saturación física de la órbita debido a la colocación de más saté­
lites de los que pueden transmitir sin interferencias . 

2. Saturación del espectro de frecuencias utilizadas para las comu­
nicaciones vía satélite. 

3. Riesgo de colisión entre sátelites. 
4. Privación de la energía solar requerida por satélites pequeños 

por interferencia de los grandes. 

La órbita geoestacionaria no tiene sólo provecho en el campo de las 
telecomunicaciones, está siendo usada y hay planes futuros para utili­
zarla en meteorología, en detección de recursos naturales, transmisión 
de energía e incluso luz solares. 

Son sólo diez los países ecuatoriales y, por ende, poseedores de la 
órbita geoestacionaria . 

Al Ecuador le corresponden dos segmentos de ella , un continental 
de 5.090,7 km. y otro insular de 6.689,6 km. que comprenden las respec­
tivas zonas terrestres y mar territorial de 200 millas. 

A pesar de ser poseedores de un recurso tan preciado, sólo uno de 
los países ecuatoriales, Indonesia , tiene sus propios satélites y son los 
países desarrollados los que aprovechan de la órbita geoestacionaria. 

A raíz de las declaraciones hechas a finales de 1976 por la delega­
ción ecuatoriana ante la O.N .U. en Asamblea General , reinvindicando 
la soberanía nacional sob re el anillo geoestacionario , ocho de los diez 
países ecuatoriles sostuvieron una reunión en Bogotá y el 3 de Diciem­
bre del mismo año suscrib ieron una declaración enunciando su ,posición 
respecto del asunto, resu m ida en los siguientes principios: 

a. Soberanía de los Estados Ecuatoriales sobre sus respectivos seg­
mentos de órbita geoestacionaria. 

b. Beneficio de los países soberanos sobre la órbita y no de los paí-
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ses desarrollados, hasta entonces exclusivos usufructuarios de 
ella. 

c. Los segmentos fuera de la jurisdicción de los Estados ecuatoria­
les son patrimonio de la humanidad . 

d. Libre tránsito de los satélites autorizados por la Convención In­
ternacional de Comun icaciones , siempre que " trans iten su cielo 
territorial en vuelo gravitacional fuera de su órbita geoestaciona­
ria" (lit. c). 11 

e. Autorización del Estado soberano sobre determinado segmento 
de órbita para la colocación de satélites estáticos y sometimiento 
a la ley nacional de dicho país . 

f . La presencia actual de satélites en la órbita de determinado pa ís 
ecuatorial no confiere derecho alguno a menos que se cuente con 
la autorización del Estado ecuatorial con jurisdicción sobre d icho 
segmento. 

Ante la unidad de los Estados signatarios de la Declaración de Bo­
gotá en la defensa de su recurso natural , los países que hasta entonces 
habían conseguido el uso exclus ivo de la órb ita han tratado de refutar la 
posición de los que tienen soberanía sobre ella aduciendo que el artícu ­
lo 2 del "Tratado sobre los Principios que deben regir las actividades de 
los Estados en la Explotación y utilización del Espacio Ultrater restre , 
incluso la Luna y otros Cuerpos Celestes" 12, declara la inapropiabili ­
dad por reivindicación de soberanía del espacio ultraterrestre . 

El principal argumento utilizado por los signatarios de la Declara­
ción de Bogotá para invalidar esa refutación, consiste en que no existe 
ningún instrumento internacional que haga una clara diferenciación en­
tre el espacio territorial y el espacio exterior ni de la altura en que el pri­
mero deja de ser objeto de la Soberanía nacional . 

Por otra parte, está claro que la órbita sincrónica geoestacionaria 
es un recurso natural 13 y como tal es objeto de " soberan ía plena y per­
manente, inclusive posesión, uso y d fsposición " según lo prescribe la 
"Carta de los Derechos y Deberes Económi cos de los Estados" adopta­
da por Resolución Nº 3281 de la XXIX Asamblea General de las Nacio­
nes Unidas 14. 

Hace poco tiempo, del 26 al 28 de abril de 1982, precisamente en 
Quito, se llevó a cabo la 11 Reunión de Países Ecuatoriles sobre Orbita 
Geoestacionaria, en la cual se puso especial énfasis en la necesidad de 
que sean los países en vías de desarrollo y específicamente los ecuato­
riales (que coincidencialmente son todos subdesarrollados , a excepción 
talvez del Brasil) los que aprovechen de manera más equitativa este re­
curso limitado. 
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Con este propósito , la Reunión estableció ciertos principios bási ­
cos, con respecto al régimen jurídico de la órbita sincrónica , que servi ­
rán como sustentación de su posición ante el Subcomité Jurídico de la 
Comisión sobre la Utilización del Espacio Ultraterrestre con Fines Pací­
ficos. 

De entre estos principios merecen ser destacados 15: 

1. CONSERVACION DEL RECURSO. - Siendo la órbita un recurso 
limitado de fácil saturación, toda monopolización o uso inequita­
tivo por parte de los países desarrollados debe ser evitado . 

2 . TRANSITO INOCENTE. - Cualquier objeto espacial colocado en 
la órbita podrá pasar a través del segmento ubicado sobre un Es­
tado ecuatorial 16. 

3. NO UTILIZACION MILITAR. - La órbita geoestacionaria no po­
drá ser util izada con fines bélicos . La cooperación internacional 
deberá promover su aplicación con fi nes pacíficos . 

Es importante resal t ar que entre las conclusiones a que llegó la 
Reunión, consta la necesidad de que los países desarrollados transfie­
ran la tecnología necesaria para los poseedores de segmentos de órbita 
con el fin de conseguir una mejor utilización de ellos . Esto, probable­
mente traerá como lógica consecuencia que sean compañías extranjeras 
-transnacionales- las que realicen la explotación de este recu rso natu­
ral, lo cual redundará en beneficio de los mismos países que hasta aho­
ra han usufructuado la órbita , beneficio que , en todo caso , será menor 
que el que ahora tienen y que , además, será compartido con los Estados 
soberanos del segmento explotado . 

Es asimismo, de gran importancia , hoy cuando las dos potencias 
bélicas Éstados Unidos y la Unión Soviética - discuten su " derecho" -el 
derecho del más fuerte - a poner en órb it a satéli tes que llevan a cabo 
experimentos nucleares con mi ras a la supremacía militar en el espacio, 
que los pequeños países ecuatoriales, de tradicional vocación pacifis­
ta, consagren la no utilización militar de la órb ita sincrónica geoestacio­
naria, 17. 
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CULTURA 





Fr. José María Vargas , O.P. 

EL ARTISTA JOAQUIN PINTO 

En el Museo Jacinto Jijón y Caamaño de la Pontificia Universidad 
Católica se exhibe una fotografía ampliada, en que constan profesores y 
alumnos de la Escuela de Bellas Artes, reorganizada en 1904 por el Mi ­
nistro de entonces Luis Martínez. Ahí se destacan en el centro Rafael 
Salas, Joaquín Pinto y Juan Manosalvas, los tres amigos y maestros, 
que trasmitieron a los jóvenes del principio del siglo XX las experien ­
cias de la pintura tradicional quiteña. 

Desde la creación de la Primera Escuela de Bellas Artes por el Pre­
sidente Gabriel García Moreno en 1872, los tres pintores asistieron a la 
suspensión de ese centro de formación artística con el asesinato del fun ­
dador orurrido el 6 de agosto de 1875. 

Los tres quedaron a merced del ejercicio de su profesión pictórica . 
Salas hallo clientela entre personas devotas que solicitaron imágenes 
del Corazón de Jesús para entronizarlas en sus hogares y entre la gente 
acomodada que solicitabla retratos. Manosalvas practicó el género de 
la acuarela a demanda esporádica de elemento social distinguido . Pinto 
fue un artista consagrado, que hizo de la pintura una profesión constan ­
te, hasta convertirse en una paradigma de la pintura del siglo XIX 

Por benevolencia amable del destino, los tres maestros fallecieron 
en 1906 con poca diferencia de fechas: Manosalvas el 23 de febrero , a 
los sesenta y siete años de edad , con el mal de melancolía ; Salas , el 17 
de marzo, a los ochenta y seis, por causa de vejez; y Pinto , el 25 de ju ­
nio, a los sesenta y cuatro , v íctima de hipertrofia cardíaca . El gobierno 
intervino en los funerales y personas de representación cultural traza­
ron el elogio póstumo de cada uno de ellos . 

EL HOGAR DE PINTO 

De los tres amigos , Pinto se ofrecía como un ejemplar de aut osupe ­
ración. Su infancia y niñez se habían desarrollado en un hogar carente 
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de comodidades. Su padre, José Pinto y Valdemoros, había desempe­
ñado un cargo secundario en la Tesorería Pública durante la Presiden­
cia de Toribio Montes y Juan Ramírez. Conservó su puesto en el go­
bierno de la Gran Colombia y continuó en su empleo en la presidencia 
de Flores y Rocafuerte. En 1839 había pedido su jubilación por razón 
de edad y años de servicio. En 1842 recibió en encargo de fiscalizar las 
cuentas de tesorería en la rama de vacante y comprobó un desfalco al 
fisco por el General Juan José Flores . Denunció el hecho al Congreso 
celebrado en Cuenca en 1845. Soñaba en una recompensa por este ser­
vicio, pero todo en vano . 

Al fin consignó este autorretrato: "En 61 años que llevo de fiel 
constante servicio en sólo la oficina de esta Tesorería, me ha guardado 
el Señor de incurrir en ninguno de aquellos públicos males y privados, 
sólo aprovechando de mi corto sueldo en mi mantención y subsistencia 
de mí dilatada familia en los tres tiempos de tres veces casado, sin te­
ner al presente más bienes, que el único vestido viejo y roto que cubre 
mi cuerpo; cuando otros muchos que en mi tiempo han sido empleados 
en la misma Tesorería, muy breve han adquirido casas, haciendas, tien­
das de comercio y bienes superabundantes; pero en medio de mí pobre­
za y m iserable estado, tengo el grande consuelo de que delante de Dios 
no tengo reato de restitución que grave mi conciencia en tan largos años 
que he sido empleado en esta Tesorería Provincial de Quito , cuyos cau­
dales en todos tiempos han sido arrebatados públicamente sin contra­
diccción ni defensa alguna ". A continuación afirmaba su devoción a 
Mar ía, cuya declaración dogmática de Inmaculada Concepción anhela­
ba con todas las veras del alma . Concli.iía inculcando a sus descendien ­
tes esta devoción mariana. En cuanto a los bienes , declaraba que tenía 
un terno de " pana negra que no hace mucho que lo compré y por ser 
largo de hechura ant igua la venderán para gastos de m i entierro o achi­
carlo para mi hijo Joaquín". 

Estos apuntes datan de 1850. Su hijo Joaquín Había nacido el 1 O 
DE AGOSTO DE 1842, del tercer matrimon io de su pad re con Encarna­
nación Ortiz Y Cevallos. Por lo visto, el n iño Joaquín no heredó bien al­
guno d~ su padre ; pero en su memoria debió grabarse la imagen de su 
progenitor como un hombre de honradez acr isolada , cristiano a la anti­
gua y despreocupado de la economía del hogar . 

VOCACION ARTISTICA 

El arte es un don gratuito que se traduce en una vocación y necesi­
ta cu lt ivo hasta convertirse en un hábito operativo. Es individual y rara 
vez se transmite por herencia. Pinto fue favorecido con el don del arte. 
De acuerdo con el método de aprendizaje entonces adoptado, frecuentó 
los talleres de Ramón Vargas, Rafael Venegas , Andrés Acosta, Santos 
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Cevallos y Nicolás Cabrera. Esta variación obedecía al cambio de domi ­
cil io, ocasionado por la pobreza de sus padres . De los maestros asimiló 
cuanto podían enseñarle en la práctica de la pintura, copiando modelos 
y leyendo libros sobre teoría del arte. 

En 1853 perdió a su padre cuando contaba once años de edad y 
desde entonces se hizo cargo del sostenimiento de su madre . Sin rene­
gar de la suerte y confiado en su vocación, respadó la experiencia prác­
tica con el estudio personal de la anatomía plástica, la geometría apli ­
cada , la perspectiva y la historia del arte . De este modo en plena juven­
tud resultó un profesor cotizado en el ambiente , por su atractivo huma­
no y su método ameno de enseñanza. Daba clases a domicilio . 

MATRIMONIO DE PINTO 

Entre sus alumnas se distinguía la señorita Eufemia Ber~ío , que 
recibió clases en casa de su tío, el canónigo Manuel Andrade Coronel . 
El trato frecuente con la joven suscitó el afecto mutuo , que se convirtió 
en noviazgo y cor'lcluyó en el compromiso matrimonial. No fue del agra­
do del canónigo el matrimonio de Pinto con su protegida. Las contrarie­
dades por este enlace las interpretó simbólicamente en su cuadro de la 
Inquisición, en que aparecen ajusticiados los dos por un tribunal en que 
actúa como acusador el canónigo Andrade. El matrimonio se realizó en 
1876, cuando Pinto frisaba en los 32 años. No fue el único móvil de su 
desposorio la finalidad sexual. Lazo de comprensión y armonía fue la a­
fición al arte, al que ambos se consagraron con ahinco . 

Al año siguiente de su matrimonio se ofreció a la parenja la opor­
tunidad de practicar la técnica del grabado . El Señor Federico Gonzá­
lez Suárez, entonces canónigo de Cuenca, estaba empeñado en publicar 
su estudio sobre los Cañaris . Comprometió a Pinto y a su esposa a que 
se hicieran cargo de la ilustración de la obra con grabados. Este trabajo 
implicaba el trazo preciso de los objetos arqueológicos y la impresión li ­
tográfica de las láminas. El señor Carlos Mateus facilitó la prensa y se 
pudo de, este modo ilustrar la obra, que salió a luz en septiembre de 
1878. A partir de este primer ensayo, Pinto y su esposa se ocuparon a 
fondo en el grabado . Abundan los motivos costumbristas interpretados 
en el decenio de 1880 y 1890. Por entonces Pinto cultivó la amistad con 
los Padres Pacífico Robalino y Daniel Reyes , Provinciales de la Orden 
Mercedaria . Nuestra Señora de la Merced constituyó un tema favorito 
para los grabados y pintu ras de nuestro artista y su consorte . La señora 
Berrío se esforzó en 1886 en interpretar , con algunas variantes, la re ­
presentación simbólica de Sucre, ideada por González". Jiménez , pa ra el 
grupo escultórico que figu ra el centro del frontispicio del actual Teatro 
Sucre. 
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LA ACUARELA 

La acuarela fue una nueva técnica en que se especializó nuestro ar­
tista hasta conseguir una perfección insuperable. Compaginaba con su 
capacidad de percepción, su pericia en el dibujo y su dominio del colori­
do. La acuarela utiliza como aglutinante el agua gomosa , añadiendo a 
veces una gota de hiel de vaca y miel para facilitar la adherencia de los 
colores y conservar la humedad. Puso de moda esta nueva técnica Juan 
Manosalvas, que había asimilado las·enseñanzas y la práctica del pintor 
español Mariano Fortuny, especialista en la acuarela y presente enton­
ces en Roma. 

La acuarela se ofreció en la segunda mitad del siglo XIX un artículo 
de consumo fácil para satisfacer las exigencias de cultos turistas euro­
peos, que querían llevar consigo muestras pictóricas de las costumbres 
sociales, con el indio como principal protagonista. Agustín Guerrero, 
Antonio y Rafael Salas satisficieron esta demanda de diplomáticos y et­
nólogos. Pero fue Joaquín Pinto el maestro cotizado por la veracidad de 
sus representaciories y la frescura del colorido. 

Entre sus apuntes manuscritos consta como cliente hipólito Fan­
diu, Ministro de Francia, a quien entregó nueve acuarelas el 4 de junio 
de 1896, cuatro el 4 de diciembre y nueve el 31 de mismo mes . El 4 de 
mayo de 1899 completó la colección con cuatro acuarelas más. Total 26 
representaciones constumbristas y de paisaje sólo para el señor Fandiu. 
Durante el año de 1889 había pintado 16 acuarelas para el señor Canci­
ller don Rogerio Bonnal . En 1900 pintó cuatro acuarelas para el señor 
Carfor. Entre 1900 y 1901 compuso una colección competa de cien a­
cuarelas de constumbrismo indígena para el doctor Francisco Cousin, 
para quien dibujó también muchas especies de caracoles para ilustrar 
su estudio sobre estos moluscos gasterópodos de concha helicoidal, e­
xitentes en nuestro suelo ecuatorial . 

La editorial Salvat, para la publicación de la Historia del Arte E­
cuatoriano en fascículos, ha ilustrado las carátulas con la reproducción 
de las acuarelas de Pinto, interpretadas poéticamente por el señor File­
teo Samaniego Salazar. Buen número de acuarelas pintadas por placer 
desinteresado del artista se conservan actualmente en los museos de la 
Pontificia Universidad Católica, de la Casa de la Cultura y el Municipal 
y en colecciones particulares . 

PINTURAS AL OLEO 

La pintura al óleo es la más familiar a los artistas. Desde que se 
descubrió la cualidad secante del aceite de linaza, se extendió su uso , 
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por br indarse a la variedad de tonos y prestarse fácilmente a correccio­
nes . Por lo general se aplica a tela , pero puede utilizarse la madera o 
una placa de metal. 

Por los apuntes conservados del mismo Pinto puede establecerse el 
proceso seguido por él en la composición de sus pinturas . La idea ger­
minal la bocetaba en un papel cualquiera. Preparado el lienzo, trazaba 
sobre él un esquema lineal de la obra proyectada . Aplicaba luego los 
colores con pinceladas firmes en las partes esenciales y daba los mati ­
ces exigidos por la configuración de las imágenes . El ejercicio cons­
ciente de la pintura y la necesidad de teorizar para enseñanza a los a­
lumnos le inspiraron la siguiente lección manuscrita: 

" El asunto debe ser bien imaginado y si fuere posible , mejorado 
en la mano del pintor en el momento de la ejecución . El pintor debe 
pensar tan bien como un historiador, con tanto sentimiento como un 
poeta , con tanta profundidad como un filósofo ; pero , sobre todo , como 
pintor , haciendo sabio uso de todas las ventajas de su arte y empleando 
aquellos recursos con los cuales sepa ocultar hábilmente sus propios 
defectos. 

La expresión debe ser propia del asunto y del carácter de los per­
sonajes : debe ser robusta, de suerte que el mudo espectáculo pueda ser 
perfecta y prontamente comprendido. Cada parte de la obra debe con­
tribuir eficazmente a su fin : colores , animales , vestidos y especialmen­
te las diversas actitudes de las figuras. 

Debe haber una luz principal a la cual estén subordinadas todas las 
partes , lo mismo que las sombras y reposos, haciendo del todo un com­
pleto y armonioso conjunto; al propi o tiempo que los detalles deben es­
tar perfectamente conectados y contrastados. El resultado , en suma , 
debe agradar a la v ista , de igual manera que agrada al oído una exce­
lente pieza de música . 

El dibujo debe ser fiel : nada debe estar fuera de lugar o despropor­
cionado y las proporc iones podrán variar de conformidad con los carac­
teres y situaciones de los personajes dibujados . El colorido , ya sea ale­
gre o tr iste, debe ser natural y de tal manera que alegre a la vista , tanto 
en las sombras como en la luz y en las medias tintas . Los colores , ora 
sean claros , ora espesos o suavemente hermoseados , deben manifestar 
que han sido aplicados por una mano ligera y segura . 

La naturaleza debe ser el general fundamento de la pintura ; pero 
esta misma naturaleza debe estar enaltecida y aún mejorada , no sólo 

-85-



bajo el punto de vista, que comúnmente se nos presenta , sino de aque­
lla manera que rara vez la descubrimos, según una juiciosa y bella con­
cepción del pintor". 

Destaquemos de paso algunas intuiciones de nuestro artista: la re­
lación de la pintura con la poesía y la música, la idea anticipada del es­
tructuralismo como sistema de valoracióm, la graduación de matices 
bajo el influjo de un color dominante, la combinación de luces y de som­
bras en la estructura de una composición. Pinto fue el poseedor del 
Tratado de Pintura de Manuel Samaniego, que adquirió don Jacinto Ji­
Jón y que establece el nexo de la Técnica tradicional de la Colonia con 
los nuevos adelantos introducidos durante la República . 

Como observamos el principio de esta disertación, Pinto falleció en 
1906. Nos separa, por consiguiente, la distancia de cerca de ochenta 
años . Su nombre, sin embargo, no ha perdido actualidad y sus obras 
son completadas con placer en Museos y colecciones. Incluso se cotizan 
a subidos precios. Vamos a utilizar la supervivencia de Joaquín Pinto 
como hombre y como artista. 

EL HOMBRE EN LA FAMILIA Y EN LA AMISTAD 

Desde su matrimonio en 1876 Pinto se estableció en la altura de 
Argumasín ubicada al occidente de San Roque. La casa era amplia con 
jardín al fondo. Ahí nacieron Josefina y Raquel, dos hijas únicas del 
matrimonio Pinto-Berrío . La vida apacible del hogar giraba en torno al 
jefe de familia, que se imponía con su carácter bondadoso y su dedica­
ción total al arte, en forma de conseguir que esposa e hijos fueran cola­
boradoras de su dedicación pictórica . El ejercicio de la profesión bas­
taba a la economía de la vida familiar , acostumbrada a lo estrictamente 
necesar!o, sih más cuidado que la presentación digna y elegante 
del pintor en sus actuaciones sociales . Desde la eminencia de la casa se 
podía advertir los efectos de la luz sobre el panorama de la ciudad , con 
su variedad de casas rojas dominadas por bloques conventuales . 

Por su don de gentes Pinto gozaba del sentimiento de amistad, no 
sólo entre los viejos colegas de oficio, sino entre personas de viso so­
cial. Recordemos la vinculación afectiva con el Señor González Suá­
rez, cuyo retrato trazó en 1.883. En 1.880 trató de cerca al doctor Ju­
lio !"1ato.velle, a cuya instancia pintó un cuadro de la Inmaculada para la 
Universidad de Cuenca. Por la misma época cultivó la amistad con los 
Padres Robalino y Reyes, que fueron sus asiduos clientes y a la vez me­
cenas par~ la realización de las muchas obras que figuran en la iglesia 
mercedaria. La respuesta gentil de Pinto fue donar todas sus preseas a 
los Padres de la Merced. 
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Pero el caso más notorio fuae el de la amistad con Honorato Váz­
quez . A los dos los unió la religiosidad , el sentimiento y la afición artis ­
tica. Vázquez frecuentaba el círculo literario compuesto por Roberto 
Espinosa , Carlos R. Tobar y Quintiliano Sánchez. A insinuación de es­
tos amigos publicó en 1885 la primera edición de los " Ecos del Destie­
rro " . Vázquez estaba interesado en aprender la pintura. Ningún 
Maestro más adecuado que Pinto. Conozcamos un episodio de la pluma 
del mismo Vázquez . En la Semana Santa de 1884 los dos amigos co­
mentaban las escenas de la Pasión . Fruto de este coloquio fue la pintu­
ra de San Dimas, el Buen Ladrón que Pinto obsequió a Vázq_uez. "Co­
sas del artista, concluyó el cuadro un Viernes Santo a las últimas horas 
del día conmemorativo de la escena representada. Para la concepción 
de la idea , concurrieron Pinto y Vázquez: la maestra ejecución fue ex­
clusiva de Pinto. Artista tan delicado, cuando fue admirado su cuadro 
en la Capital y solicitado una copia suya, contestó que nada podía resol ­
ver sino de acuerdo con Vázquez, con quien ideó lo dramático del cua­
dro . Vázquez, agradecido , extrañó que se le consultase en punto libé­
rrimo para el artista. Pinto no dio la copia solicitada" . (1) Una posible 
réplica de este cuadro de San Dimas la hemos encontrado últimamente 
en la colección del señor Roberto Páez. 

Distinguido y cariñoso amigo fue también Monseñor Ulpiano Pérez 
Quiñones , para cuya cruz pectoral trazó Pinto la escena del calvario en 
el diminuto círculo de un centavo . Monseñor Pérez Quiñones celebró la 
la habilidad del pintor en su composición del Juicio Final, obra ejecuta ­
da para obsequ iar al señor Ramón Menéndez Pindal , presente en Quito 
para documentarse sobre nuestro asunto de límites con el Perú . 

(1) Unión Literaria de Cuenca, 1902. 

TEMARIO PICTORICO 

El pintor francés Camilo Pissa rro, contemporáneo de nuestro artis­
ta, escribió a su hijo Luciano: " Felices aquellos que ven cosas hermo­
sas en los sitios modestos , donde otros no ven nada : todo es hermoso , 
hay que saber interpretarlo". Tal fue el caso de Pinto. Recordamos ya 
la serie del costumbr ismo indígena , interpretado a demanda de clientes 
diplomáticos . El indigenismo de Pinto es el reflejo de una alma sana 
que vio con ca r iño al indio en sus múltiples aspectos de servidor social. 
Nada de resentimiento ni de afán reinvindicador , que ha llevado a cari ­
caturizar al indio , como cartel de propaganda . Frente a la naturaleza y 
la vida Pinto desahogó su sentimiento mediante su pincel, que fue un 
instrum~nto dócil para representar sus impresiones. 
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A propósito del genio artístico se ha observado que hay artistas 
que ven e intuyen y otros que oyen y sienten . Se trata, desde luego, de 
predominio de una facultad. El artista cabal posee a la vez el don de 
observación intuitiva, de sentimiento estético y de fácil expresión . Pin­
to compaginó con el paisaje, ya sea en su limitación del espacio, ya en el 
panorama extenso. Un camino orillado por arboleda densa , un valle a­
nimado por un río, un rincón notable por la rareza de su marco geográfi­
co; un volcán de eminencia nevada, escalas de perspectivas ilimitadas 
con una atmósfera envolvente de las cordilleras impresionaron grata­
mente a nuestro artista, que tradujo su emoción en acuarelas y lienzos 
de primorosa factura . 

Fuera del paisaje, bastaba un motivo ocasional cualquiera para 
mover el pincel de Pinto. Un colibrí en vuelo, una ave de especie rara, 
una quesadilla , un vino al través de la transparencia de un vaso, una 
mariposa : asuntos fueron de representación pictórica . 

Aparte de la teoría del arte y el conocimiento de los procesos técni­
cos de la pintura , Pinto cultivó algunos idiomas clásicos y modernos y 
fue un de1voto de la historia universal. De ella aprovechó para sel_eccio­
nar motivos de significación simból ica . De este temario se conocen, en 
el acervo de sus obras: el Sueño de Edimión , la Muerte de Dido , el res­
cate de Anquises por su hijo Eneas del incendio de Troya , Otelo frente 
al Duz de Venecia , padre de Desdémona ; Virgilio y el Dante a las puer­
tas del paraíso. 

No le faltó a Pinto el sentido del humor con su ribete de ironía sa­
na. El lienzo mencionado de la Inquisición presenta a personajes , cléri­
gos y seglares, con su caracterización conocida en el amb iente . El don 
Quijote, con el fraile al anca de rocinante , insinúa el episodio de la rigi­
dez moralizadora de García Moreno . La interpretación del Carajo ofre­
ce una cara enrojecida por el olor pungente de los ajos que rodean la ca­
beza. La Inocencia Perdida exhibe la sorpresa pudorosa de la doncella 
que siente rota la cuerda de su integridad , m ientras los amorcillos llo­
ran el desenlace de la primera travesura . 

~o~a característi ca de Pinto fue reflejarse en mucho de sus pintu­
r~s , d1s1mulando su autorretrato , con pretextos de representaciones va­
riadas . Su patrono San Joaqu ín le brindo la oportunidad de ofrecerse 
c~mo modelo ~~ las numerosas figuraciones que trazó del padre de la 
V1r.gen . Tamb1en aparec.:e su retrato en cuadros de las almas del Purga ­
torio . 
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ASUNTOS RELIGIOSOS 

Pinto fue profundamente cristiano y puso su habilidad artística a 
servicio del temario religioso . En la Biblioteca Aurelio Espinosa Pólit 
se encuentra un ejemplar de la obra "El pintor Cristiano" de Fr. Juan 
lnterian de Ayala . Tuvo Pinto la paciencia de hacer un índice prolijo de 
materias, lo cual implicaba una lectura atenta del contenido total del li­
bro. En él se contienen las reglas directivas para representar debida­
mente los personajes y escenas del temario iconográfico. 

De acuerdo con estas normas, Pinto se volvió el artista familiar de 
los Padres Mercedarios . Para ellos pintó a Nuesta Señora de la Mer­
ced, bajo los variados aspectos de su historia y de su culto . Para la igle­
sia trazó los lienzos del Viacrucis y las imágenes de San Nicolás de Bari 
y Santa María de Cervellón. María, en su apoteosis de Concepción In ­
maculada y de su Soledad frente al cadáver del Señor Difunto, mereció 
la representación reiterada en grande y en pequeño. 

A propósito de tamaño cabe anotar que la mayor parte de las obras 
de Pinto son de tamaño reducido. Este hecho se explica por cuanto pin­
taba por un anhelo de liberaciorí, como de juego, por dar salida a sus 
concepciones, a las sugerencias captadas de las realidades circundan ­
tes. En el Museo de la Casa de la Cultura hay dos lienzos en los cuales 
ha representado más de cincuenta fisonomías, que expresan la actitud 
de alegría desde la sonrisa hasta la carcajada y del dolor con su gama de 
múltiples manifestaciones. Este repertorio de apuntes le ha servido pa­
ra caracterizar los personajes en sus composiciones , que interpretan la 
Transfiguración del Señor, la Transverberación de Santa Teresa de Je­
sús, la Oración del Huerto, San José, San Francisco de Paula y otros 
tantos motivos de temas religiosos . 

No es difícil descubrir en algunas obras de Pinto el origen de su 
inspiración. El célebre lienzo de la Transfiguración de Rafael de Urbino 
sirvió de modelo a los dos cuadros del mismo asunto que se conservan 
en los museos Jijón y Caamaño y Municipal. En el mismo Museo Muni ­
cipal se exhibe el cuadro de l Ecce Horno, interpretado por Pinto del 
lienzo original de Antonio Ciseri, pintor italiano contemporáneo de 
nuestro artista. 

Cabe aquí plantearse el p roblema de la originalidad de Pinto en la 
composición de sus obras . Como respuesta se podría aplicar a nuestro 
caso la observación de Goethe: "La verdadera originalidad se manifies­
ta en que sólo necesita un impulso para manifestarse, por lo cual sabe 
seguir, por sí misma y con independencia, el camino de lo verdadero , 
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de lo inteligente, de lo que perdura". Las cosas influían en él como la 
música en los hombres y se traducían en ritmos de colores . 

EL DESTINO DE LAS OBRAS DE PINTO . 

Rasgo característico de don Joaquín Pinto fue su afán de comuni­
car a los demás los secretos del arte y la técnica de la pintura . Desde 
joven se dedicó a la enseñanza, requerido por su vocación y también por 
la necesidad de ganarse la vida . Al compás de los años prosiguió la do­
cencia, ya como profesor de dibujo en el Colegio San Pedro Pascual , ya 
con clases particulares a alumnos voluntarios. 

En 1903 viajó a Cuenca a dirigir un curso en la Escuela de Pintura 
fundada en 1893. El doctor Honorato Vázquez, su amigo y discípulo, 
publicó la siguiente nota en La Unión Literaria: "El señor Pinto podrá 
dar lecciones a domicili9, por las mañanas hasta las diez, como lo hacía 
en Quito, en donde , por su honorabilidad , ha sido profesor de dibujo de 
señoritas y niñas". En junio anotaba el mismo doctor Vázquez: "Joa­
quín Pinto hace buena cosecha todos los días en la asiduidad , inteligen­
cia y maestría de los discípulos dignos de tan sabio maestro" . En julio 
se concluyó el curso con una exposición de trabajos, el día 24, aniversa­
rio del nacimiento de Bolívar . 

Terminado el compromiso en Cuenca regreso a Quito y el 24 de 
mayo de 1904 se hizo cargo, junto con Rafae l Sa las y Juan Manosalvas , 
de la dirección de la Escuela de Bellas Artes , reorganizada por el Minis­
tro Luis Martínez . Al comienzo de esta conferencia aludimos al retrato 
de profesores y alumnos de la Escuela de Bellas Artes. No constan al ­
gunos que concurrían , en calidad de aficionados , a recibir clases de pin­
tura . Entre ellos figuraban Alfonso Mena, Pacífico Chiriboga , Luis Ve­
loz, Venceslao Cevallos, etc. 

Ya en vida de Pinto se vendieron algunas de sus obras. Después 
de su muerte las hijas hubieron de condescender con exa lumnos de su 
padre, que adquirieron por lotes las pinturas de don Joaquín. Uno de e­
llos fue don Pacífico Chiriboga, que cedió después su colección al actual 
Museo Colonial. Otro fue don Alberto Mena , que donó su copiosa y va­
riada colección de pinturas y acuarelas al Museo Municipal. Un tercero 
fue don Jesús Vaquero Dávila, que vendió su colección a don Jacinto Ji­
jón y Caamaño y se conserva actualmente en el Museo de la Pontifica 
Universidad Católica. El doctor José Miguel Flor era párroco de San 
Roque cuando murió el artista. A su poder llegó una buena y selecta 
cantidad de cuadros que , a través de sus herederos, adquirió en parte el 
Museo del Banco Central . Un sobrino de Pinto , proveniente de las fa-
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mi liares de Loja, Salvador Valdivieso Vivar Pinto , frecuentó el hogar de 
las hijas de don Joaquín y de ellas obtuvo una buena colección de obras 
de su tío, que adquirio no hace mucho el Banco Central . 

Por lo visto, Joaquín Pinto fue el artista más fecundo y genial del 
siglo XIX, un pintor consagrado totalmente al quehacer pictórico , un 
hombre ilustrado y humanamente amable y desprendido de los bienes 
de fortuna, un cristiano práctico y maestro de algunas generaciones . 
Vivió y murió pobre y sus obras se convirtieron en riqueza de sus ami ­
gos discípulos. Sus restos descansan en la Catedral junto al de sus 
compañeros de labor, Rafael Salas y Juan Manosalvas. 
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POESIA 





Publicamos a continuación las obras ganadoras del Tercer 
Concurso Universitario de Cuento y Poesía " Pablo Palacio' . 

En cuento, resultó triunfador del señor Francisco Poveda Al ­
meida, alumno de la Facultad de Jurisprudencia , quien bajo el 
seudónimo de "Pampino" participó con el Cuento "POLICAR 
PIO " . 

En Poesía, el Primer Puesto correspondió al Sr . Juan Carlos 
Calderón Vivanco, alumno de la Facultad de Ciencias Humanas, y 
autor de "POEMAS DE APRENDIZAJE", con el seudónimo de 
"Modesto Lafuente". 

La Asociación Escuela de Derecho expresa su profundo agra ­
decimiento a los señores Dr. Rafael Arias Michelena, Dr . Ernesto 
Albán Gómez, Ledo . Rafael Herrera Gil , Dr . Marco Antonio Rodrí­
guez, Dr. Manuel Corrales y Ledo. Diego Ara u jo Sánchez , distin­
guidos miem_bros del jurado calificador, y a todos los participantes 
por el interés demostrado en este concurso. 

POLI CAR PI O 

Por: Pampino -

Francisco Poveda Almeida 

¿Hace cuánto tiempo he estado dormido? La maleza no se oye así. 
Esos gritos no son de aves , y me llaman, me reclaman . ¡A la ventana! , 
la policía me busca y traen a mi compa Mentor semidesnudo y prisione­
ro; mis hijos duermen . He de protegerlos ... 

Aquí vive ese criminal. Hemos hecho bien en venir los cuatro y 
traer a este negro. La batalla será difícil, tal vez ya nos habrá sentido. 
Dicen que como el animal estos montubios olfatean el peligro , pero no 
lo rehuyen, se enfrentan. Nosotros somos más y tenemos armas ... 
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Pude haberles distraído de la pista , tal vez llevado muy lejos pero 
de cuatro no me habría escapado. ¿Cómo le he hecho esto amo compa ­
dre Policarpio y a sus hijos tan pequeños todavía? ¡Qué diablo! , el len­
guaje del pensamiento , como el del amor es par-a todos , lo entienden 
hasta los de la ciudad. 

Ya disparan abajo, de un salto , ¿Para qué las escaleras? Solo con 
mi carabina y cinco disparos . Parecen ser varios para atreverse a llegar 
al nido de la culebra . La policía rural no hace esto sino por una causa 
especial. Mentor me grita , ¿Que me rinda? Lo estarán obligando . 

Una sombra y un sonido . Se mueve como un animal. Apenas se le 
oye . ¿Adónde se fue? El es solo uno y nosotros tantos , no sé si esta vez 
le venceremos. Se siente su mirada como un ca lofr ío; su acechanza de 
hombre alt ivo , del campo, con una fortaleza como la del árbol selvático 
que, herido por mil hachazos asesinos , cae con sus leñadores. 

¡Qué salto !, es ágil , mi compa . ¿Le habrán v isto , como yo? ¿ha­
brán oído su febril resp iración de t igre encerrado? No, pues se ocultan , 
tienen miedo, estos ciudadanos no saben lo que es ser hombre, no han 
conocido todavía a un gigante de la montaña que ve con el pensamien­
to , que piensa por los sentidos y en especial que reconoce las señales 
que se imagina y prevé . El que nunca engañó, ni pensó mal . El hombre 
de verdad que he conocido. 

No me han visto , estos son chapas de Quin indé, la ciudad les ha 
aletargado más mientras es más grande . Si fueran de Cupa no más, se­
rían mejores. Aquí , detrás de este tronco ' e palo me refugio . Solo han 
sido pocos disparos . Parecen desconcertados . Se mueven de uno a otro 
lado, se desesperan , insultan y maldicen . ¡Pobre m i compa envuelto en 
esas garras ! Si supieran que estoy solo , que no tengo balas , que vivo 
únicamente de ese sudor y de mis manos ... 

Debe tener compañía y han de estar preparando la emboscada, 
quieren sorprendernos. Pero nosotros somos cuatro policías entrena­
dos , tenemos nuevas armas y además, para entrar en valor , hemos to­
mado licor fino. Deben poseer armas también y tuvieron que estar es­
perándonos . Este forajido no se saldrá con la suya . Por algo su nombre 
y el de su fam i lia será maldito hasta la eternidad . 

Ojalá esté armado, mi compa . En esta soledad , el dinero del arduo 
esfuerzo diario se gasta fác i lmente en alcohol. Ni un cartucho tengo , es­
toy desamparado . La v ida es injusta . Para quien vive en la ciudad es fá­
cil tener lo que desea, es fácil casarse , vive cómodo . Pero él es malo, 
rencoroso, no sabe de amor. Su única simpatía es el dinero, por él pue-

-96-



de igual amar que sonreir. Gente sin escrúpulos ni razón , personas ca ­
rentes de músculos y de canción . ¿Por qué hoy pienso que hubiera sido 
bueno aprender a escribir? ¡Pobre mi compa , su suerte entregada a 
chapas citadinos! 

Las cabezas de los rurales están descubiertas , deben haber perdi ­
do la gorra en el viaje. Para ellos no sería un paseo, temblarían a cada 
rama que se dobla, en cada espina que dibujen. Son altos, pero no tanto 
como el compa Mentor . Parecen tambalearse . Su caballo es liso , sus 
rostros son distintos . Mi compa es grande, fuerte, grueso como el to­
ro'e la hacienda. Mido sus potencialidades, m i pensamiento me lleva 
hacia otro tiempo, me conduce a un espacio distinto y no lo puedo evi­
tar . 

¿Por qué pienso de manera diferente a como hablo? ¿Acaso tengo 
pereza y por eso no pronuncio bien las letras? ¿O es que estoy cerca de 
la muerte y quiero hacer algo bien; por lo menos pensar (¿hablar?) co­
rrectamente este idioma que no es el mío, dicen que vine de Africa . 

El hombre debe ser negro, como todos los de esta verde provincia. 
Adivino su talla gigantesca, su porte impresionante . El enorme ejem­
plar que era nuestro preso no era ni parecido a éste . Policarpio ... ¡Vaya 
un nombre, ni en los calendarios se lo encuentra! El nuestro es grande, 
el doble que nosotros, de piel brillante y no se inmuta si encontramos 
cualquier alimaña montaraz. Nosotros estamos solos, desprotegidos. Ni 
siquiera le vemos. Puede estar detrás de mí en este momento y yo no le 
escucho. Puede tratar de agredirme y yo ni siquiera le sentiré. No lo di ­
ré, pero se me ha pasado la juma y temgo miedo . Temblor . .. 

¡Qué torpeza de guardias!, venir acá detrás del monte que les im­
pide huir; pero a meterse en la cueva de la culebra negra, X , invencible . 
De la ciudad. Si supieran el peligro que corren. Pero aún peor estoy 
yo' en medio del fuego que se puede abrir ahora o después. Venir ellos a 
morir solos, una locura. Pero traerme por la fuerza, no sé cómo califi ­
carlo. Parecen adivinar que pienso en su idiotez , pues tiemblan de mie­
do, exclaman incoherencias, pronu ncian majaderías. Parecen niños de 
pecho, todavía menores, recién nacidos . Y vienen cuatro , ¡Qué valien ­
tes! ¡Qué coraje! Se enfrentan a un hombresolo y tal vez desarmado , 
el los perderán . 

¿Qué buscan? es seguro el destino negro con alas de ángel y len ­
gua de fuego , como diablo: la escopeta , que me pide cuentas por haber 
matado esa mujer ; pero era infiel , traiciona rme con mi propio amigo , 
¡Hay que ver 1, no, fueron las copas , esa costumbre de beber por beber, 
de tener pretexto siempre para sumergirme en un mar de ensueño. 
Mas, ese día, ese día desperté, no de un sueño, de una pesadill a. Subí 
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las gradas y llevaba mi machete; la encontré dormida, igual que estos 
rurales a mi; estaban también mis hijos . Pero yo, yo alcé el machete 
que cargaba al cinto y lo fui bajando despacio o raudo: casi sentía placer 
en la venganza. Su sangre saltaba, las ropas partidas, ¡Qué agonía! El 
piso crujía con dolor ai ver que se desplomaba el cuerpo ya informe de 
mi mujer; sus extremidades estaban despedazadas, sus labios, entrea­
biertos. Sus ojos me miraban todavía , ni una palabra, ni un quejido, ni 
siquiera un grito, lo estuvo esperando. Así moriré yo un día; en peda­
zos, sin miembros. Me faltará la voz , no podré oír y la fuerza me aban­
donará. Es como un recuerdo del cual tengo conocimiento pleno ... La 
injusticia divina. 

Jamás he rezado, pero hoy, esta oración revuelve mi garganta, 
anuda mi pecho, vuela en mi temor. Recuerdo un día, quise orar y no 
pude. Había muerto mi hermana. Quizá fue la sorpresa de verle allí en 
un pobre cajón oscuro, de encerrarle en una tierra calcinada por su pro­
pia sangre. La sangre que vertió al caer despedaiada por mil macheta­
zos en lugares inverosímiles de su cuerpo. Pero yo dejé de entender ese 
día. Lo único que quise y pensé es en la venganza que será histórica pa­
ra mí, cuando encuentre al criminal y le corte pedazo a pedazo su vida, 
cuerpo a cuerpo su sangre y le quite el encanto del hombre valiente y 
negro. Triste espectáculo el entierro, todos lloraban. Pero fue un día co­
mo cuaquier otro, y no llovía como ayer . La situación era calamitosa. El 
azul se ennegreció en los cuerpos vestidos de blanco. El paso fue since­
ramente calmo. Las oleadas de sinceridad corrían en las palabras: 
"cometió un solo error en su solaz vida, amar" . Y es la verdad. Amó. 
Con pasión. Como sabe hacerlo el animal. Ella era morena, vivaz , alti­
va .. . La venganza, hoy. 

¿Qué? Pienso en mi comadre, la pobre, murió hecha pedazos, he­
cha leña, en verdad. Su vida se esfumó por la esquina de la tierra ne­
gra, roja, sin color. Murió. Muerte carente de nombre, de tiempo, de 
razón. Nada más importa. Y el tiempo se detuvo . Volví a trabajar , ese 
día se inundó la finca, las culebras subieron por el río hondo. Tuvimos 
que cruzar en canoa remando. Vicenta se quedó, llorando. Nos decía­
mos compadres, pero no éramos nada . Comadre ... he olvidado su nom­
bre, fue hace tiempos. Sus hijos estaban pequeñitos, como el Patricio. 
Pero mi campa demostró lo que es ser hombre y tener honor. Nadie 
puede acusarle de matar una mujer tan buena que no supo amar a su 
querer. Solo Dios entiende . Vaya Ud. a comprender que amaba a otro, 
que buscaba otro suelo. Que el olor de vaca jamás le gustó. Pero su des­
tino fue dejar a sus hijos, encontrar otra tierra, otra mesa y comida nue­
va. Servicio puesto .. Un baile distinto en el salón mejor . Pienso en ella· y 
me parece verle . Orcen que cuando se está cerca de la muerte uno se 
ima~ina que ve a los seres que se le han muerto. Pero vería~ mi'ja. 
¡Que cosa tan rara! ... La muerte. 

-98-



Vamos a ver, la defensa de mi vida , lo único que tengo y que vendo 
por más valor que mi mujer. La de mis hijos . Nunca se los digo ni se los 
demuestro, pero son mi único consuelo , mi dicha, mi esperanza , carne 
de mi negra carne. Si algo no deseo que pase de mí para ellós es mi bru­
talidad. Que vayan a la escuela , dejen de ser tontos. ¿El corazón me gri ­
ta así? ¿Golpea tan duro? No, es mi temor , el deseo . Apunto, disparo; 
retrocedí un poco del impacto y más todavía de mi sorpresa, haberle 
llegado a ese hombre. Se retorcía, agarrado del pecho , tenía esa pecu ­
liar agitación del hombre que muere . Porque el que es herido, se de­
fiende y vuela en fiebre benigna , clama reposo, no ve que la causa , solo 
a la culpa. Pero el que va a morir ya se entrega , su cansancio de siglos 
es el de la raza humana acumulado de todos los presentes y pasados ac­
tuales. Ya solo navega en un mar que no ha visto jamás ... El que va a 
morir solo sueña con olvidar el inmenso dolor . Mi mujer es un ejemplo: 
no se defendió jamás . Sabía que todo lo que se puede entregar ya esta ­
ba dado . Su hora había llegado y el capitán estaba dando instrucciones 
abría el pecho para respirar el último aire, pero también para recibir to­
dos los disparos, salvar a los demás. Poco a poco fue cayendo de esas 
manos que lo elevaron hacia Dios, cerca del sol y se recostó en el amar­
go y a la vez delicioso aroma de la tierra sin mancha . De la honestidad 
incólume. Otra ocasión en que me siento cobarde; me siento a cargar la 
escopeta , un nuevo disparo. Deseo haber muerto pero quiero defender 
a mis niños. Quisiera haber disparado todas mis balas y tener todavía 
más . Cuando murió mi esposa .. . 

Sí, yo dirijo la expedición, mis hombres son tres y su vida es muy 
valiosa, aunque sea para que puedan gustar otra vez el perfume del li ­
cor, el aliento de mujer . Los ojos, siempre me ilusionó mirar de frente a 
los ojos; claros, mansos , indómitos , furiosos. Toda mi vida espejeada 
en esa mirada. Pero estos ojos refulgían cual los del animal salvaje, se 
miraban obscuros, no expresaban nada , solo brillaban , hipnotizaban 
No necesito verle. ¡Ay! Un dolor profundo penetra y desgarra mi pen­

samiento . Una bala , en el pecho. ¡Qué descuido! Me va a c·ostar la vida . 
He de hablarles, decirles que la campana ha sonado para mí y que se 
vayan de esta miserable guarida de serpientes , de animales nunca vis­
tos y casi humanos. Otra vez rezo, solo para mí. Ojalá se acabe pronto 
este dolor. Si hubiera vivido en el campo sabría cómo defenderme. Pero 
la escopeta es de la ciudad . Siempre quise conocer el campo y hoy mue­
ro en él, el suelo puro , el agua t urbia , el animal ... Ese animal que hoy 
me quitó la vida y me env ía a descansar . Dolor más grande. Cómo debe 
haber sufrido mi hermana, y hoy está aquí. El día en que ella murió . .. 

Carne blanca o negra , de color, le dicen , allá afuera , en el pueblo. 
Necesito salir con bien de aquí, esto puede ser una carnicería , triste es­
pectáculo. Mi Vicenta y mis negritos estarán en buenas manos aquí en 
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la finca. Todos me respetaban. Era un personaje muy importante. Pero 
estos chapas vinieron a desgraciar mi vida. Mi vida, y se dicen rurales 
¡Qué atrevemiento! Veo muy claro a mi campa, sé que su ~scopeta está 
cargada, martillada y apuntando . Un silbido es lo único que quedó del 
disparo y no impactó a ninguno. Estoy sin heridas . ¿Por qué cae? Le dió 
Lo mató. Llama a sus compañeros, les dice que se vayan, -que me lleven 
con ellos, acaso no ha visto todo, será testigo. Pide que le perdonen, 
que su hermana no pidió nunca venganza(¿ El cómo lo sabe?) Pero que 
se salven, que él es el único culpable y él solo habrá de pagar con lo más 
querido que tenga: su vida propia. Se va, se recuesta en la hierba que 
queda mancillada con su nombre de muerte sin confesión y con pecado. 
Los demás se retiran , ni se cuadran, ni se descubren, si no llevan nada 
en la cabeza . Esperan todavía. La hermana de este, mi comadre llena el 
ambiente, porque ese día en que ella nos dejó .. . 

Y ahora se marchan, como si nada hubiera pasado. Mi vida está li­
quidada. Mataré a todos, un tiro y se retuerce mi compa, le di al Men­
tor, ¡Qué de sangre! lo empujan y aprietan el paso, ni un disparo más. 
Ya cae. Le alzan y se lo llevan . Ojalá se salve. Yo me largo. Pero prime­
ro veré quién es aquel que fue mi víctima, pobre héreo de una voraz 
puntería. Pero si es el hermano de mi mujer , la venganza, venía bus­
cando. He desgraciado a una familia, he matado a mis hijos, he muerto 
yo. La senda es larga, el camino se lo hace andando, lejos. Necesito di­
nero, le pediré. 

La huída. Ya se van y me obligan a acompañarles, por delante. 
¡Arrarray! Me han herido, el golpe de gracia , y dónde. Me duelen los 
pantalones, los calzoncillos , la carne me arde . Mi sangre es roja como 
todas y sale abundante y fresca. Mareo. Olvido ... 

Qué fue del Policarpio, campa Mentor? 
De 'pue' de.c:¡ue le pidió dinero al Dr ., pue' no, se jue'pa' las monta­
ñas, lejos di 'que andaba . Lo' hijo' , en Viche. 
Aha. 
Los rurale' le seguían cerca . Nunca se olvidó de beber y así jumao 
como estuvo , le agarraron, le dieron una palija y se lo llevaron. En 
Santas Vainas se ensañaron con él, le cortaron las oreja' , no le dieron 
de comer y a punte' palo le rompieron todo' lo' hueso'. 
Y se murió? 
No, todavía le embarcaron en la ranchera, en el techo: en lá parr illa, 
pues no, y le llevaban a Guayaquil. Ahí arriba cerca de Dios y ' el sol , 
una tarde se acabó e'secar. 
Esta es la historia verdadera del Policarpio asesino, cruel, ' te hirió, 
pero sobre todo hombre. 
E'ta 'e la verda '. 
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Por: Modesto La Fuente 

Juan Carlos Calderón 

Ya he descubierto que puedo construir con los dedos, 
puedo espulgar y dar por igual caricias, 
sutilmente adquirir lo que no puedo, 
ser fiel y sobre todo ser compañero. 

Hermano, si son tus pañales 
aún hueles a orines de infante, 
los dientes de lecho que no se te caen 
rien con la boca abierta en la noche 
porque eres tan dulce cuando estás dormido . 
Respiro la esencia de tu alma de niño, 
la sonrisa franca y el franco cariño. 
Hermano, la escuela, 
tus siete años sueñan· aún en juguetes, 
en carretas focas, en juegos de barrio, 
patear la pelota, hermano 
y aprendes tan rápidamente 
que temo ese cambio del que todos tienen 
y a veces quizá tan demasiado aprisa 
que cada día igual eres diferente. 
Hermano, la música , el piano, la gente 
y todas las cosas que hay en tus manos 

,/ , 1 nen cuando ries, cuando lloras 1 anta. 
A los que se dicen tus seres queridos 
les es tan difícil verte como un niño, 
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aceptar que no eres más que un ser humano 
con tanta torpeza como pocos años, 
con una pureza que van destrozando, 
enseñando a ciegas lo bueno y lo malo, 
lo que no se dice, lo que se respeta , 
lo que no se pide y lo que se acepta . 
Hermano, el engaño; 
te enseñan ahora lo que me enseñaron, 
esperanzas locas y falsos palacios 
y te hacen crecer demasiado rápido, 
que aprendas de pronto las "buenas costumbres" 
aún con malos tratos; 
y bien se yo que es demasiado, 
que apenas se es niño a los siete aros 
y nada se aprende sino es preguntando; 
acaso el temor de que seas libre 
hace tanto daño? 
Hermano, te amo tanto 
que de ti no espero un triunfo sonado 
ni que acabes siendo un gran caballero, 
sólo quiero y pido que seas amado 
como yo te amo, 
que te dejen libre de ser un muchacho 
y después ser hombre capaz de ser niño, 
ser viento y refugio, ser semilla y grano 
porque yo te veo en tu edad impuesta 
y vuelvo a mi infancia; 
hermano mi infancia no admite regaños. 

11 

Porque somos fieles a la vida 
no podemos negar 
lo que ven nuestros ojos, 
ni dejar de oír el grito 
que oyen nuestros labios. 
Porque somos fieles a la vida 
y no a los engaños 
no podemos evitar 
lo que no amanas~ 
y no podemos dejar el reclamo 
por la libertad de un plato de comida. 
Porque somos fieles a la vida 
es imposible esconderse en las vitrinas 
Y en las constumbres burguesas . 

-102-



No podemos olvidarnos del mundo 
que pisan los pies delcalzos 
y manos diarias· de limosna. 
No podemos caer de nuevo 
en el romanticismo indiferente 
de los poetas ciegos; 
los niños pobres no entienden 
todas aquellas discusiones vanas 
acerca de la vida enajenados de cerveza, 
cuando falta leche y zapatos 
ni siquiera les pasa por la cabeza 
la posible esnobista revolución 
de los no comprometidos revolucionarios. 
Porque somos fieles a la vida 
debemos tener los sentidos en la tierra 
aunque los horrores de la calle 
los justifique el sistema. 
Si es que somos fieles a la vida 
debemos entender lo que es el sacrificio, 
lo que es tener los ojos bien abiertos 
y la voluntad para componer un mundo 
que otros quieren que siga destrozado. 

111 

Te amo cuando en todo este desorden 
puedes encontrar un poco de belleza, 
cuando eres diferente 
y encuentras descompuestas 
las cosas engreídas. 

Te amo cuando en silencio 
buscas profundamente 
el hechizo de mi alma, 
cuando con tus manos 
abrazas mi mirada . 

Te amo cuando no soy nadie para todos 
y para ti soy el mundo entero, 
cuando los dos somos el único universo. 
Cuando sin querer me envuelve tu ternura 
y tengo entre t us brazos 
la paz de una morada. 

Te amo cuando escuchas mis palabras locas 
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y no das a entender que no entendiste nada, 
cuando me das valor, cuando eres mi espada . 

Te amo porque eres mi único motor , 
la fuerza de mis sueños. 
Sé que eres siemple y a la vez eres todo; 
que eres la luz que atrae la alegría 
y en el dolor espantas la tristéza. 
En la caricia la que se brinda entera 
sin ninguna vergüenza 

Te amo porque sé que no tienes pereza 
de decir que me quieres 
y puedes agarrar mi corazón por dentro. 

Te amo porque sé que 
cuando ya no me tengas , 
en medio de otra gente 
me amarás en secreto . 
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ANEXO 





EXPOSICION DE MOTIVOS 

Paso trascendental para la vida de la Asociación Escuela de Dere­
cho fue la adopción de un mecanismo de reforma estatutaria por parte 
de la Asamblea General de Estudiantes de la Facultad de Jurispruden­
cia reunida el 16 de Diciembre de 1981 . Trascendental tanto por el me­
canismo escogido, que siendo ágil y dinámico conserva la virtud de una 
participación directa y democrática del estudiantado, cuanto por el ob­
jetivo último de la reforma: dotar al organismo estudiantil de la Facul ­
tad de un instrumento jurídico fundamental que, dentro de los necesa ~ 
ríos límites de legitimidad y estabilidad, garantice por un lado el ejerci ­
cio de los derechos estudiantiles y, por otro, la existencia jurídica de la 
Asociación. 

Integradas las comisiones de elaboración de proyectos, primer pa­
so del mecanismo de reforma estatutaria aprobado, se procedió al aná­
lisis del Estatuto vigente y de las reformas propuestas para él. Dictado 
el 26 de Noviembre de 1966 y parcialmente reformado el 29 de Noviem­
bre de 1972, el Estatuto vigente, anacrónico en su estructura, obsoleto 
en su contenido y parco en sus preceptos , resulta inaplicable para la ho­
ra presente. Circunstancia grave y fatal ésta que determinaba , por los 
estériles intentos de reforma, un vacío legal a la post re insalvable que 
se prestó a más de una utilización . 

La tarea, entonces, no podía, ni debía ser bajo ningún aspecto , la 
de simple reforma . Se urgía una Ley fundamental que llenara el vacío 
existente, un proyecto nuevo que respondiera a las exigencias institu ­
cionales de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador , de la estruc­
tura universitaria vigente y de la sociedad ecuatoriana act ual , y que, a 
la vez, supiese efectivizar los anhelos y conquistas estudiantiles. 

Y esto es lo que la Comisión, integrada y mancomunada en este 
propósito, salvando naturales divergencias , en espíritu de equipo y 
camadería, cree honradamente haber alcanzado . 

De las innovaciones que la Comisión ha creído del caso introducir 
caben destacarse, como principales, las que inciden en la orientación 
esencial de la Asociación, en la estructura de sus organismos, en la pro-
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tección de los derechos estudiantiles y en la legitimidad jurídica del Es­
tatuto. 

Así, dentro de la Facultad de Jurisprudencia, se consagra formal­
mente a la Asociación Escuela de Derecho como el organismo estudian­
til por antonomasia, con todos los efectos que esta calidad compprta Y a 
los miembros de ella, correlativamente, como parte activa y deliberante 
en la vida de la Facultad. Para tal objeto, entre otros mecanismos, se ha 
elevado a categoría de institución estatutaria a la Consulta Estudiantil 
como medio de expresión de derechos y de una manifestació~ soberana 
irrestricta. Además se ha concedido, aparte de los ya existentes, ciertos 
derechos particulares como los de moción e información. 

El sustrato esencial de todo ente descansp en los fines que ilumi­
nan y alientan su existencia. Ellos son los que reposan en la conciencia 
colectiva y se manifiestan en la búsqueda del bien general . La Comi­
sión, consciente de su responsabilidad, no escatimó esfuerzos para in­
tepretar ese sentimiento estudiantil y consagrarlo, con sinceridad su­
ma, en el presente Estatuto . 

De esta menera , dentro de los objetivos primordiales, se contem­
plan el adelanto institucional y la consecución de los fines de la P.U.C.E 
No podemos, so pena de falsear nuestra naturaleza intrínseca, diso­
ciarnos del contexto al que pertenecemos. La Pontificia Universidad Ca­
tólica del Ecuador es una realidad histórica con la cual estamos com­
prometidos individual y colectivamente. En esta misma línea se ubica el 
deseo de formar una auténtica comunidad en ella, a través del diálogo 
que, metódica y críticamente debemos incentivar. 

No podría dejar de consagrarse las garantías de autonomía univer­
sitaria y libertad de cátedra , conforme a la naturaleza de nuestro centro 
superior de estudios, principios que engendran y dan vida a la Universi­
dad latinoamericana desde las gestas históricas de Córdoba. 

Ineludible también incluir la extensión universitaria desde la ópti­
ca propia del futuro abogado y del aporte específico de la Universidad 
Católica, como medio de solidaridad auténtica con nuestra sociedad. 

Así como la Asociación Escuela de Derecho se halla inmersa en u­
na Universidad, también lo está dentro de una sociedad ante la cual res­
ponde. La extensión universitaria es un matiz de esta respuesta, perc 
no el único. Los universitarios, por su inminente carácter crítico, por su 
fundamental necesidad de racionalidad y eticidad no pueden abstener­
se de una opción socio-política, que no degenerará en politización en la 
medida en que no desfigure la cientificidad de su labor y se mantenga 
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fiel a su responsabilidad universitaria. La reforma y elaboración legis­
lativa son un propicio lugar de participación en que se cumplen todos 
estos condicionantes; a una Facultad de Jurisprudencia, como a nadie, 
le corresponde cooperar en la actualización del Derecho y no puede 
permanecer alejada del quehacer legislativo . 

La aspiración suprema de la formación integral tiene asilo privile­
giado en el Proyecto, con todos los supuestos que su consecución com­
porta. En este punto merecen obser:vación especial la capacitación pe­
dagógica de los docentes y la revisión periódica del pénsum, anhelos 
éstos que responden a sendas deficiencias de funestos resultados . 

Como detalles de aporte singular valga anotar los referentes a la 
reglamentación de la Asamblea General de Estudiantes que, como or­
ganismo máximo de la Asociación , no puede dirigirse discrecionalmen­
te; a las funciones específicas de cada miembro del Directorio; a la res­
ponsabilidad del mandato estudiantil; a la integración porcentual de las 
vocalías, hecha con criterio visionario y real, a la representación de las 
minorías y a la caltdad de miembro honorario. 

Especial mención merece también la elevación del Tribunal Electo­
ral a categoría de organismo de la Asociación Escuela de Derecho, con 
atribuciones y funcionamiento propio. 

Finalmente, se establece la Supremacía Estatutaria como respaldo 
a la legitimidad y legalidad de las normas jurídicas de la Asociación, 
previendo, además, mecanismos apropiados para su reforma, aportes 
sustanciales que resultan indispensables en cualquier ordenamiento ju­
rídico. 

La Comisión cree, leal y modestamente, haber cumplido con su 
honroso y delicado cometido, y entrega a consideración de los estudian­
tes de la Facultad de Jurisprudencia de la Pontificia Universidad Católi­
ca del Ecuador, el fruto de un intenso, meditado y no poco sacrificado 
esfuerzo, con la convicción de que, aprobado en consulta estudiantil, 
este será un instrumento eficaz, que satisfaga los requerimientos jurídi­
cos de nuestro convivir universitario y las aspiraciones estuantiles, po­
sibilitando dentro de sus limitaciones la realización de los idelaes supe­
riores a los que todo hombre está llamado por su vocación histórica e ín ­
timo sentir. 

MAURICIO MONTALVO SAMANIEGO 
Presidente de la Comisión "A" de Elaboración 

del Estatuto de la Asociación Escuela de Derecho. 
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MIEMBROS DE LA COMISION "A" 

Mauricio Montalvo S. 
PRESIDENTE 

Fernando Benítez 
VOCAL 

Diego Jararnillo T. 
VOCAL 

Juan Pablo Aguilar A. 
VICEPRESIDENTE 

José Luis Bruzzone 
VOCAL 

Pablo Peña R. 
VOCAL 

lñigo Salvador C. 
VOCAL 

PROYECTO "A" DE ESTATUTO DE LA ASOCIACION ESCUELA DE 
DERECHO DE LA PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATOLICA DEL 

ECUADOR 

Los estudiantes de la Facultad de Jurisprudencia de la Pontificia 
Universidad Católica del Ecuador, a fin de hacer efectivos los derechos 
inherentes a esta calidad; conscientes de la necesidad de participar en 
el logro de los fines institucionales de nuestra Universidad y de asumir 
su responsabilidad de colaborar activamente en el alcance de la justicia 
social y en el cambio de estructuras que reclama la sociedad ecuatoria­
na, aprueban en consulta estudiantil el presente Estatuto, corno norma 
fundamental que regirá a la Asociación Escuela de Derecho de la Ponti­
ficia Universidad Católica del Ecuador. 

TITUTO 1 
NATURALEZA Y FINES 

Capítulo 1 
De la Naturaleza 

Artículo 1.- La Asociación Escuela de Derecho es el organismo que a-
grupa a los alumnos matriculados en la Facultad de Juris­

prudencia de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador con el ob­
jeto de velar por sus intereses, representarlos y propender' a su cons­
tante superación. 
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Capítulo 11 
De los Fines 

Art. 2.- Son sus fines: 

a. impulsar por todos los medios que estén a su alcance el adelanto 
de la Facultad de Jurisprudencia y de toda la Universidad, con a­
rreglo a las disposiciones legales vigentes; 

b. velar por la vigencia y respeto de la autonomía universitaria y la 
libertad de cátedra, enmarcadas en la naturaleza y fines de la U­
niversidad; 

c. impulsar la creación y funcionamiento de mecanismos de exten­
sión universitaria, que, de acuerdo al espíritu de la Pontificia U­
niversidad Católica del Ecuador, se orienten a la divulgación cul­
tural y permanente colaboración del estudiante con la comuni­
dad ecuatoriana y latinoamericana; 

ch. procurar la formación integral de sus miembros para una plena 
capacitación en sus actividades profesionales y públicas: 
1. tendiendo al mejoramiento del nivel académico de la Facul­

tad; 
2. estimulando a sus miembros a una mayor participación en las 

actividadaes de investigación científica y cultural relacionadas 
con el área jurídica; 

3. organizando seminarios, cursos de postgrado y de capacita­
ción profesional, así como otras actividades afines; 

4. exigiendo de la Facultad una constante capacitación pedagó­
gica de sus profesores y de éstos una permanente actualiza­
ción de sus conocimientos; 

5. propendiendo a una efectiva difusión de becas que sirvan de 
estímulo a los estudiantes de la Facultad; y, 

6. revisando periódicamente el pénsum de estudios de la Facul­
tad. 

d. integrar a sus miembros a la comunicad universitaria mediante 
el diálogo metódico y crítico con autoridades, profesores, traba­
jadores y demás estudiantes; 

e. contribuir, a través de los medios a su alcance, al logro de la 
transformación social en el país, aportando a ella mediante la in­
vestigación científica, la excelencia académica, la actividad cul­
tural y el diálogo crítico y sistemático; 

f. mantener una posición de análisis y discusión pública s,obre la 
expedición y reforma de los instrumentos jurídicos que revistan 
trascendencia en nuestro país; y, 

g. colaborar activamente con la F.E.U.C.E. y demás organismos 
estudiantiles en todo lo que no se oponga a la consecución de sus 

fines. 
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TITULO 11 

DE LOS MIEMBROS 

Artículo 3.- La Asociación Escuela de Derecho está conformada por 
miembros activos y honorarios. 

Capítulo 1 
De los miembros activos 

Artículo 4.- Son miembros activos todos los estudiantes matriculados en 
la Facultad de Jurisprudencia de la Pontificia Universi­

dad Catól ica del Ecuador , y los miembros del Directorio de la Asocia­
ción Escuela de Derecho mientras no fueren legalmente reemplazados. 

Artículo 5. - Corresponde a los miembros activos : 
a. participar efectivamente en el quehacer de la Asociación, tanto 

en su vida interna como externa , co laborando activamente en la 
realización de los fines y programas de la A .E.O .; 

b. defender el prestigio e intereses de la Asociación Escuela de De­
recho, de la Facultad de Jurisprudencia y de la Pontificia Univer­
sidad Católica del Ecuador ; 

c. cumplir el presente Estatuto y los reglamentos debidamente ex­
pedidos, así como las resoluciones y disposiciones emanadas de 
organismos de la Asociación ; 

ch . elegir y ser elegidos dignatarios de acuerdo al presente Estatu­
to y al Reglamento de Elecciones, y desempeñar funciones den­
tro o fuera de la A.E .O.; 

d . intervenir con voz y voto en la Asamblea General y ejercer los 
derechos de moción y petición ante los organismos de la A.E.O.; 

e. asistir a las sesiones del Directorio y, con autorización de éste, e­
jercer el derecho a voz; 

f . desempeñar las comisiones que les encomienden los organismos 
de la Asociación y proporcionar a éstos los informes que les soli­
citaren; 

g. tener acceso directo, en cualquier momento, a las actas y demás 
documentos existentes en los archivos de la Asociación y solici­
tar copia certificada de los mismos; y, 

h. asumir los demás deberes y atribuciones previstos en este Esta­
tuto y en otras disposiciones vigentes . 
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Capítulo 11 

De los miembros honorarios 

Artículo > Son miembros honorarios todos los ex -Presidentes de la Aso­
ciación quey hayan sido electos para desempeñar su car ­

go por sufragio universal, directo y secreto, y quienes fueren distingui ­
dos con esta calidad por el Directorio de la A .E.O. 

Artículo 7. - Para que una persona sea miembro honorario , el Directorio 
considerará: 

a. que haya coadyuvado de modo relevante a la consecución de los 
fines de la Asociación; 

b. que, mediante su actuación pública o privada, hubiere puesto en 
alto el nombre de la P.U.C .E . en general y, concretamente , el de 
la Facultad de Jurisprudencia; o, 

c. que, de modo desinteresado, hubiere contribuido al engrandeci ­
miento material o institucional de la Asociación . 

Artículo 8. - Para que una persona sea distinguida con la calidad de 
miembro honorario de la A.E.O., se requerirá el voto del 

las 2/3 partes de los miembros del Director io presentes en la sesión. 

Artículo 9.- Corresponde a los miembros honorarios: 
a. participarcon voz ante los organismos de la Asociación Escuela 

de Derecho; y, 
b. sujetarse, en lo que les concerniere , al presente Estatuto y de­

más disposiciones vigentes. 

TITULO 111 
DE LOS ORGANISMOS DE LA ASOCIACION 

Artículo 10.- Son organismos de la Asociación : 

a . la Asamblea General de Estudiantes; 
b. el Directorio; y, 
c. el Tribunal Electoral . 

Capítulo 1 
De la Asamblea General de Estudiantes 

Artículo 11 .- La Asam blea General de Estudiant es es el organismo má­
ximo de la Asociación . 

Está integrada por los m iembros activos y honorarios. Sesiona en 
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fOrma ordinaria y extraordinaria. 

Artículo 12.- La Asamblea General ordinaria se reúne una vez por se­
mestre por convocatoria del Directorio de la A.E.O. he­

cha en los meses de Noviembre y Mayo. 

Artículo 13.- La Asamblea General extraordinaria se reunirá las veces 
que se considere necesario. , La convocatoria la hará el 

Directorio de la A.E. D. : 
a. por petición del Presidente de la A.E.O.; 
b. por resolución de la mitad más uno de sus miembros principa­

les; o, 
c. por petición escrita de por lo menos el 30% de los miembros acti­

vos de la Asociación. 

La Asamblea General extraordinaria tratará únicamente los puntos 
para los cuales hubiere sido convocada . 

Artículo 14.- La convocatoria a la Asamblea General de Estudiantes se 
hará mediando, entre la fecha de la convocatoria y la se­

ñalada para su. celebración, por lo menos ocho días en el caso de la or­
dinaria y dos en el de la extraordinaria. 

Artículo 15. - La convocatoria se hará mediante la colocación de avisos 
en la cartelera de la A .E. D. y otros lugares visibles de la 

Facultad, debiendo constar en la misma: 

a. la indicación de si se trata de Asamblea ordinaria o extraordi-
naria; 

b . el Orden del Día de la sesión; 
c. la fecha , hora y lugar en que deberá reunirse; y, 
ch. las firmas del Presidente de la A .E.O. o de quien haga sus ve­

ces, y del secretario de la Asociación . 

Artículo 16. - Se entenderá que hay quórum en la Asamblea General or-
dinaria si se encuentran presentes, por lo menos, el 50% 

de los miembros de la Asociación. Sí no se reúne el quórum necesario 
en la primera convocatoria , el Presidente de la A.E .O. hará inmediata­
mente una segunda convocatoria , sujetándose al plazo y procedimiento 
contemplados en los arts. 14 y 15 del presente Estatuto, 

La Asamblea General extraordinaria sesionará con la asistencia de, 
por lo menos, el 25% de los miembros activos. De no haber quórum se 
seguirán las reglas del inciso anterior pero deberán mediar 24 horas, 
por lo menos, entre la convocatoria y la reunión de la Asamblea. 
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Tanto la Asamblea General ordinaria como la extraordinaria que 
sesionen en virtud de la segunda convocatoria podrán hacerlo con el nú­
mero de miembros que se encontraren presentes, debiendo hacerse 
constar este particular en el texto de la convocatoria. 

Artículo 17 .- Una vez constatado el quórum por parte del Presidente de 
la A.E.O. , éste procederá a declarar instalada la sesión, 

dirigirá la elección de los dignatarios de la Asamblea y posesionará a 
los mismos. 

Artículo 18.- La Asamblea General designará de entre sus miembros 
activos presentes, al Presidente y Vicepresidente de la 

misma, por mayoría simple de votos. 

Actuará como Secretario el del Directorio de la A .E. D., quien le­
vantará un acta de la sesión y la publicará en un máximo de ocho días 
posteriores al de la celebración de la Asamblea. La no publicación del 
acta no será causa de nulidad de las decisiones tomadas por la Asam­
blea pero sí de que el Secretario responda por negligencia ante la 
Asamblea si no justificare sat isfactoriamente su omisión . 

En caso de ausencia del Secretario del Directorio de la A.E.O. , la 
Asamblea nombrará quien haga sus veces de entre sus miembros ac­
tivos presentes. 

Artículo 19.- Las decisiones de la Asamblea se tomarán por mayoría 
simple de votos , salvo en los casos expresamente con­

templados en el presente Estatuto. 

Artículo 20.- De no cumpl irse cualquiera de los requisitos previstos en 
el presente Capítulo , las decisiones de la Asamblea , si és­

ta llegara a reunirse, serán consideradas nulas de nulidad absoluta. 

Artículo 21. - Corresponde a la Asamblea General : 

a. fijar la política general de la A .E.O. conforme a los fines previs­
tos por el presente Estatuto; 

b. cumplir y hacer cumpl ir el presente Estatuto y demás disposi ­
ciones vigentes ; 

c. interpretar de modo generalmente obligatorio el presente Esta­
tuto y los regla mentos que posibilitan su aplicación ; 

ch. reformar el Estatuto de acuerdo a lo dispuesto en el art . 49; 
d. conocer y pronunciarse sobre los asuntos sometidos a su resolu ­

ción dentro de la esfera de su competencia ; 
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e. posesionar a los miembros electos al Directorio de la A.E.O. y a 
los representantes estudiantiles ante los organismos de la Fa­
cultad; 

f. proceder al enjuiciamiento de cualquier miembro del Directorio o 
del Tribunal Electoral , por infracciones cometidas en el desem­
peño de sus funciones y sancionarlo cuando se declare su culpa ­
bilidad. En caso de que el miembro fuere destitu ido, esta san­
ción será decidida por, al menos, las 2/ 3 partes de los miembros 
activos presentes en la Asamblea ; 

g . designar, en caso de ausencia definitiva de uno o más miembros 
del Directorio, el respectivo reemplazo , si su subrogación no es­
tá prevista en este Estatuto; 

h. conocer y sancionar el informe anual de actividades del Direc­
torio; 

i . nombrar com isiones especiales que lleven a efecto sus decisio­
nes . De manera obligatoria se elegirá anualmente una que fisca ­
lice la gestión económica del Directorio cesante; 

j. decidir sobre la afiliación o desafiliación de laA .E.D. a otros or­
ganismos; y, 

k. asumir los demás deberes y atribuciones previstos en este esta­
tuto y en otras disposiciones vigentes . 

Capítulo 11 

Del Directorio 

Artículo 22. - El Directorio es el organ ismo ejecutivo de la A .E .O. Está 
integrado por: 

a. un Presidente; 
b. un Vicepresidente; 
c. los representantes estudiantiles al Consejo de Facultd en el nú­

mero fijado por los reglamentos de la Universidad; 
ch. un vocal por cada 200 miembros activos de la A .E .O.; 
d . un Secretario; y, 
e. un Tesorero . 

En el caso del litera l ch . se d ivid irá el total de miembros act ivos pa­
ra 200 y, de existir un residuo mayor a 150, se elegirá un nuevo vocal. 
Tanto los representantes al Consejo de Facultad como los vocales ten­
drán sus respectivos suplentes. 

Artículo 23. - Los miembros del Directorio, a excepción del Secretario y 
. el Tesorero , serán elegidos por sufragio libre, universal , 

directo y secreto. El acto electoral se llevará a cabo en uno de los días 
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comprendidos entre los quince primeros del mes de Noviembre . El pro­
cedimiento que se utilizará para la realización de las elecciones será es­
tablecido por el Reglamento de Elecciones de Dignatarios de la Asocia ­
ción Escuela de Derecho. 

Los integrantes del Directorio tendrán voz y voto en las sesiones 
del mismo, a excepción del Secretario y el Tesorero que tendrán sólo 
derecho a voz. El Tesorero tendrá derecho a voto en los asuntos de ín­
dole financiera. 

Los miembros del Directorio durarán en sus funciones desde su 
posesión hasta que fueren legalmente reemplazados, no pudiendo ser 
reelegidos para las funciones ya desempeñadas. 

Artículo 24 .- El Directorio sesiona~á ordinariamente una vez por sema ­
na y extraordinariamente en cualquier tiempo por convo­

catoria del Presidente o a pedido de la mitad de sus miembros. 

Artículo 25.- Se instalará y tomará resoluciones válidamente con la asis­
tencia de, por lo menos, la mitad más uno de sus miem­

bros y sus decisiones se adoptarán por simple mayoría. En caso de em­
pate, el voto del Presidente o de quien haga sus veces será dirimente. 

Artículo 26. - Corresponde al Directorio: 

a . realizar todas las gestiones necesarias para la dirección y admi­
nistración de la Asociación, enmarcándose dentro de los estable­
cido en el literal a. del artículo 21 de este Estatuto; 

b. cumplir y hacer cumplir el presente Estatuto y los reglamentos 
válidamente expedidos; 

c. dar cumplimiento a las resoluciones y acuerdos adoptados por la 
Asamblea General; 

ch. representar a los miembros de la Asociación ante las autorida ­
des universitarias, otros organismos estudiantiles y la opinión 
pública en todos los asuntos relacionados al normal desenvolvi ­
miento de la Facultad ; 

d. dictar los reglamentos que posibiliten la aplicación del presente 
Estatuto y un eficaz desarrollo de. las actividades de la Asocia ­
ción; 

e . conocer y pronuncia rse sobre los asuntos sometidos a su resolu ­
ción dentro del ámbito de su competencia; 

f. convocar a Asamblea General de Estudiantes de conformidad 
con el presente Estatuto; 

g. presentar, a través del Presidente de la A.E.O . o de quien hicie-
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re sus veces, el informe anual de labores ante la Asamblea Ge­
neral; 

h . sancionar con la suspensión temporal o la separación definitiva 
de la calidad de miembro activo de la A .E .O. a todo aquél que 
gravemente atentare contra el presente Estatuto y otras disposi­
ciones vigentes; 

i . conceder licencia hasta por 30 días a cualquiera de sus miembros 
y posesionar a su reemplazo; 

j . conocer la renuncia de cualquiera de sus miembros y posesionar 
a su reemplazo; 

k . designar libremente comisiones a los eventos en los cuales tenga 
ingerencia o participación, sea cual fuere su naturaleza; y, 

l. asumir los demás deberes y atribuciones previstos en este Esta­
tuto y en otras disposiciones vigentes. 

1° Del Presidente 

Artículo 27 .- Para ser electo Presidente de la A .E .O. se requiere: 

a. ser miembro activo de la A .E .O.; 
b. haber aprobado por lo menos 2/ 3 de los créditos exigidos para 

egresar ; 
c. haber sido alumno regular de la Facultad durante los dos semes­

tres anteriores a la elección; 
ch . estar matriculado en , por lo menos, 15 créditos en la Facultad 

de Jurisprudencia durante el semestre en que tuviere lugar la 
elección ; 

d . estar asistiendo regularmente a clase; 
e. hallarse en ejercicio de sus derechos políticos y haber sufragado 

en las últimas elecciones de dignatarios de la A.E .O.; y 
f. no encontrarse ejerciendo al momento de la elección ninguna re­

presentación estudiantil en la P.U .C.E. 

Artículo 28 .- Corresponde al Presidente de la A.E.O.: 

a. ejercer la representación judicial y extrajudicial de la Asocia­
ción; 

b. dirigir la pol ítica general de la Asociación de acuerdo a las direc­
tivas de la Asamblea General y el Directorio y a los fines previs­
tos en el presente Estatuto; 

c. realizar todos los actos y gestiones necesarios para cumplir con 
los fines de la Asociación; 

ch. cumplir y hacer cumplir el presente Estatuto y demás normas 
vigentes, así como las resoluciones y acuerdos de la Asamblea 
General y el Directorio; 
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d . convocar y presidir !as sesiones del Directorio; 
e. instalar las sesiones de la Asamblea General y presidirlas hasta 

que ésta elija sus dignatarios; 
f . informar a la Asamblea General y al Directorio sobre los asuntos 

que éste solicite; 
g. someter a la Asamblea General, a nombre del Directorio, el in­

forme de labores del mismo; 
h. presentar al Directorio un informe mensual de actividades; 
i. asistir a las sesiones de los cuerpos colegiados de los que fuere 

miembro o nombrar un delegado a las mismas; 
j . comisionar a cualquier miembro de la Asociación para que cum­

pla las tareas requeridas ; 
k . estudiar anualmente , conjuntamente con los representantes es­

tudiantiles al Consejo de Facultad, el pénsum de estudios y so­
meter sus observaciones al Directorio y al Consejo de Facultad, 
en su orden ; y, 

l. asumir los demás deberes y atribuciones previstos en este Esta­
tuto y en otras disposiciones vigentes. 

'Z3 Del Vicepresidente 

Artículo 29. - Para ser electo Vicepresidente se requiere las mismas 
condiciones contempladas en el art . 27 del presente Esta­

tuto, a excepción de la contenida en el literal b. del mismo. El Vicepre­
sidente deberá haber aprobado, por lo menos , la mitad de los créditos 
exigidos para egresar. 

Artículo 30 .- Corresponde al Vicepresidente: 

a. subrogar al Presidente en caso de ause.ncia temporal o definitiva 
de éste; 

b. dirigir las labores de extensión universitaria, coordinando, prin­
cipalmente, la actividad de los Consultorios Jurídicos Gratuitos ; 

c. asistir a las sesiones del Directorio; y, 
ch. asumir los demás deberes y atribuciones previstos en este Esta­

tuto y en otras disposiciones vi gentes. 

Artículo 31. - En caso de ausencia definitiva del Vicepresidente, el Di ­
rectorio elegirá a su subrogante de entre sus vocales 

miembros . 

3° De los representantes estudiantiles 
al Consejo de Facultad 

Artículo 32. - Para ser electo representante estudiantil al Consejo de Fa-
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cultad se requiere las mismas condiciones que para ser 
electo Vicepresidente. 

Artículo 33 .- Corresponde a los representantes estudiantiles al Consejo 
de Facultad : 

a. asistir a las sesiones del Consejo de Facultad y del Directorio de 
la A .E.O.; 

b . representar y defender los intereses estudiantiles ante el Conse­
jo de Facultad ; 

c . mantener oportunamente informada a la Asociación sobre las 
decisiones del Consejo de Facultad ; 

ch. estudiar anualmente, conjuntamente con el Presidente de la 
Asociación, el pénsum de estudios y someter sus observaciones 
al Directorio y al Consejo de Facultad, en su orden; 

d. preparar y, a más tardar al término de sus funciones , publ icar la 
Jurisprudencia de los casos resueltos por el Consejo de Facultad 
en el período que hubieren sido representantes al mismo; y, 

e. asumir los demás deberes y atribuciones previstos en este Esta­
tuto y en otras disposiciones vigentes . 

4° De los vocales 

Artículo 34. - Para ser electo vocal del Directorio de la A .E. D . se requie­
re: 

a. ser miembro activo de la Asoc iac ión ; 
b. no encontrarse ejerciendo ni nguna representación estudiantil en 

la P.U .C.E .; y, 
c. hallarse en ejercic io de sus derechos políticos y haber sufragado 

en las últimas elecc iones de dignatarios de la A .E.O . 

Artículo 35. - Corresponde a los vocales del Directorio asistir a las sesio-
nes del mismo, cumplir las comisiones que se les enco­

mendare para la consecución de los fines de la A.E.O . y asumir los de­
más derechos y obligaciones que les confiere el presente Estatuto y 
otras disposiciones vigentes . 

5º Del Secretario y el Tesorero 

Artículo 36 .- El Secretario y el Tesorero serán designados por el Direc­
torio en su primera sesión a base de sendas ternas pre­

sentadas por el Presidente para el efecto . 

Para ser designado Secretario o Tesorero se requiere las mismas 
condiciones que para ser electo vocal del Director io . 
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Artículo 37 .- Corresponde al Secretario : 

a. asistir a las sesiones de la Asamblea General y el Directorio y le-
vantar el acta de las mismas; 

b. conferir las certificaciones que se le soliciten; 
c. responsabilizarse del manejo del archivo de la Asociación; 

ch. encargarse de la difusión informativa de las actividades del Di­
rectorio; y, 

d. asumir los demás deberes y atribuciones previstos en este Esta ­
tuto y en otras disposiciones vigentes. 

Artículo 38 .- Corresponde al Tesorero: 

a. asistir a las reuniones del Directorio; 
b. administrar los fondos de la Asociación; 
c. llevar bajo su responsabilidad la Contabilidad; 
ch. presentar al Directorio un informe financiero semestral y uno 

anual a la Asamblea General; 
d. recaudar las multas impuestas por los organismos de la Asocia ­

ción Escuela; y, 
e. asumir los demás deberes y atribuciones previstos en el presen­

te Estatuto y en otras disposiciones vigentes . 

Capítulo 111 

Del Tribunal Electoral 

Artículo 39 .- El Tribunal Electoral es el organismo que se encarga de 
dirigir, vigilar y garantizar los procesos electorales de la 

Asociación Escuela de Derecho. 

Está integrado por cinco vocales con sus respectivos suplentes de­
siganados por el Directorio de entre los miembros activos de la Asocia ­
ción que no ostentaren ninguna dignidad estudiantil en la P.U.C.E. 

Artículo 40.- El Tribunal Electora l será elegido dentro de los siete días 
posteriores al 15 de Octubre en el caso de las elecciones 

contempladas en el art. 23 del presente Estatuto y con 15 días de antici ­
pación por lo menos, al día de la celebración de cualquier otro acto elec­
toral. 

Artículo 41.- En la primera sesión, convocada por el Presidente de la 
A.E.O ., el Tribunal nombrará de entre sus miembros un 

Presidente y un Vicepresidente . El Secretario , que actuará únicamente 
con voz, será nombrado por el Tribunal Electoral de fuera de su seno y 
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deberá ser miembro activo de la A .E .O. En ausencia de los vocales ti­
tulares se .principalizan los suplentes en el orden en que hayan sido 
nombrados. 

Artículo 42. - Las resoluciones del Tr ibunal Electoral serán tomadas por 
mayoría simple de votos . Hacen quórum cuatro de sus 

miembros, entre los cuales se contará necesariamente el Presidente o 
quien lo subrogue , cuyo voto será dirimente. 

Artículo 43 .- Corresponde al Tribunal Electoral : 

a. organizar el proceso electoral y garantizar su pureza ; 
b . convocar a los actos electorales sujetándose a las d isposiciones 

legales vigentes ; 
c. calificar e inscribir las listas de candidatos; 

ch. efectuar el escrutinio general en forma pública ; 
d. realizar la adjudicación de puestos y declarar electos a los candi­

datos de las listas triunfadoras , extendiéndoles los nombramientos co­
rrespondientes ante la Asamblea General ; 

e. interpretar los Reglamentos de Elecciones de Dignatarios de 
A .E.O. y de Consulta Estudiantil , recurriendo a la Ley de Elec­
ciones vigente en cuanto los comp lemente o llene eventua les va­
cíos legales; y , 

f. asumir todos los deberes y atr ibuciones previstos en el presente 
Estatuto y en otras disposiciones vigentes . 

TITULO IV 

DE LAS FINANZAS 

Artículo 44 .- Los fondos de la A .E .O. provendrán: 
a. de la subvención anual otrogada por la Un iversidad · 

b. del aporte obligatorio que pagarán los estudiantes de la 
1

Facul-
tad al momento de matricularse; 

c. del aporte voluntario de personas naturales o jurídicas; 
ch . de los legados y donaciones que se hicieren a su favor · 
d . de los actos que organizare ; ' 
e . de las multas que impusiere a los estudiantes sancionados con 

esta pena por el Directorio ; 
f. d~ las contribuciones extraordinarias que se impusieren a los 

miembros; y , 

g. de la v~nta de las publicaciones de la A .E.O. v de los ingresos 
provenientes del Centro de Publ icaciones . 
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Artículo 45.- La Asociación Escuela de Derecho, al recibir una ayuda 
económica no podrá sujetarse a condición alguna contra ­

ria a sus fines y principios. 

Artículo 46. - Los egresos de hasta diez mil sucres (S /. 10.000,00) re ­
querirán de la aprobación del Presidente de la Asocia ­

ción; en caso de que el monto del egreso fuere superior a dicha canti­
dad, se requerirá de aprobación del Directorio. 

TITULO V 
DE LA SUPREMACIA ESTATUTARIA 

Artículo 47.- El presente Estatuto es la norma fundamental de la Aso-
ciación Escuela de Derecho . Los Reglamentos y resolu­

ciones de los organismos de la Asociación deben mantener conformidad 
con las normas estatutarias, no teniendo ningún valor en caso de opo­
nerse a ellas. 

Artículo 48.- El Directorio de A.E.O . tiene la capacidad de dictar reso-
luciones de carácter generalmente obligatorio cuando e­

xistan vacíos legales en el presente Estatuto . Estas resoluciones regi­
rán hasta cuando la Asamblea General de Estudiantes dicte una defi­
nitiva, para lo cual deberá ser convocada en el plazo máximo de un mes 
de. haber adoptado la resolución el Directorio . La Asamblea General es 
el único organismo capacitado para interpretar de modo generalmente 
obligatorio las normas contenidas en el presente Estatuto . 

Artículo 49 .- Pueden proponer reformas al presente Estatuto: 

a. el Directorio de la A.E.O.; y, 
b. cualquier miembro activo de la Asociación con el respaldo de, 

por lo menos, el 30% de los miembros activos . 

Propuesta la reforma, será considerada por la Asamblea General. 
Para aprobar una reforma a los Estatutos se requiere el vóto conforme 
de las 2/ 3 partes de los miembros activos presentes e.n la Asamblea. 

En caso de no aprobarse la reforma en la Asamblea General, el Di ­
rectorio de A .E.O ., por propia iniciativa o por petición expresa del pro­
ponente de la reforma, convocará a consulta estudiantil en la cual se de­
sidirá sobre el particular, aprobándose la reforma de existir el voto con­
forme de la mitad más uno de los votos válidos emitidos. 

Artículo 50 .- La consulta estudiantil es el mecanismo por el cual la A -
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samblea General o el Directorio ponen a consideración de­
los miembros activos de la Asociación, normas o resoluciones , para que 
éstos decidan sobre su aplicación y vigencia en votación libre, univer­
sal , directa y secreta. 

TITULO VI 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 51 .- El derecho a elegir y ser elegido y a participar con voto en 
las consultas estudiantiles no admite más restricciones 

que las contempladas en el presente Estatuto . Los estudiantes del Cur­
so Propedéutico gozan de los mismos deberes y derechos que los demás 
miembros activos de la A.E.O . El voto es un deber y un derecho; el que 
no lo ejerciere queda sujeto a las sanciones impuestas en los Reglamen­
tos . 

Artículo 52. - La A.E.O. no podrá tomar parte en las luchas de partidis­
mo político , sin que esto obste para que la Asociación de­

sempeñe un papel político con criterio netamente estudiantil, en la vida 
universitaria, nacional o internacional. 

Artículo 53. - El Reglamento de Elecciones garantizará la representa­
ción de las minorías. 

Artículo 54 .- Todos los nombramientos caducarán a los 15 días de haber 
sido expedidos si el interesado no se ha posesionado de 

su cargo. 

Artículo 55. - Las reformas estatutarias y reglamentarias, los reglamen-
tos y las resoluciones de la Asamblea General, entrarán 

en vigencia a partir de su publicación en la cartelera de la A .E .O., que 
deberá ser efectuada en el plazo máximo de tres días a partir de su a­
probación por los organismos competentes . 

Artículo 56.- En caso de extinción de la A .E .D .,sus bienes pasarán a in­
tegrar el patrimonio de la P.U .C.E 

Artículo 57 .- Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan 
al presente Estatuto y , especialmente , los Estatutos de la 

Asociación Escuela de Derecho aprobados por la Asamblea General 
reunida el 26 de Noviembre de 1966 y todas sus reformas . 

Artículo 58. - El presente Estatuto entrará en vigencia a partir de su a­
probación en consulta estudiantil. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA.- El directorio de la A .E .O. en el plazo máximo de 90 días 
contados a partir de la aprobación del presente Estatuto en 

consulta estudiant i l, dictará los Reglamentos de Asamblea General , de 
Directorio, de Consulta Estudiantil y de Sanciones, y actualizará los de­
más vigentes armonizándolos con las disposiciones estatutarias . Todas 
las normas que rigen a la Asociación Escuela de Derecho deberá ser pu ­
blicadas y distribuidas a los miembros activos a más tardar hasta el 1° ­
de Noviembre de 1982. 

SEGUNDA.- Los dignatarios actuales de la A.E .D. y los representantes 
estudiantiles de la misma , continuarán en sus funciones has­

ta ser legalmente reemplazados . 

TERCERA .- Por esta sola vez y hasta que se posesionen los miembros 
del Directorio para el período 1982-83 , se exime a los repre ­

sentantes estudiantiles al Consejo de Facultad del cumplimiento de la 
obligación constante en el lit. d . del artículo 33 del presente Estatuto . 

ESTE ESTATUTO FUE APROBADO EL 18 DE JUNIO DE 1982 

F . CARLOS LARREATEGUI 
Presidente de la A .E .D. 
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SUPERINTENDENCIA DE COMPAÑIAS 
DEL ECUADOR 

Sirve y precautela 
a la empresa, 
gestora 
del 
desarrollo 
nacional. 

OFICINA MATRIZ EN QUITO 

Dirección: Roca 660 y Av. Amazonas 

Télex: 2595 SCIASQ ED 

Telfs. Conm: 525-022 / 525-332 



LA SUPERINTENDENCIA DE BANCOS 

De conformidad con la disposición constitucional , están bajo el control y vigi­
lancia de la institución: el Banco Central del Ecuador con una casa matriz y 13 su­
cursales; el Banco Ecuatoriano de la Vivienda, con una casa matriz, 4 sucursales y 
14 agencias; el Banco Ecuatoriano de Desarrollo , con su casa matriz; el Instituto 
Ecuatoriano de Crédito Educativo y Becas , con una casa matriz y 10 agencias; la 
Corporación Financiera Nacional , con una casa matriz , 3 sucursales y 2 agencias ; 
las Asociaciones Mutualistas de ahorro y Crédito para la Vivienda, con 11 casas ma­
trices y 30 agencias; las Compañías Financieras Privadas, con 12 casas matrices y 4 
sucursales ; las Casas y Oficinas Especiales de cambio , con 22 matrices, 3 oficinas 
especiales y 17 agencias; los Bancos Privados Nacionales con 28 casas matrices, 81 
sucursales y 187 agencias ; las sucursales de Bancos Privados Extranjeros con 4 ca­
sas matrices, 6 sucursales y 22 agencias; los Almacenes Generales de Depósito, con 
5 casas matrices y 3 sucursales ; las Representaciones de Bancos Extranjeros , con 
11 oficinas; y, las Compañías de Seguros, con 17 casas matrices nacionales privadas 
que tiene a su vez, 7 sucursales y 21 agencias ; una casa matriz nacional de econo­
mía mixta, que tiene 2 oficinas de producción ; 8 casas matrices de compañías pri­
vadas extranjeras que tienen 6 agencias , 3 sucursales y 7 oficinas de producción ; y, 
una casa matriz de una compañía nacional privada de reaseguros. 

Para cumplir con tan delicadas funciones , la SUPERINTENDENCIA DEBAN­
COS cuenta con una Secretaría General ; con las Direcciones Generales de Bancos 
del Estado, Bancos Privados, Seguros, Estadística Y· Estudios Económicos, Admi­
nistrativa y Financiera, de Asesoría Jurídica, de Asesoría de Información y de Ase­
soría de Integración . Además con un Comité Asesor y una Unidad de Arquitectura. 
En la ciudad de Guayaquil , con la Intendencia de Bancos . 

Con sus servicios se garaniza la marcha eficaz de todo el sistema financiero del 
país y se asegura al pueblo ecuatoriano la solvencia y confianza que debe tener en 
dicho sistema. 

LA SUPERINTENDENCIA DE BANCOS dirigida por el señor doctor José Vi­
cent.e Troya Jaramillo, designado para estas elevadas funciones por la H. Cámara 
Nacional de Representantes, está atendiendo desde el mes de agosto último en su 
propio edificio situado en la avenida 12 de Octubre 1561 , entre las calles García y 
Foch. 



ESPECTRO 
ECONOMICO AMERICANO 

"El mapa político de Amé­
rica Latina registra hoy día 
un amplio y variado espectro. 
Hay gobiernos autoritarios y 
gobiernos democráticos entre 
los que se advierten las más 
variadas manifestaciones. No 
hay ideología que no encuen­
tre una expresión política. 
Los más diversos modelos e­
conómicos se han puesto en 
práctica •.. 
Sin embargo, parecería que la 
crisis internacional ha hecho 
abstracción de la forma en 
que se ha organizado políti· 
mente cada uno de loa Esta­
dos y estructuralmente sus e­
conomías, por lo que nos en· 
contramos ante un fenómeno 
de carácter global, que afecta 
por Igual a todas nuestras na­
ciones .•• " 

HOMENAJE AL RETORNO 
DEMOCRATICO 

BOLIVIANO 

"En cada país hay diferen­
cias en cuanto a la magnitud 
de la crisis pero no en sus ma­
nifestaciones y tendencias. Y 
para quienes creen, por deses· 
peración o convencimiento 
ideológico, que los gobiernos 
dictatoriales son la única solu­
ción para los problemas que 
afectan al subcontinente, bas­
ta recordarles el dramático e­
jemplo de Bolivia, que en es· 
tos días anuncia su retomo a 
la democracia, acontecimien­
to que saludo en nombre del 
pueblo ecuatoriano". 

SUPERAR LA CRISIS 
ECONOMICA 

PARA ROBUSTECER 
LA DEMOCRACIA 

LATINOAMERICANA 
Al inaugurar en Guayaquil el Seminario sobre P0Ln7CA. 

DESARROLLO Y DEMOCRACIA EN AMERICA LATINA, 
el Presidente Hurtado pre.sentó una clara 1lirión ck Li 

compleja problemática económica que afecta al Contineftte 
y demandó de la unidad latinoamericana para chtrrrnbuir 

estrategias comunes pora superarla. 

RESPONSABILIDAD 
DE LOS PARTIDOS 

POLITICOS 

"Cuando se analiza el fra. 
caso de la democracia en A· 
mérica Latina, frecuentemen­
te se mencionan las Injusticias 
y conflictos sociales y las in· 
tervenclones militares. No 
pretendo desconocer estas 
causas, pero sí hacer una con· 
sideracion complementaria. 
Me refiero a la responsabill· 
dad que tenemos los políticos 
y los partidos democráticos . 

en la conservación del régi­
men constitucional .•. " 

COMUN ESFUERZO 
LATINOAMERICANO 

"La problemática que hoy 
afecta al aubcontinente des­
borda el ámbito geográfico de 
cada nación. Ha llegado por 
tanto la hont. de -mlver por los 
fueros de las instancias multi­
laterales1 a 1as· que les corres­
ponde aeterminar una estra­
tegia común para todos los 
países latinoamericanos". 

"HOY MAS QUE NUNCA: LA BUSQUEDA DE CONSENSOS A TRAVES DEL 
DIALOGO DEMOCRATICO ES INDISPENSABLE SI QUEREMOS SUPERAR 

EXITOSAMENTE LAS GRAVES DIFICULTADES CREADAS POR LA 
CRISIS ECONOMICA". 

Presidente Hurtado. 



COLEGIO DE ABOGADOS DE QUITO 

Institución Clasista para defensa profesional y la 

Investigación de las Ciencias Jurídicas 

Palacio de Justicia - Ofic. 107 - Teléfono: 547-241 

Casilla 3105 - Telex 2309 

Quito ·Ecuador 



Ahora sus n'-'Jocios 
con el exterior tienen alas: 
El Servicio de Carga IBERIA. 

Iberia se hace cargo de su mercancía 
para llevar sus productos rápida y 
eficazmente, a cualquier parte del mundo. 

La gran capacidad, y los 
sistemas especiales de protección 
de nuestros poderosos 0 -CTD, 
así lo garantizan. 

Consúlte éJ su Agente de Carga y 
transporte con Iberia todo lo que desee. 

-CARGOS• 
_.lll.~·· 

Pone alas a sus negocios. 

QUITO: Ave. Amazonas 239 y Jorge Washington Teléfonos: 524-622 - 524-863 Aeropuerto Telfs .: 245-910 Y 241 -580 . 

GUAYAQUIL : 9 de Octubre 101 y Malecón Teléfonos: 526-085 y 519-588 Aeropuerto Telf : 393-140 



BANCO CENTRAL DEL ECUADOR 

noria 
cultura 

del 
paí 

Coinddlendo con la idu exp-.lo por ti oe!lor Dinct« 
Gen.-.1 de la UNESCO, Amodou·M.h ... M"Bow, oobrw la 

rocup.-.d6n de la memoria de loo puebloo por inwmodio 
de loo bimeo rna...W.. do"' cultun, el &neo C.Otnl 

del Ec:uador la venido rulizando por el U¡mo de .. 1n,. 
Uloo la conforrnacibn de un V>liomimo ""°"ºde teltimonl<lo 1 

dtl pasodo de la na:!6n, tonto de su prelUstorú como de lao ' 
tpoc., colonial, republlcan& y modern&, 1 an• de IUI 

mUleQI, Gllarf.u de ute, pubtiacone1, bihl.iotacM, 
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PARA REF'ERENCIA 

ESTE LIBRO 
No puede sacarse de 

la Biblioteca 
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